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La Koinosfera, en su sentido más verdadero, es una participa-

ción práctica en el significado y el valor jurídicos para el incre-

mento de la dignidad y destino personales de todos los miem-

bros de una comunidad organizada civilmente.

DAVID GRANFIELD
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El título elegido para este libro puede parecer enigmático, pero

no lo es. La Koinosfera es el ámbito de los ciudadanos, y los

documentos que componen este libro se escribieron en este
ambiente. «Temas R 2001» es solamente una abreviatura de

“Temas de repaso escritos en el año 2001”. En efecto, acepté

que un conjunto de documentos que abordan asuntos diversos
fueran publicados en un libro breve, para repasar y repensar su

contenido.

Conviene destacar que, en el trasfondo, los textos que se
publican tienen otra cosa en común: contienen pensamientos

sobre la Justicia. No puedo menos que señalar que considero a

los principios que rigen la función electoral –legalidad, impar-
cialidad, objetividad, certeza e independencia– como caracte-

rísticas esenciales de la Justicia.

¿Por qué repasar y repensar algo que ya fue dicho, ex-
puesto o publicado? Porque las cosas se aprenden observán-

dolas con detenimiento o, lo que es igual, dándoles de vueltas.

La palabra «Justicia», desgastada por el uso, exige ser reapren-
dida y el camino para lograrlo es recordando su significado: La

constante y perpetua voluntad de dar a cada uno lo suyo

(Ulpiano). En el ambiente electoral, «lo suyo» de cada ciudada-
no es el derecho a votar y el derecho a ser votado.

Sin embargo, tales derechos ciudadanos presuponen la

elección previa del sistema democrático. Por su parte, éste sólo
puede realizarse en las sociedades en donde existe cierto gra-

do de civilización y de cultura.

El aprendizaje de la cultura, a su vez, necesita del auxilio
educativo y la educación cívica reclama fuentes de información.

PRÓLOGO
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Este libro pretende ser una de ellas. Si se quiere la más modes-

ta, pero la que invita a los consejeros electorales del país a que
no se instalen en la complacencia y que escriban y, en su caso,

continúen escribiendo sus experiencias. En las actuales circuns-

tancias del país la comunicación se vuelve un imperativo no
expresado en ninguna norma.

Debo agradecer al Instituto Electoral Veracruzano y a los

miembros de su Consejo General –consejeros electorales, Se-
cretario Ejecutivo y representantes de partidos políticos– la

oportunidad de que salga a la luz esta publicación, fruto de las

reflexiones en me han sumergido los debates sostenidos en
las reuniones de trabajo y sesiones del órgano superior de

dirección.

El servicio electoral es una actividad muy digna cuando se
le concibe como el trabajo para la realización de los valores

democráticos: Libertad, Igualdad y Fraternidad.

SALVADOR MARTÍNEZ Y MARTÍNEZ
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CAPÍTULO I

ARTÍCULOS
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EL PROCESO ELECTORAL DE VERACRUZ

EN EL AÑO 2000*

El Consejo General de la Comisión Estatal Electoral (CEE) tenía

entre sus atribuciones publicar la síntesis del desarrollo del Pro-
ceso Electoral de Veracruz en el año 2000, y le faltó tiempo

para hacerlo. Sin embargo, el Instituto Electoral Veracruzano

debía recoger la estafeta y lo hizo rememorar dicho proceso. El
ideal es recordar todo lo que es digno de memoria y si acaso no

se logró tal cosa, se debe a circunstancias ajenas al nuevo or-

ganismo electoral.
Es menester comenzar con un especial agradecimiento a

quienes formaron el Consejo General de la CEE como comisio-

nados electorales o comisionados de partidos políticos y acep-
taron participar con sus recuerdos y comentarios en esta Me-

moria, pues dieron un poco más de sí, respecto de lo que esta-

ban obligados.
La vivencia del proceso electoral es fundamental, ya que

sobre esa base se erigió un conocimiento de la realidad veracru-

zana. Volver a «ver» con la luz de la razón el conocimiento ad-
quirido es «reflexionar» y la reflexión ofrece un mayor atractivo

que el simple memorar o rememorar. No obstante, el recuerdo

es un imperativo para meditar sobre el conocimiento previamente
obtenido que, al fin y al cabo, la Memoria es una obra para guar-

dar más que para difundir.

A lo largo de los años referido a diversas instituciones, quien
esto escribe escuchó hablar de «crisis de fe». La expresión alu-

de al hecho de que las personas creían en alguna institución y

* “Presentación” de Memoria Elecciones 2000. Los retos de la Cultura Democrática, IEV,
Xalapa, 20001, pp. 11–12.
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durante cierta coyuntura dejaron creer en ella. Tratándose del

órgano electoral y su función esencial, no hay crisis de fe, ya
que creer o no creer, más que una actitud psicológica es una

estrategia política.

Al discurrir sobre la CEE y su cometido, lo primero que se
observa es que resulta demasiado tarde para escoger otro ca-

mino en la organización de las elecciones; no queda sino acep-

tar la realidad. De cara a ella, la opción viable es el ejercicio de
la razón. Pero, la trama es muy sofisticada, pues a un lado del

lugar que ocupa el conocimiento verdadero de las cosas está

sentado el sofisma y la falacia es una reina a cuyo paso se
inclinan con fervoroso respeto sus súbditos.

Si bien es cierto que la disertación debe avanzar saltando

de verdad en verdad, también lo es que pueda explotar en
cualquier instante. El ambiente electoral está sobre un campo

minado, a cada pisada es posible caer en una trampa para el

razonamiento. En medio de ese campo nació y creció la Memoria
del Proceso Electoral.

El Proceso Electoral de Veracruz en el año 2000 es un

escenario muy amplio y sus actores son de lo más diverso. La
tarea de la Comisión Estatal Electoral comprendió la organización

de las elecciones ordinarias. Empero, es necesario precisar de

qué se está hablando, pues la función electoral, propiamente
dicha, se agotó en dos procesos electorales.

El órgano a integrar a través del primer proceso de elección

fue el Congreso del Estado, el cual tiene a su cargo la tarea
primordial de proyectar legislación en Veracruz y hacer las leyes

que rigen a la entidad. El Congreso del Estado se integra con

24 diputados de mayoría relativa y con 21 diputados por
representación proporcional.

El órgano a constituir por medio del segundo proceso fue el

Ayuntamiento de cada Municipio. Esto es, el proceso electoral
consistió en integrar los ayuntamientos de los 210 municipios
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que componen la entidad veracruzana. Los ayuntamientos se

forman con Presidente Municipal, Síndico Único y regidores. Se
atiende al criterio poblacional para establecer el número de

regidores.

En la perspectiva del Código de Elecciones y Derechos de
los Ciudadanos y las Organizaciones Políticas de Veracruz, el

primer proceso electoral, el relativo a los diputados, se inició el

4 de febrero para concluir en el mes de noviembre del mismo
año. Ambos coinciden en el día de la jornada electoral que se

llevó a cabo el 3 de septiembre del año citado. Atendiendo al

principio de definitividad procesal, el Consejo General dio por
concluidos ambos procesos electorales el 30 de diciembre de

2000.

Dentro del primer proceso, la CEE organizó 24 elecciones
uninominales, una por cada Distrito Electoral; y, simultáneamente

–podría decirse que en el mismo acto–, una elección plurino-

minal. Dentro del segundo proceso, la CEE organizó 210 eleccio-
nes, una por cada Municipio.

El índice de la Memoria toma como referencia la estructura

de la CEE. Principia con las actividades del órgano superior de
dirección: el Consejo General. A continuación se refiere a las

actividades de los órganos ejecutivos: La Dirección General, la

Secretaría General y las coordinaciones ejecutivas. Es lamen-
table que no haya quedado memoria de las actividades de los

órganos desconcentrados: comisiones distritales y municipales

electorales. Los testimonios de los comisionados electorales y
de los partidos políticos merecen un lugar aparte.

Las estadísticas del Proceso Electoral Local 2000, comple-

mento necesario de la Memoria, están en un disco compacto
que se presenta en conjunto con este documento.
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PREP Y CERTEZA EN EL PROCESO

ELECTORAL LOCAL 2000*

En nuestro país se ha difundido la idea de que el principio de la

certeza alude a la necesidad de que todas las acciones que
desempeñe el órgano electoral estén dotadas de veracidad,

certidumbre y apego a los hechos, lo cual quiere decir que los

resultados de sus actividades sean completamente verificables,
fidedignos y confiables.

El asunto principal que ocupa nuestra atención es que en

Veracruz, la Comisión Estatal Electoral (CEE) debió actuar con
certeza en la organización de las elecciones del 3 de septiem-

bre de 2000. Sin embargo, ¿es posible exigir que actúen con

certeza las personas morales o colectivas? Resulta que la cer-
teza es un estado psicológico; no es una característica de las

personas morales sino que es una propiedad de la mente hu-

mana. Es una característica de las personas físicas.1

Entonces, ¿se debe exigir que actúen con certeza las per-

sonas físicas individuales que componen la CEE? El diccionario

dice que la «Certeza» es “Conocimiento seguro y claro de algu-
na cosa”.2  En el ambiente electoral son muchos los que creen

tener conocimiento seguro y claro, no de alguna cosa sino de

* Texto aparecido en Memoria Elecciones 2000. Los retos de la Democracia, IEV, Xalapa,
2001, pp. 164–168.

1 La CEE es una persona moral. En derecho, a la persona moral también se le conoce como
“persona colectiva”. Cfr. Mario I. Álvarez Ledesma: Introducción al Derecho, México,
McGraw–Hill, 1995, p. 205: “En contraposición al concepto de persona física se utiliza el
de persona moral o colectiva para referirse a los grupos de personas que se hallan
unidos para cumplir un determinado fin y que, por tanto, pretenden del Derecho el
reconocimiento a una personalidad jurídica diferente a la que ellos mismos poseen
considerados individualmente”.

2 Real Academia Española: Diccionario de la Lengua Española, Madrid, Editorial Espasa–
Calpe, 1970, p. 296.
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todas las cosas. Las personas prudentes aconsejan:

Desconfiemos de los que siempre están en el estado psicológico de certe-

za; suelen ser personas que no perciben la complejidad de los problemas

a propósito de los cuales lanzan afirmaciones tan seguras.3

Pero habrá alguno cuyo trabajo se distinga: por el control me-

tódico de las afirmaciones, por la crítica seria y desapasionada de
las posibles hipótesis de solución de los problemas y por la búsque-

da de conocimientos nuevos. Al exigir certeza por parte de los indi-

viduos que constituyen la CEE, ¿a cuáles de ellos nos atenemos?
Ni a unos ni a otros, la solución no es por aquí, ella está en otro lado.

Poner en claro el principio de certeza compromete la idea

de que la voluntad del pueblo (o, en su caso, la voluntad de los
pueblos) debe expresarse por elecciones auténticas. Es decir,

la garantía de que el principio de certeza rige la función estatal

de organizar las elecciones radica en la obligación que tiene el
órgano electoral de hacer que ellas sean genuinas y, por lo tan-

to, creíbles. El principio consiste no en que el organismo electo-

ral tenga certeza sino en que pueda dar certeza a la ciudada-
nía. Quienes deben estar ciertos de la autenticidad de las elec-

ciones son los individuos titulares del derecho a votar.

Los principios rectores de la función electoral se apoyan en
el precepto fundamental cuyo centro consiste en la afirmación

de que la voluntad del pueblo es la base de la autoridad de los

poderes públicos. Esta voluntad debe expresarse por eleccio-
nes auténticas (que excluyan todo fraude) que deben tener lu-

gar periódicamente, con sufragio universal igual y con voto se-

creto (seguido de un recuento público), o conforme a un proce-
dimiento equivalente que asegure la libertad del voto.4

3 Villoro Toranzo, Miguel: Metodología del Trabajo Jurídico, Técnicas del Seminario de
Derecho, México, Limusa–UIA, 1992, p. 9.

4 Cfr. Verdoot, Albert: Declaración Universal de los Derechos del Hombre. Nacimiento y
«ignificación, Bilbao, España, Biblioteca Mensajero, 1969, pp. 194–205.
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La existencia del derecho electoral supone el conocimien-

to que la sociedad pueda tener del mismo para el cumplimien-
to de su función. El derecho electoral desempeña una función

legitimadora, ya que la democracia se afianza gracias al co-

rrecto ejercicio de los procesos electorales, garantiza la libre
competencia y la igualdad de oportunidades en la contienda

electoral, así como la fiabilidad de los resultados producidos

en las votaciones.5

Es incuestionable que a dicho conocimiento se opone, entre

otras circunstancias, el gran volumen de información jurídica que

un proceso electoral produce. En el caso que nos ocupa, las elec-
ciones de Veracruz en el año 2000, se levantaron 8,101 actas de

escrutinio y cómputo correspondientes a las casillas en todo el

estado. Nadie puede dudar del aprieto del órgano electoral y de
la necesidad de recurrir al uso de las computadoras.6

¿Actos jurídicos y sistemas computacionales?, ¿qué tiene

que ver una cosa con la otra? Es conveniente apuntar alguna
respuesta que auxilie en la aclaración de la cuestión que nos

ocupa:

Como aspiración práctica, la introducción de computadoras en la apli-

cación de la ley [...] ha salido ya desde hace años de la etapa inicial

de prueba. Se ha impuesto la idea de que los dispositivos para la

elaboración automática de datos encuentran aplicación en determi-

nados ámbitos de la praxis y de la teoría del Derecho. Se registran

pasos progresivos en el desarrollo de una disciplina científica en este

contexto, es decir de la Informática Jurídica.7

5 Martínez Silva, Mario y Roberto Salcedo Aquino: Diccionario Electoral 2000, México,
Instituto Nacional de Estudios Políticos, 1999, pp. 243–244.

6  Matute C., Sergio L.: “Los Sistemas de información, la Informática jurídica y el Sistema
UNAM–JURE”, en Diálogo sobre la Informática Jurídica, México, UNAM, 1989, pp. 114 –115;
Cfr. Víctor Manuel Rojas Amandi: El uso de Internet en el Derecho, México, UNAM, 1999;
Véase también Julio Téllez Valdez: Derecho Informático, México, Mc Graw–Hill, 1996.

7 klug, Ulrich: Lógica jurídica, Bogotá, Editorial Temis, 1990, p. 225. Sobre el uso de las
computadoras en la aplicación de las leyes, puede ver también Nils Christie: Los límites
del dolor, México, Fondo de Cultura Económica, 1988, pp. 72–78.
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En el Proceso Electoral Local 2000 el uso de las computado-

ras arrojó evidencia del desarrollo de la votación. Pero si bien la
evidencia constituye el necesario fundamento lógico de la certe-

za, no siempre es motivo psicológico de seguro asentimiento;

esta diferencia entre fundamento y motivo ha de tenerse en cuenta
especialmente en la credibilidad de los resultados. Lo que intere-

sa destacar es que la confiabilidad comienza en el hecho de po-

ner dichos resultados a la vista de todos. Pero, ¿cómo se logra
tal exposición?

En el ambiente electoral la abreviatura más enigmática es

la de PREP que reemplaza a la expresión Programa de Resulta-
dos Electorales Preliminares. El PREP alude a un Programa

implementado por el órgano electoral para difundir, confiable y

oportunamente, los resultados preliminares de las elecciones,
por medio de los sistemas computacionales más avanzados.

En la entidad veracruzana, las elecciones para diputados

locales del 6 de agosto de 1995 no contaron con un PREP. En la
madrugada del día siguiente a la jornada electoral, el Director

de la CEE informaba al Consejo General sobre los resultados

preliminares y sus informes; siempre parciales y dudosos, re-
sultaban chocantes para los representantes de los partidos po-

líticos.8  El periodo que va del día de la jornada electoral a la

fecha del cómputo (tres días) se convertía en un entreacto ten-
so, en el que todos sabían que cualquier cosa podía suceder.

8 Cfr. Comisión Estatal Electoral: Acta número trece, Sesión Ordinaria del Consejo General,
Archivo de la Secretaría General, 6 de agosto de 1995, Xalapa, Ver., México. Las siguientes
advertencias del Director de la CEE antes de dar a conocer algunos resultados preliminares
son muy ilustrativas: “Gracias señor Presidente, antes de iniciar la lectura de las actas de
escrutinio y cómputo de casilla de la elección de Diputados locales, de diferentes Distritos
Electorales locales y Municipios, quiero hacer la aclaración ante los señores integrantes
de este Consejo General y ante los medios de comunicación, a quien agradezco su
comprensión por estar todavía hasta esta hora [la sesión concluyó a las cuatro horas con
cuarenta y cinco minutos del día siete de agosto] que no son resultados definitivos y que
como lo expresé en el anterior receso, son diferentes actas, que nos enviaron las
comisiones distritales electorales sin una metodología [...] no tienen ninguna tendencia
no es la intención de la Comisión dar actas de escrutinio y cómputo para preferenciar la
información acerca de un partido político o de un candidato” (SIC), pp. 131–132.
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Lo único cierto es que en ese intermedio no había un resulta-

do cierto.9

El montaje del PREP en Veracruz data de las elecciones

municipales celebradas el 19 de octubre de 1997.  En esa oca-

sión el PREP pasó silencioso, sin pena ni gloria. Una crónica de
aquel proceso electoral sólo menciona que el Consejo General

de la CEE nombró la Comisión para la emisión de resultados

preliminares.10  Por el contrario, las elecciones para Goberna-
dor de Veracruz, el 2 de agosto de 1998, se caracterizaron por

un PREP que recibe muchos elogios.11

En el Proceso Electoral Local 2000, el PREP utilizó una infra-
estructura tecnológica integrada por:

• Un Centro de Cómputo Estatal, que era el lugar de concen-
tración, integración y difusión de los resultados electorales

procedentes de las comisiones distritales y municipales elec-

torales y de los centros de acopio. El Centro de Cómputo
Estatal, a su vez, estaba constituido por varios núcleos, a

saber: captura y procesamiento, validación electrónica, te-

lefonía, comunicaciones y operaciones.

• Seis Centros Regionales de Soporte y Capacitación, cuya

función fue dar cobertura técnica, logística y administrati-
va a los centros de cómputo distritales y municipales. Di-

chos centros regionales estuvieron ubicados en Tuxpan,

Xalapa, San Andrés Tuxtla, Veracruz, Coatzacoalcos y
Orizaba.

• Veinticuatro centros de cómputo distritales, 210 centros de
cómputo municipales y 61 centros de acopio.

9 Cfr. Comisión Estatal Electoral: Síntesis del Proceso Electoral 1995, México, CEE, 1996.
10 Comisión Estatal Electoral de Veracruz. La Reforma Democrática... 1994–1998. Una

crónica veracruzana, México, CEE, 1968, p. 63.
11 Ibidem, pp. 98 y ss.
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Cada Centro de Cómputo estuvo equipado con computadoras,

impresoras, faxes, módems, no–Brakes y atendidos de la siguien-
te manera: en el Centro de Cómputo Estatal, personal directivo,

telefonistas, validadores, coordinadores y capturistas; en los cen-

tros regionales, distritales, municipales y en los centros de aco-
pio, personal administrativo, ingenieros de soporte técnico,

capturistas titulares y suplentes.

Se prepararon cuatro escenarios para la difusión de los re-
sultados preliminares: a) la Sala de Exposición, lugar en donde

se proyectaron los resultados preliminares a través de una pan-

talla gigante espectacular; b) la Sala de Prensa Electrónica, si-
tio en donde la prensa e invitados especiales pudieron visualizar

la información en equipos de cómputo individuales de consulta;

c) Sala de partidos políticos, área donde se contó con equipos
de cómputo exclusivos para cada uno de los representantes de

los partidos políticos y donde se podía ver la información a nivel

casilla; d) Dirección de Internet, mecanismo tecnológico para
consultar los resultados preliminares en el ámbito local, estatal,

nacional e internacional.

El comentario sobre las elecciones para diputados locales
y ayuntamientos, celebradas en Veracruz el 3 de septiembre de

2000, debe comenzar por señalar que el PREP fue lo destacado

de la jornada electoral. Este Programa es el asunto sobresalien-
te, pero no es el principal. Sin embargo, siendo algo accesorio,

hizo un ruido tal que ocultó lo principal. Los medios masivos de

comunicación social se encargaron de amplificar el escándalo.
¿En qué consistió el alboroto? Un objetivo del PREP fue di-

fundir los resultados preliminares el mismo día jornada electo-

ral. Esta meta no se alcanzó. Los resultados no se dieron a
conocer el día 3 de septiembre sino en la mañana del día 4 del

mismo mes. De aquí que se pueda afirmar, como se afirmó en

los medios escritos y electrónicos, que el Programa fue un total
fracaso. Consecuentemente, la suspicacia, esa idea sugerida
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por la sospecha y desconfianza y que fue acompañante incó-

moda de todos los actos de preparación y desarrollo del proce-
so electoral, abandonó la jornada electoral para evadirse con

un actor secundario: el PREP.

Una vez acallado el ruido, subió al escenario la serenidad y
mostró que el retraso en que incurrió el PREP tenía como causa

la demora en la entrega de los paquetes electorales por parte

del Presidente de Casilla al Presidente de la Comisión Distrital
Electoral (o, en su caso, al personal de la CEE en los centros de

acopio); o del Secretario de Casilla, en auxilio al Presidente de

la misma, al Presidente de la Comisión Municipal Electoral.
Esta explicación casi exime de responsabilidad a la em-

presa contratada por la CEE para realizar el PREP, si no fuera

porque también el sistema implementado tuvo algunas dificul-
tades para liberar los resultados preliminares y difundirlos en

la Sala de Exposición, en la Sala de Prensa, en la Sala de los

Partidos Políticos y en Internet.
El hecho de dar a conocer la causa de que no se lograron

difundir oportunamente los resultados preliminares hizo que la

suspicacia volviera sobre sus pasos y atrapara a la capacita-
ción de los funcionarios de las mesas directivas de casilla. To-

dos saben, o debieran saberlo, que la capacitación es un asun-

to capital dentro del proceso electoral.
A partir del tema de la capacitación, ¿cómo puede el pen-

samiento llegar hasta el principio de certeza? Las máquinas elec-

trónicas del PREP arrancan a partir de un reporte, que en reali-
dad es una certificación.12 Esa certificación se funda en el acta

de escrutinio y cómputo de casilla.13  Por mandato de la ley, un

12 La palabra «certificación» pertenece al vocabulario jurídico y quiere decir “acción y efecto de
certificar”. Aun cuando dicha voz también se emplea para significar al “Instrumento en que se
asegura la verdad de un hecho”. A su vez, la palabra «certificar» quiere decir “Asegurar, afirmar,
dar por cierta alguna cosa”. Cfr. Real Academia Española: Diccionario..., op. cit., p. 296.

13 Los actos esenciales de la jornada electoral son: la instalación de la casilla, el desarrollo
de la votación, el escrutinio y cómputo de la votación en la casilla, la fijación de resultados
de la votación en el exterior de la casilla y la clausura de casilla.
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sobre especial, que vulgarmente se denomina “sobre–PREP”, se

anexa al paquete electoral:

Se guardará en un sobre por separado un ejemplar legible del acta de es-

crutinio y cómputo levantada en la casilla, que irá adherido al paquete de la

casilla, dirigido al Presidente de la Comisión Electoral correspondiente.14

El Presidente de la Comisión Electoral correspondiente, o
un auxiliar de su confianza, dicta al capturista el contenido del
acta. Una vez capturada la información se imprime y el docu-
mento emitido es firmado y debidamente sellado por el Secreta-
rio de la Comisión, por el propio Presidente y por los represen-
tantes de los partidos políticos que deseen hacerlo, este reporte
se envía por fax al Centro de Cómputo Estatal.

La certificación es la verdad legal.15  El hecho de haber al-
canzado el objetivo de difundir los resultados preliminares de
modo confiable fue una ganancia que impide sostener el aserto
de que el PREP se vino abajo. Aun cuando es cierto que el PREP

no cumplió uno de sus objetivos esenciales.

14 CEDCOPEV, artículo 221, párrafo segundo.
15 Cfr. “Certificaciones”, en Diccionario Jurídico Espasa, Madrid, Editorial Espasa–Calpe,

1999, p. 156.
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INSTITUTO ELECTORAL VERACRUZANO

Y SUFRAGIO UNIVERSAL EFECTIVO*

I

La Nueva Constitución Política del Estado Libre y Soberano de

Veracruz–LLave ordena que al terminar el proceso electoral lo-

cal del año 2000 se establezca el Instituto Electoral Veracruzano
(IEV). La comunicación constitucional es una buena noticia por-

que compromete un cambio para bien en materia electoral y,

consecuentemente, alimenta la esperanza de una vida digna
para los pueblos de Veracruz.1 Pero las cosas podrían no resul-

tar como se espera; esta posibilidad aviva el temor y, por ende,

la angustia. Vivir en la angustia equivale a estar en un callejón
sin salida, y ni nuestros pueblos ni sus ciudadanos deben vivir

más en la aflicción.

Si se observa con detenimiento, entonces se notará que el
IEV ya está presente en el ordenamiento jurídico del Estado de

Veracruz y, a partir de esa observación, se sostiene que su pre-

sencia es para garantizar la vieja aspiración de los pueblos
mexicanos: el sufragio universal efectivo. El IEV es un dato jurí-

dico, está allí, en el ordenamiento jurídico; pero no es algo aca-

bado sino que se encuentra en proceso de gestación. Por lo
tanto, estimular una actitud activa puede conseguir que en cier-

to modo el futuro deje de ser incierto. Esto es, el IEV desde aho-

ra es –debe ser–, objeto de la mirada vigilante de los pueblos
de Veracruz.

* Artículo publicado en Urna. Órgano de difusión de la Comisión Estatal Electoral, no. 6,
CEE, Xalapa, junio de 2000, pp. 64–67

1 Cfr.:  Aguilar, L.A.: El Derecho al desarrollo: su exigencia dentro de la visión de un nuevo
orden mundial, México, ITESO–Universidad Iberoamericana, 1999.
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El factor principal para favorecer el asunto del IEV es el

hecho de estar viviendo una singular experiencia en el ambien-
te electoral. En efecto, quien esto escribe, lo hace cuando ocu-

pa el cargo de Comisionado Electoral en el Consejo General de

la Comisión Estatal Electoral (CEE) de Veracruz y tal exposición
se lleva a cabo en el mes de mayo del año 2000. La descripción

de dicha experiencia se puede hacer en los siguientes térmi-

nos: estas líneas se escriben en un lugar y en un momento de
calma, pero con fuertes vientos que giran en torno, originados

por las fuerzas políticas del país.

El fenómeno político cuando adquiere las características
de una tormenta también deja damnificados y éstos saben bien

de esperanzas y de angustias. Los hombres y las mujeres de

todos los tiempos han tratado de encarar los fenómenos de la
naturaleza y con la técnica, las normas, la educación y la organi-

zación han intentado sujetar a la bestia que se desata en el hom-

bre tanto en los tiempos de la política como en los de guerra.2

En la historia, las crisis, las derrotas y los fracasos alimen-

tan el escepticismo, pero los cambios que se han dado para

bien incitan a explorar los caminos del Derecho o a vencer la
tentación de abandonar estas vías, cuando ya se transita por

ellas. Parece obvio que los procesos electorales no se deben

dejar al libre juego de las fuerzas políticas y que el Derecho
debe indicar la dirección que han de seguir. Pero no lo es para

quienes siguen pensando que el Derecho, por su propia índole,

es un obstáculo a la tan anhelada transición democrática.3 Lo
que ocurre es que suelen figurarse que el Derecho se agota en

la ley, lo cual dista mucho de ser verdadero.

En términos generales, se puede decir que nuestros pue-

2 Se está recordando la expresión de A. Basave Fernández del Valle: “Hay en el mundo un
ser, mitad bruto, mitad ángel, que, con perdón de la palabra, es un verdadero monstruo
metafísico”. Filosofía del Hombre (Fundamentos de antroposofía metafísica), México, Edit.
Espasa–Calpe Mexicana, 1963, p. 75.

3 Cfr.: Novoa Monreal, E.: El Derecho como obstáculo al cambio social, México, Siglo XXI, 1976.
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blos demandan hoy un campo, para las elecciones y los proce-

dimientos de captación del voto que tenga un amplio margen de
independencia respecto del gobierno y del control de los parti-

dos políticos. Asimismo, en esta búsqueda persigue que el pro-

ceso electoral en sí mismo se libere de toda intimidación, sobor-
no o cohecho.

II

El tema del IEV es compuesto. Él mismo es parte de una asigna-
tura relativamente nueva en el área jurídica: el Derecho Políti-

co, materia que ensambla el Derecho y la Política. Sin embar-

go, quien por años ha estudiado las ciencias penales no puede
menos que llevar agua a su molino y observar que el ensayo

recibe la influencia de la Victimología. Esta área del conocimiento

enseña que resultan más víctimas de los torbellinos de factura
humana que de un fenómeno de la naturaleza o de la mala for-

tuna. Por lo tanto, se está analizando la posibilidad de un estu-

dio coordinado de Derecho, Política y Victimología.
La lectura de la Constitución Política para el Estado de

Veracruz exige reflexionar sobre muchos y diversos temas, pero

quizás uno de los más atractivos es el de los organismos autó-
nomos del Estado, los cuales, conforme a la Constitución y a

la ley, contarán con personalidad jurídica y patrimonio propios,

tendrán autonomía técnica y presupuestal; asimismo, sólo po-
drán ser fiscalizados por el Congreso del Estado.

Estos organismos son tres, a saber: el Instituto Electoral

Veracruzano, la Comisión Estatal de Derechos Humanos y el
Órgano de Fiscalización Superior. Este ensayo inicia una medi-

tación acerca del IEV, el cual, dentro del conjunto de actividades

estatales, desenvolverá la organización, desarrollo y vigilancia
de las elecciones, plebiscitos y referendos.
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El tema se circunscribe a un periodo que va del 3 de febre-

ro al 30 de noviembre del año 2000. Se trata de una etapa de
gestación, es decir, el IEV fue concebido antes de la primera fe-

cha y nacerá después de la segunda. Por la fuerza de su natu-

raleza, el asunto se restringe al territorio veracruzano, pero sin
perder de vista que Veracruz es una entidad de la Federación

mexicana.

El estudio centrará su atención sobre un órgano electoral
previsto en la Constitución Política vigente en la citada entidad

federativa.

La “Exposición de Motivos” de la Iniciativa de Reformas a
la Constitución Política del Estado, cuando se refiere a los orga-

nismos autónomos del Estado, informa que:

El Capítulo V del presente Título Segundo constituye una verdadera inno-

vación en nuestro orden constitucional, atendiendo a la experiencia de

países como los Estados Unidos, Francia y España, puesto que por pri-

mera vez ordena, de manera sistemática y armónica, a los dos organis-

mos autónomos de Estado más recientes: la Comisión Estatal de Dere-

chos Humanos, y el ahora denominado Instituto Electoral Veracruzano,

anteriormente Comisión Estatal Electoral.

¿Innovación o simple cambio de nombre? El texto dice
que la innovación radica en la ordenación sistemática y armóni-

ca de los organismos autónomos del Estado. La voz «ordenar»

quiere decir dar órdenes, pero también poner orden. De aquí
que se pueda sostener que la innovación alcanza también al

organismo que se trata. O, si se quiere, el simple cambio de

nombre enreda una novedad en el órgano electoral, pues las
comisiones estatales electorales aparecieron en el escenario

político absolutamente vinculadas al gobierno y sujetas al con-

trol de, por lo menos, un partido político.
Aunque ya se había expuesto, se puede leer en el párrafo
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anterior cuál es la intención de proyección que quiere dársele a

nuestro tema. El asunto del IEV se proyecta en función del sufra-
gio universal efectivo. Entendiendo por tal el principio organizativo

propio de los estados democráticos, en virtud del cual la totali-

dad de los ciudadanos mayores de edad deben integrar el cuer-
po electoral, de modo que el ejercicio del poder estatal se base

efectivamente en el consenso de todos los pueblos.

La Constitución reformada determinó que el órgano supe-
rior de dirección del Instituto será el Consejo General, que fun-

cionará de manera permanente. Y que el Instituto contará con

el personal ejecutivo y técnico necesario para el cumplimiento
de sus funciones.

El artículo 67, fracción I, de dicha Constitución sienta las

bases sobre las cuales el organismo desplegará la actividad
estatal que le corresponde. La piedra angular de tales cimien-

tos es el tema de los principios que regirán al IEV, es decir:

legalidad, imparcialidad, objetividad, certeza, independencia,
profesionalismo, equidad y definitividad. La integración y fun-

cionamiento del organismo es remitido al Código Electoral.

La segunda roca sobre la que se edificará el Instituto es el
asunto de sus atribuciones, mismas que componen una larga

lista de actividades relativas a:

• Capacitación y educación cívica;

• Geografía electoral;

• Derechos y prerrogativas de los partidos y demás orga-
nizaciones políticas;

• Padrón y la lista de electores;

• Impresión de materiales electorales;
• Preparación de la jornada electoral;

• Cómputos en los términos que señale la ley;

• Declaración de validez y el otorgamiento de constancias
en las elecciones de diputados y ayuntamientos;
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• Regulación de la observación electoral y de las encues-

tas o sondeos de opinión con fines electorales; y,
• Las demás que señale la ley secundaria.

El tercer fundamento para la construcción de este orga-
nismo consiste en señalar que el órgano superior de dirección

del Instituto será el Consejo General, que funcionará de manera

permanente.
Por último, la plataforma básica se compone de una losa

que deberá ser la más sólida, pues alude a las personas. El Con-

sejo General, para hacer cumplir sus determinaciones, designa-
rá un Secretario Ejecutivo, en los términos que señale la ley.

III

El autor del presente artículo ha dicho que la noticia del naci-
miento del IEV compromete un cambio para bien. Pero, ¿cuál es

el bien en el que se está pensando? Conviene responder sin

rodeos: el nacimiento del IEV es una medida que se implementa
para combatir el fraude electoral. Este aserto por ningún motivo

debe interpretarse en el sentido de que la reforma constitucio-

nal reconozca la existencia actual del fraude electoral, sino que
reconoce la necesidad de un órgano electoral mejor preparado

para combatir cualquier tentativa de fraude.

En principio, el IEV es un órgano electoral autónomo y pro-
fesional, cuyo destino esencial consiste en dar confianza, lega-

lidad y transparencia a los procesos electorales. Se trata de una

medida que se toma a imagen y semejanza del IFE.
La pretensión de que esta medida por sí sola es suficiente

para combatir el fraude sería una gran mentira. Se requieren

muchas otras cosas, a guisa de ejemplo, se pueden mencionar
las siguientes: un servicio profesional electoral; medios masivos
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de comunicación social, electrónicos e impresos, libres e inde-

pendientes, que vigilen y denuncien los intentos de fraude; la or-
ganización popular que evite la concentración de poderes capa-

ces de imponerse por encima de la voluntad de la mayoría; la

vigilancia electoral de organizaciones civiles democráticas nacio-
nales e internacionales; y, desde luego, una mejor calidad de vida

que alivie la desigualdad que hace posible la manipulación, la

intimidación, el clientelismo, el soborno de dirigentes y la compra
de votos.

«Fraude Electoral» es una expresión que como un sombre-

ro cubre un conjunto de prácticas antidemocráticas. Algunas de
ellas son conductas tipificadas en la ley penal como delitos. Esta

observación exige replantear la pregunta: ¿cuál es el bien en el

que se está pensando? A los juristas les parecerá lógico que se
piense en un bien jurídico, y efectivamente es lógico que así

sea. Solamente que una respuesta formal no basta, resulta ne-

cesario entrar en el fondo de la materia.
Entre las disciplinas jurídicas, el Derecho Penal, por su

propia condición, jamás puede dejar de invocar los bienes jurí-

dicos. En esta materia, y en el ámbito federal, se ha sostenido
que el bien jurídico protegido por los delitos electorales, en sen-

tido amplio y general, es la adecuada función electoral, como

medio de expresión de la voluntad popular. Dicho bien jurídico
se puede explicar afirmando que el fin inmediato y general, pro-

tegido por la penalización de los delitos electorales, lo constitu-

ye un adecuado proceso electoral, a través del cual se exprese
la libertad del pueblo a asignar sus representantes.4

El bien jurídico en el que se está pensando, es ¿el dere-

cho de los pueblos a darse sus representantes? Sí, pero tam-

4 Cfr.: Suprema Corte de Justicia de la Nación–IUS9: “Delitos electorales. Desde el punto
de vista del resultado que producen y del daño que causan”, Tribunales Colegiados de
Circuito, Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Tesis aislada, Novena Época,
t. I, mayo de 1995, Tesis VIII. 2º.1P, p. 356.
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bién se distinguen como bienes jurídicos las prerrogativas de

los ciudadanos mexicanos.5 La ejecución de los delitos electo-
rales permite distinguir de modo general a los sujetos activos:

autores (autor directo, autor mediato y coautores) y partícipes

(instigador y complice). Pero mucho más importante es descu-
brir a las víctimas, lo cual en Derecho Penal se consigue ob-

servando la figura de los sujetos pasivos, mismos que son los

titulares de los bienes jurídicos penalmente tutelados, es de-
cir, los pueblos mexicanos y sus ciudadanos.

5 Cfr. Suprema Corte de Justicia de la Nación–IUS9: “Delito electoral. No requiere para su
configuración que exista violencia”, Tribunales Colegiados de Circuito, Semanario Judicial
de la Federación y su Gaceta, Tesis aislada, t. IV, Noviembre de 1996, Tesis VI: 2º. 142,
p. 424.
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DIVERSA: EL SENTIMIENTO DE QUE EXISTEN

OTROS SERES HUMANOS*

En cumplimiento de la atribución de educación cívica, que la

Constitución Política del Estado y el Código Electoral otorgan al
Instituto Electoral Veracruzano (IEV), surge a la vida pública la

revista Diversa, que es y será el medio de difusión por antono-

masia de este organismo electoral.
Diversa, el nombre de la revista que hoy sale a la luz, de-

nota el sentimiento de que existen otros seres humanos. El aserto

reclama una aclaración, pues, ¿qué quiere decir «sentir»? No
se ensayará una respuesta, simplemente se advertirá que el sentir

no mata el conocimiento propiamente humano. Tratándose del

conocer y del comprender con profundidad, sentir es sólo una
primera etapa. Los seres humanos sienten, pero sus sentimien-

tos siempre están iluminados por la luz de la inteligencia.

La elucidación se orienta más bien hacia el origen del
nombre de la revista. El escenario de la búsqueda es el am-

biente político, porque la revista Diversa en su nombre lleva el

mensaje del Instituto Electoral Veracruzano, que es una señal
de democracia y, por lo tanto, de esperanza para la realización

humana.

Sí, porque pese a todos sus detractores, la democracia –un poco utopía,

un poco dirigismo, pero siempre una esperanza de realización humana,

lejos de las cadenas para el pensamiento– sigue siendo la más elevada

voluntad de convivencia.1

* Artículo publicado en Diversa. Revista de Cultura Democrática, no. 1, IEV, Xalapa, mayo
de 2001, pp. 3–5.

1 Horta, Raúl: Diálogo del hombre, Análisis histórico y crítico de la comunicación humana,
México, Comisión Nacional de Derechos Humanos, 1996, p. 36.
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Los valores de la democracia actual y de su principio cons-

titutivo, que es la soberanía popular, son tres: la libertad, la igual-
dad y la fraternidad. Se trata de valores reconocidos por una

tradición histórica de muchos cientos de años, pero respecto de

los cuales los hombres y las mujeres del mundo adquirieron
una conciencia aguda apenas en la era moderna.

En los tiempos que corren, tales valores encuentran una

de sus mejores expresiones todavía en la Declaración Universal
de los Derechos del Hombre, dada por la Organización de las

Naciones Unidas en París, Francia, en 1948, cuyo artículo prime-

ro es un resumen fundamental que establece:

Todos los seres humanos nacen libres e iguales en dignidad y derechos

y, dotados como están de razón y conciencia, deben comportarse frater-

nalmente los unos con los otros.

Sobre la base de los trabajos preparatorios de la Declara-
ción, a este precepto se le ha otorgado el significado de que

cada individuo –hombre o mujer– posee desde su nacimiento la

libertad, sean cuales fueren los acontecimientos posteriores. Es
también igual a los demás individuos, desde su nacimiento, en

dignidad y derechos. Finalmente, los seres humanos se distin-

guen de los animales por su razón, como también por su con-
ciencia, que es ante todo, el sentimiento de que existen otros

seres humanos. En consecuencia, todo individuo tiene el deber

fundamental de actuar hacia sus semejantes como hacia miem-
bros de una misma familia.2

Una crítica contemporánea a la Declaración Universal con-

siste en afirmar que solamente establece el catálogo de los “de-
rechos” y omite enlistar los “deberes” de los seres humanos. Sin

embargo, su artículo primero es básico precisamente porque trata

2 Cfr. Verdoot, Albert: Declaración Universal de los Derechos del Hombre, nacimiento y
significación, Bilbao, Biblioteca Mensajero, 1969, pp. 82–83.



32

SALVADOR MARTÍNEZ Y MARTÍNEZ

de establecer una armonía entre los derechos y los deberes.

Una segunda crítica surge de cara a los males que azotan
al mundo actual. Se sostiene que la Declaración Universal es

utópica. Se ha llegado a pensar que es hipócrita enarbolar la

bandera de la Declaración cuando se observa la “realidad” de
las relaciones humanas. No obstante, pertenece a la índole de

los valores ser realizados en cierto grado, pero jamás agotados.

Otra crítica de estos tiempos es la pretendida “universali-
dad” de la Declaración que, se dice, si acaso es válida para

quienes viven en la parte occidental del mundo.3  Pero el pre-

cepto citado guarda en su significado una idea que podría ser
aceptada también por aquellos que viven en el mundo oriental:

«conciencia» “es el sentimiento de que existen otros seres hu-

manos”. De aquí se sigue la consecuencia de que “deben com-
portarse fraternalmente los unos con los otros”.

Lo anterior permite arribar a la conclusión de que la uni-

dad de la familia humana está hecha de la diversidad, lo cual en
el panorama nacional se ha expresado del siguiente modo:

Afirmar el valor de la fraternidad, es decir, afirmar que todos los seres hu-

manos deben tratarse como hermanos significa, en primer lugar, enfatizar

los valores antes mencionados de la libertad y la igualdad de los ciudada-

nos. Pero significa algo más […] A saber, que a pesar de sus diferencias y

conflictos de intereses o de opinión, los miembros de una sociedad no

deben verse como enemigos, es decir, como divididos en bandos contra-

puestos e irreconciliables, sino, en todo caso, como copartícipes parcial-

mente conflictivos en la formación de la voluntad política nacional.4

Si la fraternidad acentúa la igual libertad para todos y tiene
además como valor agregado la coparticipación en la forma-

3 Hoffe, Otfried: “Los principios universales del derecho y la relatividad cultural”, en Diálogo
Científico, vol. 2, núm. 2, Tubingen, Alemania, 1993, pp. 11–28.

4 Salazar, Luis  y José Woldenberg: Principios y valores de la Democracia, México, Instituto
Federal Electoral, 1997, p. 32.
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ción de la voluntad política nacional, meditar en ella es atender

el principio democrático de la soberanía popular.5  Lo que está
en juego, al pensar en los valores enunciados, es el derecho a

una vida humana digna, a la cual sólo es posible acceder por la

vía de la democracia.6  Situados en este camino se deben sal-
var los obstáculos que oponen la dictadura, y más generalmen-

te, los gobiernos autoritarios.

En México, los organismos electorales tienen valores pro-
pios como la actuación colegiada en las decisiones de sus ór-

ganos, la intervención ciudadana en la ejecución de sus actos y

el servicio profesional electoral. Sin embargo, su condición pri-
mordial es instrumental: ellos están al servicio de valores obje-

tivos democráticos. O, en resumidas cuentas, su objeto es fo-

mentar el deber de fraternidad entre los seres humanos.
La democracia es la única atmósfera posible de la liber-

tad, la igualdad y la fraternidad. Por su parte Diversa, es una

oportunidad de la comunicación humana. Por lo tanto, la bús-
queda no se agota en el origen del nombre de una revista sino

en las vías de acceso para arribar a una cultura democrática.

De hecho, parece que existe coincidencia en la afirmación
de que México se encuentra en una fase de «transición demo-

crática». Las diferencias se notan respecto de la velocidad de la

misma, que para algunos es lenta y no tiene porqué ser así,
para otros es rápida y no faltan quienes piensan que el 2 de julio

de 2000 se realizó dicha transición, por lo menos en el ambien-

te federal.
Tampoco faltan quienes echan las campanas al vuelo por-

que se trata de una transición incruenta ni quienes sostienen

exactamente lo contrario. Pero, sea de ello lo que fuere, el IEV

con su revista promueve el conocimiento de la materia electo-

5 Cfr. Francesc de Carreras: El Estado de Derecho como sistema, Madrid, Centro de estudios
constitucionales, 1996.

6 Aguilar, Luis Armando: El derecho al desarrollo, su exigencia dentro de la visión de un
nuevo orden mundial, México, ITESO / Universidad Iberoamericana, 1999, pp. 305 y ss.
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ral, la educación cívica y la difusión de la cultura democrática.

En suma, fomenta la tolerancia y la aceptación de aquellos que
piensan de un modo y también de aquellos otros que piensan

de manera diversa.
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EL PLEBISCITO 2001 EN VERACRUZ*

El Plebiscito 2001 dejó su impronta en el Instituto Electoral

Veracruzano (IEV). Sin duda, los polvos del tiempo cubrirán su

huella. Lo más significativo es que al concluir el proceso plebis-
citario, el IEV comenzó a trabajar en sus Políticas y Programas

para el año 2002, intentando remodelar el futuro y modificar el

pasado, pero mirando el  tiempo presente.
En este ensayo no se escribirán los recuerdos de la con-

sulta ciudadana. La pretensión consiste en observar los rastros

que dejó el plebiscito. El IEV tuvo a su cargo la organización,
desarrollo y vigilancia del evento. También la ley le impuso la

responsabilidad de divulgar la razón y el sentido del plebiscito.

El IEV nace con la instalación de su Consejo General el 3
de enero del año 2001, si se puede decir así.

El 9 de marzo del mismo año, el Consejo General aprueba

la estructura de organización de la Secretaría Ejecutiva y de
sus Direcciones Ejecutivas. El IEV, organismo autónomo de Es-

tado, inicia su vida pública fuera de temporada de elecciones.

La opinión pública se pregunta ¿qué hace en esos tiempos un
organismo electoral?

La cuestión es fruto de la suspicacia, esa idea sugerida

por la sospecha y la desconfianza que aún acompaña los asun-
tos electorales. La interrogante cala hondo entre los propios

miembros del Instituto.

Algunos entre ellos olvidaron que el organismo no surgió
de la nada sino que, siguiendo la comparación, fue procreado

por la Comisión Estatal Electoral. Ésta se extinguió al nacer el

* El presente ensayo pertenece a Memoria Plebiscito 2001, editado por el IEV, y que se
encuentra en imprenta.
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IEV, pero le dejó una carga genética y una herencia: por ejem-

plo, allí está su Programa Operativo Anual (POA) y un importan-
te respaldo presupuestal para realizarlo.

Cuando se levanta la mirada hacia el plebiscito, se le ob-

serva estático en la Ley Número 76 para Veracruz, precisamen-
te relativa al referendo, al plebiscito y a la iniciativa popular. Es

decir, se le advierte como una situación jurídica general y abs-

tracta. El plebiscito, como el referendo, es una posibilidad en
Veracruz. Una eventualidad en un año no electoral, quizás re-

mota, pero al fin y al cabo viable. De aquí que se comenzara a

trabajar en ello, principalmente, las Direcciones Ejecutivas de
Organización y Capacitación. Aunque su labor se lleva a cabo

sin antecedente o referencia alguna.

La Ley Número 76 se compone de 15 artículos y uno más
de carácter transitorio. Está integrada por tres capítulos. El pri-

mero establece disposiciones generales; el segundo trata del

referendo y el plebiscito; y el tercero sobre la iniciativa popular.
Del último no se habla en este trabajo.

Esta ley, en su primer capítulo, al establecer las disposi-

ciones generales, deja en claro que se trata de una ley regla-
mentaria de normas constitucionales de la entidad federativa

de Veracruz y relativas a las formas de participación ciudadana:

referendo, plebiscito e iniciativa popular.
Dicha ley al disponer que los ciudadanos del Estado tie-

nen el derecho y la obligación de votar en los procedimientos de

referendo y de plebiscito, permite entrever la diferencia entre
una figura jurídico política y otra.

En el referendo, el ciudadano tiene la facultad para parti-

cipar en la aprobación, reforma y abolición de las leyes y de-
cretos del Congreso del Estado; y, en el plebiscito, la posibili-

dad de participar en la consulta de decisiones o medidas ad-

ministrativas relacionadas con el progreso, bienestar e interés
social en el Estado. Pero no es sólo el derecho sino también el
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deber ciudadano de participar en tales eventos.

La lectura de la ley, en primera impresión, conduce a la
idea de que las formas de participación ciudadana sólo pueden

darse en el ambiente estatal. Luego, resulta que tales formas

también pueden ejercitarse en el ámbito municipal. Esto es,
pueden iniciar el procedimiento de referendo o plebiscito los

miembros del Congreso, el Gobernador y los ayuntamientos.

Estos últimos únicamente en lo relativo a sus respectivas loca-
lidades y sobre los ramos que administren.

Por separado, la ley reconoce a los ciudadanos el derecho

de iniciar leyes y decretos ante el Congreso del Estado. Derecho
que los ciudadanos pueden ejercer mediante la iniciativa popular.

La ley ordena que el Instituto Electoral Veracruzano (IEV)

tendrá a su cargo la organización, desarrollo y vigilancia de los
procedimientos de referendo y plebiscito que se realizarán en

términos de las convocatorias respectivas y en lo conducente

de conformidad con las disposiciones del Código Electoral para
el Estado de Veracruz.

En cuanto al procedimiento de referendo o plebiscito, las

disposiciones generales son tres, a saber:

a) Dicho procedimiento inicia con la publicación de la convo-

catoria correspondiente en la Gaceta Oficial del Estado;
b) El procedimiento deberá efectuarse dentro de los sesen-

ta días naturales siguientes a dicha publicación y el IEV

adecuará los plazos de las distintas etapas del proceso
electoral a este procedimiento. La única condición es que

la jornada electoral se celebrará en día domingo;

c) El procedimiento se tendrá por concluido con la declara-
ción de validez y publicación que el IEV haga de los resultados

del referendo o plebiscito de que se trate en la Gaceta Ofi-

cial del Estado. Además existe una prohibición: el referendo
y el plebiscito no podrán celebrarse en años electorales.
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También como una disposición de índole general, la ley

impone al IEV la obligación de llevar a cabo, en el ámbito territo-
rial estatal o municipal, según sea el caso, una campaña de

divulgación con el objeto de que los ciudadanos conozcan el

sentido y razón del referendo o plebiscito.
El resultado del referendo o plebiscito –dice la ley– se

determinará por mayoría de votos de los sufragantes.

El IEV, dentro de los tres días siguientes a aquél en que se
emita la declaratoria de validez de los resultados, deberá remi-

tirla al Ejecutivo del Estado para su publicación, dentro de las

dos semanas siguientes en la Gaceta Oficial del Estado y en
dos periódicos de mayor circulación en el Estado.

Lo mismo hará tratándose de un plebiscito o referendo

celebrado a convocatoria del Ayuntamiento, sólo que la publica-
ción se hará en la Gaceta Oficial del Estado, en dos periódicos

de mayor circulación en el Municipio de que se trate y en la

tabla de avisos del propio Ayuntamiento.
Quizá la disposición general más importante sea aquella

que establece que los resultados de los referendos o plebiscitos

a que convoque el Congreso o el Gobernador, serán obligato-
rios para las autoridades del Estado. Cuando dichos procedi-

mientos se realicen a convocatoria de un Ayuntamiento, los re-

sultados serán obligatorios para esta autoridad.
La Ley Número 76, en su capítulo segundo, al instituir pre-

ceptos específicos, comienza aplicándose al referendo y man-

da que éste será obligatorio para la reforma o derogación total
de las disposiciones contenidas en la Constitución del Estado.1

El referendo también será obligatorio para dos hipótesis

más, pero se trata de obligaciones sujetas a condición. El referen-
do será obligatorio para la aprobación, reforma y abolición de

1 Cfr. Vásquez Alfaro, José Luis: “Viabilidad del referéndum constitucional en el ordena-
miento federal mexicano”, en Democracia y representación en el umbral del siglo XXI,
Memoria del III Congreso Internacional de Derecho Electoral, V. I, pp. 353–368.
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las leyes o decretos del Congreso del Estado. La condición es-

triba en que éste así lo determine, por sí o a solicitud del Gober-
nador del Estado; en ambos casos, de conformidad con el pro-

ceso legislativo que establece la Constitución del Estado y la

normatividad interior del Poder Legislativo.
El referendo igualmente será obligatorio para la aprobación,

reforma y abolición de reglamentos, circulares y disposiciones

administrativas de observancia general de un Ayuntamiento. La
condición radica en que éste, en su respectiva jurisdicción, así lo

determine de conformidad con el procedimiento edilicio del Cabil-

do que establezca la Ley Orgánica del Municipio Libre.
La ley, cuya reseña se está haciendo, instaura cuatro cau-

sas de improcedencia del referendo, a saber:

• Éste no procederá cuando se trate de resoluciones que el

Congreso del Estado dicte como integrante del Constitu-

yente Permanente Federal o cuando ejerza funciones de
Colegio Electoral.

• No procederá cuando se trate de la adecuación de la Cons-

titución Política del Estado a las reformas o adiciones que
se realicen a la Constitución Política de los Estados Uni-

dos Mexicanos.

• El referendo tampoco procederá cuando se trate de reso-
luciones del Congreso del Estado relativas a la aproba-

ción, reforma y abolición de leyes o decretos, en los ca-

sos siguientes: a) El régimen financiero del Estado o los
ayuntamientos; y, b) La función pública o régimen interno

de los Poderes del Estado o de los ayuntamientos.

• Por último, el referendo será improcedente cuando se tra-
te de los bandos que organicen el gobierno y la policía de

un Ayuntamiento.

La ley es muy escueta cuando especifica el plebiscito. So-
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lamente dice que, en el orden estatal, el Gobernador podrá con-

vocar por sí la celebración de un plebiscito, o a petición del Con-
greso de conformidad con el proceso legislativo que establece

la Constitución del Estado y la normatividad interior del Poder

Legislativo, para consultar a los ciudadanos acerca de decisio-
nes o medidas administrativas que tengan  que ver con el pro-

greso, bienestar e interés social en el Estado.

En el orden municipal, el Ayuntamiento podrá convocar,
con base en el procedimiento edilicio del Cabildo que señale la

Ley Orgánica del Municipio Libre, a la celebración de un plebis-

cito para consultar a los ciudadanos acerca de decisiones o me-
didas administrativas relativas a funciones o prestación de ser-

vicios públicos.

La ley establece la forma de la solicitud del Congreso del
Estado para que el Gobernador convoque a un referendo o

plebiscito y los requisitos que deberán contener al menos las

respectivas convocatorias.
Termina este segundo capítulo preceptuando que la emi-

sión del voto se efectuará en las boletas que expida el IEV y

señalando los datos mínimos que contendrán tales boletas.
Después del Plebiscito 2001, esto es lo que resta para el

IEV: un antecedente y una referencia. También una lección: en la

vida pública no existen periodos que puedan llamarse “fuera de
temporada”. Hoy el IEV trabaja dentro de un periodo preelectoral,

sus esfuerzos están encaminados a la organización, desarrollo

y vigilancia del proceso electoral del 2004 y a cualquier even-
tualidad –plebiscito o referendo– que pueda convocarse antes

de ese año.

El plebiscito es un medio de avanzar hacia el ideal de
autogobierno y responde a la necesidad, propia de un Estado

democrático, de devolver al pueblo la capacidad de participar

activamente en la decisión de aspectos colectivos que afectan
su vida. El Plebiscito 2001 es hoy un antecedente, pues se trata
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de un hecho que pasó y que sirve para juzgar eventos posterio-

res de esta naturaleza.
El plebiscito, al igual que el referendo, está en el IEV, pero

no sólo como reminiscencia sino otra vez como posibilidad. Esto

es, el plebiscito 2001 no se puede contemplar como el resulta-
do feliz de una actuación del IEV ni tampoco como el resultado

adverso de la misma. Actitudes ambas que solamente podrían

dar lugar a la complacencia o a la lamentación. Es necesario
analizar el evento como experiencia o, mejor aún, como un cú-

mulo de experiencias.

De este modo se van poniendo claro las cosas, la puesta
en práctica de la Ley Número 76 para Veracruz dejó al IEV un

raudal de enseñanzas. Unas relativas a ciertos rasgos que se

hallan en IEV y que representan una desventaja para su futuro.
Sin embargo, en cuanto al Plebiscito 2001, es menester

proyectar legislación para que en otro evento futuro de esta

índole:

a) Una instancia califique las cuestiones planteadas, es

difícil proponer ahora la instancia adecuada;
b) Exista un comité a favor del “Sí” y un comité a favor del

“No”, respecto de las preguntas presentadas a la ciuda-

danía; y,
c) El periodo de organización del evento sea de noventa

días.
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INDIGENISMO Y AUTONOMÍA:
UNA REVISIÓN JURÍDICA*

I

¿Qué es el Derecho?1  El problema sale a la luz cuando se afir-

ma la existencia del cosmos. Usualmente la palabra «cosmos»

designa el universo, pero si se atiende a su etimología propia-
mente denota el orden2  y se opone al caos. No cabe duda que

la pregunta pertenece al cuestionario filosófico y también es

verdad que el abogado puede prescindir de indagar la solución
para hacer Jurisprudencia Técnica.3

Lo que sucede es que dicha solución está siempre pre-

sente como presupuesto del saber del abogado y también siem-
pre está condicionando su ciencia. De donde se sigue que es

condición necesaria revisar esa respuesta para pensar de ma-

nera objetiva. El núcleo de todo el asunto se manifiesta en una
alternativa: o existe un «orden» que el ser humano debe descu-

brir, determinar y renovar; o no existe tal orden, existe el caos y,

entonces, el ser humano debe poner el orden.
La alternativa lanza al abogado a una elección radical en-

tre una u otra de las proposiciones simples que componen el

enunciado. A partir de su opción fundamental asumirá una defi-
nición del Derecho y planteará el que, a su juicio, será el proble-

*   Artículo publicado en Diversa. Revista de Cultura Democrática, no. 4, IEV, Xalapa, diciembre
de 2001, pp. 48–57.

1 Nino C., Santiago: “La definición de derecho y de norma jurídica”, en Historia del Derecho
(Historiografía y Metodología), antología compilada por Ma. del Refugio González, México,
Universidad Autónoma Metropolitana, 1992, p. 205.

2 Corominas, J.: Breve Diccionario etimológico de la Lengua Castellana, Madrid, Gredos,
1980, p. 175.

3 Cfr. García Maynez, E.: Introducción al estudio del Derecho, México, Porrúa, 1965, pp.
124 y ss.
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ma jurídico esencial: o descubrir el orden o instaurarlo. El abo-

gado necesariamente trabaja encaramado en uno de los cuer-
nos del dilema.

Así que introducirse al estudio del Derecho sin mirar más

allá de un conjunto de normas jurídicas (reglas del comporta-
miento que imponen deberes y confieren derechos) indepen-

dientes de las normas morales y de los convencionalismos so-

ciales, significa andar por el mundo jurídico con anteojeras. Sin
embargo, es posible reproducir esa idea muchas veces y por

algunos años vivir tranquilo con esa noción del Derecho y con-

forme con la rutina de la profesión.
Cuando se brinda la oportunidad de quitarse las «anteojeras»

y contemplar al Derecho como «una manifestación del orden cós-

mico», ya no hay manera de instalarse en la complacencia y,
desde entonces, se ha de vivir la profesión buscando en los

hechos la huella de ese orden. Descubrir, determinar y reno-

var el Derecho se vuelve la esencia de una vida profesional.

II

El Derecho necesita ser pensado y presentado en función de

los problemas de nuestra época para no permanecer en la cate-
goría de letra muerta. La expresión «nuestra época» denota

nuestro presente histórico y nunca sabemos con exactitud cuán-

do comienza o cuándo termina, aunque de todas maneras en-
tendemos que no se ciñe a un instante sino que se explaya

hacia el pasado y también hacia el futuro una imprecisa pero

efectiva cantidad de años, configurando el área de nuestra mo-
rada existencial.

Atisbar en el Sistema Jurídico Mexicano obliga a trazar

formalmente unas coordenadas espacio–temporales para deli-
mitar el tema de estudio: el territorio mexicano, 1917–2001. Por
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esto resulta fácil suponer que, al señalar “nuestra época”, se

hace referencia a ese lugar y a ese periodo. Pero no es así, ya
que en esa etapa histórica se pueden distinguir más de dos

generaciones y nuestra generación ha vivido varias épocas. Por

esto conviene pensar en «nuestra época» como la fase que co-
mienza.4

No es casualidad que cuando los juristas quieren comen-

tar los tópicos actuales del Derecho, anuncien sus eventos como
«tendencias» o «perspectivas», pues de suyo el Derecho divisa

el futuro.5 De aquí que se deba comenzar por enseñar un proble-

ma de esta época nuestra: el problema indígena. La cuestión es
«ellos» y «nosotros», los indios y los no–indios. Según Leopoldo

Zea, en un texto de 1996, el problema se origina cuando

En vísperas de un nuevo siglo y nuevo milenio, se sigue hablando de

grupos de mexicanos, de hombres, como se habla desde hace

quinientos años de indígenas o indios, como de una especie natural

que puede extinguirse y debe ser protegida. Como se habla de delfines

y otras especies que hay que impedir que desaparezcan.6

Una primera duda emerge ante la exposición del origen

del problema: ¿el problema es de «ellos» o de «nosotros»? Es

decir, el problema pertenece a esos grupos de mexicanos, cuya
supervivencia está en peligro; o pertenece a quienes hablan de

grupos de mexicanos que están en peligro de extinción, a ima-

gen y semejanza de algunas especies de animales. La respuesta
es relativa a la posición que se adopte.

4 Se antoja señalar como principio de esta época nueva, el arranque del siglo y del milenio
nuevos, pero, de acuerdo al problema que se trata, sin duda una fecha sugestiva es el 1
de enero de 1994, fecha en que aparece en la escena histórico–nacional el EZLN y su
levantamiento en Chiapas.

5 Cfr. Blanco Fornieles, Víctor et al.: Perspectivas actuales del Derecho, ensayos jurídicos
en tiempos de cambios, México, ITAM, 1991.

6 Zea, Leopoldo: “El problema indígena”, en Cultura y Derecho de los pueblos indígenas de
México, México, Archivo General de la Nación / Fondo de Cultura Económica, 1996, p. 339.
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Si nos situamos dentro la estructura social mexicana y se

observa la configuración social de arriba hacia abajo, se puede
observar un esquema de nueve estamentos sociales: señores,

clérigos, comerciantes, industriales, banqueros, obreros, para-

caidistas, campesinos e indígenas.7 Desde esta ubicación, noso-
tros somos los «no–indios» y ellos, los indígenas, los más pobres

entre los pobres, son quienes significan un problema para noso-

tros y parece muy difícil descubrir cuál es el problema de ellos.
Pero, ¿qué sucede si nos situamos dentro del la estructura glo-

bal, mundial o universal?

De cara a la globalización, Leopoldo Zea se pregunta: ¿qué
se quiere decir cuando se habla del indígena? El autor encuen-

tra la respuesta a partir del significado usual de las palabras

«indígena» e «indigenismo», en especial la segunda, ya que
denota el estudio de los pueblos indios que hoy forman parte de

las naciones en las que predomina la civilización europea. Y

dicho pensador nos aclara que se trata de los pueblos que a
partir de 1492 fueron sometidos a los intereses de la civilización

europea, al coloniaje. Pueblos cuyo estudio permitirá mantener

dicho coloniaje.
En este sentido surgieron en el Mundo Occidental estu-

diosos que se han denominado america–nistas, orientalistas y

africanistas. Dicho lo cual, este filósofo vuelve a plantear la idea
principal de su exposición en los siguientes términos:

Los hombres de los pueblos no occidentales, los indígenas sometidos a

dominación deberán ser estudiados como se estudian otras especies del

mundo natural. Como lo hace la zoología y la antropología. Como se

estudian el suelo, la flora y la fauna de la región conquistada y sometida

a coloniaje. ¿Exageramos?8

7 Cfr. Zilli Mánica, Benigno: Comentarios, acotaciones marginales, Xalapa, Gobierno del
Estado de Veracruz–Llave, 1996, pp. 91–92.

8 Zea: op. cit., p. 342.
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Sin decidir la cuestión acerca de la exageración, lo sor-

prendente del giro que Leopoldo Zea le da al problema radica
en la forma de definir los términos, ya que, si más arriba se

planteaba la cuestión diciendo qué eran ellos (los indios) y no-

sotros (los no–indios), después de leer su discurso se debe de-
cir que el tema es «nosotros (los indios, los colonizados, los

estudiados)» y «ellos» (los no–indios, los colonizadores, los

indigenistas–americanistas).
Como en un acto prestidigitación nos ha hecho caer en la

ilusión de que hemos cambiado de lugar. Pero es pura ilusión,

pues lo que ha hecho es auxiliarnos para tomar conciencia de
cuál es nuestro sitio: ¡nosotros somos los marginados! ¡Nuestra

propia supervivencia es la que está en peligro!

El descubrimiento de esta posición, la posición del indíge-
na, tiene la enorme ventaja de una perspectiva nueva y de un

encuadre nuevo del problema, que, ahora sí, es nuestro proble-

ma. A los ojos de Leopoldo Zea está preparado el terreno para
tratar el tema del Derecho a la Diversidad y la proclama de la

unidad nacional (de la integración), que él se trae entre manos y

que no está lejos del asunto que ocupa el presente trabajo.
El hecho es que existe un problema que reclama una solu-

ción jurídica. Ante un problema, el Derecho puede ofrecer la

solución verdadera o, tal vez, la más adecuada; es decir, la más
cercana a la solución verdadera dentro de un abanico de posi-

bles soluciones. Pero resulta que el hecho, objeto de nuestro

interés, no es una dificultad cualquiera sino que es “el” proble-
ma del Derecho. El argumento requiere la siguiente cita:

Se trata del ancestral empeño de una parte de la humanidad para impedir

que otra le exija compartir lo que juntas están logrando, unos con su iniciativa,

otros con su trabajo. El empeño por hacer de unos hombres instrumento

de otros para impedir que esos otros puedan ser parte usufructuaria del

mundo que tan brutal y desequilibradamente han creado. Se trata de que



47

ARTÍCULOS

los indígenas no dejen de ser indígenas con derechos distintos de los que

son exclusivos de sus expoliadores.

El supuesto problema indígena es el viejo problema del hombre, de

la humanidad, como problema de identidad a preservar, cuando es un

problema de justicia. No deben confundirse identidades porque la

confusión es una amenaza del subdesarrollo y la miseria. Que los ricos

se mantengan en sus palacios y los pobres en sus chozas. Hay que impedir

que el pobre cambie su identidad tratando de ser como el rico; que el

colonizado pretenda ser como el colonizador; el siervo como el señor; el

esclavo como el amo. Esto es, que los pueblos pobres sigan siendo el

patio trasero del imperio manipulador.9

“El supuesto problema indígena es el viejo problema del

hombre, de la humanidad, como problema de identidad a pre-
servar, cuando es un problema de justicia”. El enunciado ad-

quiere una expresión más intensa si se utiliza la antigua fór-

mula de Ulpiano: el problema es el de “la voluntad constante
y perpetua de dar a cada cual lo que es suyo”.

Habrá oportunidad de volver a pensar en el problema indí-

gena. Más aún, si alguien preguntara sobre el método a seguir
en el presente artículo, quien esto escribe contestaría que con-

siste en darle de vueltas al asunto. Pero, una vez que, por vía

de hipótesis, se ha enseñado que se trata del problema jurídi-
co por excelencia, el paso que sigue es pensar en el Derecho

positivo. En México, éste se encuentra condicionado por una

circunstancia histórica:

 En nuestro país, la República se constituyó por un grupo criollo y mestizo,

que impuso su concepción del Estado moderno a las comunidades

indígenas minoritarias.10

9  Ibidem, pp. 340–341.
10 Villoro, Luis: “Los pueblos indios y el Derecho de autonomía”, en Etnicidad y derecho, un

diálogo postergado entre los científicos sociales, México, UNAM, 1996, p. 125.
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Un primer acercamiento al problema indígena con la guía

inteligente de Leopoldo Zea –quien nos auxilia a tomar concien-
cia de que se trata de un problema nuestro– consigue un cam-

bio en la actitud, ya que si se busca la unidad nacional, ésta se

encuentra no en la anexión de los indígenas a nosotros los no–
indígenas sino en la solidaridad de todos nosotros los indíge-

nas, los marginados, frente a quienes ejercen en el mundo el

poder central. Pero dicha toma de conciencia no significa igno-
rar el problema de los pueblos indios en México, todo lo contra-

rio, representa un conocimiento sobre la base de una gran sim-

patía, como que se trata de nuestros pueblos.

III

La finalidad propia del Derecho es la justicia o, si se quiere ex-

presar de otro modo, el objeto de la justicia es el Derecho. Pero,
¿cómo fue que al estar describiendo los hechos constitutivos de

un problema de nuestra época saltó a la vista el tema de la

justicia? La respuesta parece obvia, se reparó en un hecho par-
ticularmente grave de discriminación que no es justo.

El Constituyente Permanente de México se percató del

estado de cosas y el 28 de enero de 1992 se incluye en el artí-
culo 4o de la Constitución Política un nuevo párrafo, cuyo conte-

nido es un reconocimiento al «etnocentrismo» del sistema jurí-

dico mexicano y que, con esta adición, pretende enmendar. Di-
cho párrafo es el siguiente:

La nación mexicana tiene una composición pluricultural sustentada

originalmente en sus pueblos indígenas. La ley protegerá y promoverá el

desarrollo de sus lenguas, culturas, usos, costumbres, recursos y formas

específicas de organización social, y garantizará a sus integrantes el

efectivo acceso a la jurisdicción del Estado. En los juicios y procedimientos
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agrarios en que aquellos sean parte, se tomarán en cuenta sus prácticas

y costumbres jurídicas en los términos que establezca la ley.

Mientras más se multiplican las leyes integrantes de un

sistema jurídico positivo mayores son las dificultades de cono-
cimiento y de observancia. En México, a partir de la citada refor-

ma constitucional, la misión del intérprete se torna escabrosa,

pues habrá que agregar las costumbres jurídicas de las comuni-
dades indígenas del país a la complejidad y abundancia del sis-

tema legal mexicano. Por esto, los maestros de la Hermenéutica

previenen con razón contra las formulaciones equivocadas.11

Una manifestación errónea es la ventana por la que pene-

tran las actitudes etnocentristas a las que la Constitución mexi-

cana les cerró la puerta, ya que hay quienes intentan describir y
analizar las costumbres jurídicas de las comunidades indíge-

nas del país como

representativas de una problemática que surge de la relación entre dos

órdenes normativos que coexisten en el ámbito nacional. Es decir, se

pretende entender a las costumbres jurídicas indígenas comparándolas

con conductas reguladas por el orden jurídico nacional, tomando en

cuenta las resoluciones del derecho internacional y, sobre todo, la

perspectiva de la promoción y la protección de los Derechos Humanos

de los grupos indígenas.12

Poniendo aparte las expresiones retóricas, esta adapta-
ción de la “teoría de los dos órdenes”13  a la definición del pro-

blema es un burdo intento para sujetar las costumbres jurídicas

indígenas a un criterio supuestamente superior que se preten-

11 Cfr. Trueba Olivares, E.: La interpretación de la Ley, México, Universidad de Guanajuato,
1993.

12 Beller Taboada, W. et al.: Las costumbres jurídicas de los indígenas en México, México,
Comisión Nacional de Derechos Humanos, 1994, p. 7; Cfr. Magdalena Gómez et al.:
Derecho Indígena, México, Instituto Nacional Indigenista, 1997.

13 Villoro Toranzo, Miguel: Introducción al estudio del Derecho, México, Porrúa, 1990, pp. 19–20.
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de sea el del legislador nacional o internacional. Esto es, las

costumbres jurídicas indígenas se califican de antemano como
extrañas al orden jurídico nacional y éste se constituye en el

último criterio de validez de dichas costumbres. De este modo,

el orden jurídico nacional se transforma en un arma para de-
nunciar los defectos de las costumbres jurídicas.

La Comisión Nacional de Derechos Humanos ha reafirmado la existencia

de dos órdenes jurídicos distintos, la costumbre jurídica y las “leyes locales

y federales que muchas veces les son ajenas, así como los problemas de

incompatibilidad entre dichos órdenes [...]14

¿O sistema jurídico nacional o costumbres jurídicas indí-

genas? Esto sí que es un dilema e impone la tarea de una pes-
quisa. El siguiente texto permite iniciar la indagación:

El mundo griego se sentía rodeado de bárbaros, es decir, de gente que no

hablaba su idioma. Hoy en día, no obstante que el globo terráqueo ha reducido

sus proporciones geográficas, y se conocen todos los Estados y naciones

que lo pueblan, pudiéramos pensar que nos hallamos en situación semejante,

pues la buena voluntad y el entendimiento que entre ellos se predica como

nuevo Evangelio sigue siendo letra muerta. Extranjero sería, en consecuencia,

aquel que no pertenece al Estado del cual formamos parte.15

El párrafo transcrito ofrece la pauta para pensar que la

condición del indígena se encuentra en una situación semejan-
te a la de los extranjeros y, por ende, se les trata de modo simi-

lar a la de los «bárbaros» que no hablaban el idioma de los

griegos. Pero debe quedar claro que en este ensayo no se está
hablando de extranjeros sino de personas nacionales que son

14 Beller Taboada: op. cit., pp. 70–71.
15 Cuevas Cancino, Francisco et al.: Manual de Derecho Internacional Privado Mexicano,

México, Porrúa, 1997, p. 135.
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consideradas como extraños.

El símil no es nuevo en México, ya los conquistadores es-
pañoles juzgaban como «bárbaros» a los indios prehispánicos

y uno de los argumentos empleados es precisamente relativo al

idioma. Fray Bartolomé de las Casas lo expone y lo combate
eficazmente:

Síguese luego que todas estas gentes son bárbaras largo modo, según

alguna cualidad [...] La tercera, por no hablar bien nuestro lenguaje ni nos

entender; pero en ésta tan bárbaros como ellos nos son, somos nosotros

a ellos.16

El jurista es sacudido duramente por opiniones como la

siguiente:

Quinientos años después se sigue insistiendo en hablar de indígenas,

subhombres, que generosamente deben ser salvados y preservados como

especie. Se habla de sus espacios naturales como autonomías, como

ayer piadosamente se habló de misiones y utopías indígenas o más

brutalmente de reservaciones. Igualmente se habló de leyes especiales

para ellos, como si fueran ajenas a ellos las de todos los mexicanos, las

de todos los hombres. ¿Para qué? ¿Para mejor mantener la manipulación

y la confinación?17

16 De las Casas, Fray Bartolomé: Apologética Historia Sumaria..., t. II, edición preparada
por Edmundo O’ Gorman, México, Instituto de Investigaciones Históricas. UNAM, México,
1970,  p. 654.

17 Zea: op. cit., p. 340.
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IV

A partir del día 14 del mes de agosto de 2001, la Constitución

Política de México en su artículo 2o bosqueja la visión del futuro

de los pueblos indios en México y qué se debe hacer respecto
de ellos. Sobre nuestro tema, el párrafo cuarto de dicho artículo

ofrece mucha materia para pensar:

Son comunidades integrantes de un pueblo indígena, aquellas que formen

una unidad social, económica y cultural, asentadas en un territorio y que

reconocen autoridades propias de acuerdo con sus usos y costumbres.

El precepto enunciado obedece a un ideal de justicia y a

una circunstancia histórica. Es el momento de penetrar en la
circunstancia histórica y la mejor guía para hacerlo es la com-

prensión de Luis Villoro cuando reflexiona “En torno al derecho

de autonomía de los pueblos indígenas”.
Este autor empieza su exposición refiriéndose al concepto

mismo de derecho a la libre determinación de los pueblos y su

concepto afín, el derecho a la autonomía y después trata de
aplicar estos conceptos a nuestra realidad actual, referente a

los pueblos indígenas. Asimismo trata de ver sus límites, sus

alcances, los problemas que plantea.
El derecho a la libre determinación de los pueblos fue es-

tablecido después de la Segunda Guerra Mundial en la Carta

de la Naciones Unidas y

Desde entonces hay en todo el Derecho Internacional un problema que

está permanente y sin resolver adecuadamente: el de la relación entre

los derechos individuales, que competen a la persona, y los derechos de

los pueblos que son, obviamente, derechos de un sujeto colectivo.18

18 Ibidem, p. 162.
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El autor citado cree que este problema tiene dos aspec-

tos, a saber: primero, ¿cuál es este «pueblo», que sería el suje-
to del derecho de autodeterminación? Y, segundo, que es pro-

piamente el de la relación entre los derechos de los pueblos y

los derechos de los individuos.
El primer aspecto es una cuestión que, según el autor,

admite dos respuestas: una que es la favorita de los Estados

nacionales y que entiende por «pueblos» a los Estados nacio-
nales ya constituidos. En este sentido, el derecho de autodeter-

minación se equipara al derecho de soberanía de los Estados.

Otra respuesta es la que corresponde al espíritu de la Carta de
las Naciones Unidas, y de acuerdo con ella el «pueblo» estaría

caracterizado por tres notas fundamentales. La primera peculia-

ridad es que se trata de una comunidad con cultura diferenciada,
es una unidad cultural. La segunda característica es la concien-

cia de los miembros de esa comunidad de que pertenecen real-

mente a un pueblo. La tercera nota es que un pueblo debe tener
una relación con un territorio geográfico, natural; esta relación

puede ser de ocupación o de tipo espiritual.

De acuerdo con la segunda respuesta, Luis Villoro esgrime
dos argumentos para demostrar que los pueblos indígenas de

México, puesto que son «pueblos» están sujetos a la libre deter-

minación. El primer argumento le llama de Derecho Internacional
y el segundo lo denomina argumento histórico. El argumento de

Derecho Internacional lo expresa en los siguientes términos:

En esta interpretación, entonces, los pueblos indígenas de México, que

tienen unidad de cultura, manifestada en lengua, instituciones propias,

voluntad de permanecer como pueblos, proyectos comunes y relación

con un territorio, según las normas del Derecho Internacional serían sujetos

a la libre determinación.19

19  Ibidem, p. 167.
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Después de explicar que en la Constitución de Apatzingán,

primero, la Constitución de 1824 y las constituciones posterio-
res, la nación mexicana se constituye como una entidad nueva

a partir de un proyecto criollo–mestizo y que en este pacto no

entran para nada los pueblos indígenas, manifiesta el argumen-
to histórico con las siguientes palabras:

El segundo gran argumento en favor de la libre determinación de los

pueblos indígenas es el que deriva de nuestra propia historia, de nuestra

Constitución de Estado. Si queremos que el Estado Nacional Mexicano

sea el resultado del libre consentimiento de todos los pueblos que lo

constituyen  y no sólo de nosotros los mestizo–criollos, si queremos que

sea un pacto libremente determinado por todos los integrantes de la

Nación, tiene que nacer de la libre decisión de todos los pueblos que

constituyen la Nación.20

Aun cuando no es un error, parece que no tiene caso bus-
car un fundamento jurídico para los derechos de los pueblos

indígenas, especialmente para el derecho de autodetermina-

ción, en normas escritas de índole nacional o internacional. Y
no tiene caso porque el fundamento jurídico se encuentra en la

costumbre jurídica.

Una cosa distinta es que las normas de condición nacio-
nal e internacional vayan paulatinamente otorgándole reconoci-

miento a la costumbre jurídica. Pero no es prudente precipitar

una conclusión.
En cuanto al segundo aspecto, el de la relación entre el

Derecho que se aplica a una colectividad y los derechos que se

aplican a cada uno de nosotros como ciudadanos, Luis Villoro
considera que

Los derechos individuales son los derechos que reconoce el Estado para

20 Ibidem, p. 168.
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que cada individuo tenga la capacidad de elegir su propio plan de vida y

ejercerlo [...] Pero hay una condición para elegir mi propio plan de vida:

yo no puedo elegirlo en abstracto. No puedo elegir ser como es un esquimal

en Alaska; no puedo elegir como plan de vida ser monje del Tíbet, a no

ser que deje de ser mexicano y me haga tibetano. Para poder elegir mi

plan de vida, lo tengo que elegir en el abanico de posibilidades que me

ofrece un pueblo, una cultura.21

A partir de tal premisa, nuestro autor infiere que el derecho

de una cultura es el derecho de un pueblo y, entonces, este

derecho colectivo del pueblo es una condición para que se ejer-
zan adecuadamente los derechos individuales y, por lo tanto,

no hay contradicción:

En síntesis, el derecho de los pueblos no puede verse como contradictorio

ni opuesto a los derechos individuales, sino como condición para el

ejercicio de los derechos individuales.22

Ejercer sus derechos individuales, pero en el marco de su

propia cultura, es el reclamo de los pueblos indígenas de México.
¿Cómo se ejerce la libre determinación de un pueblo, en

qué se traduce? La respuesta comprende dos aspectos, ya que

dicho ejercicio puede traducirse en que ese pueblo quiera ser
soberano. No obstante, hay otra manera de ejercer el derecho

de libre determinación: aceptando formar parte de un Estado

soberano, al tiempo que se definen libremente las facultades,
funciones y ámbitos en que se van a ejercer los derechos pro-

pios. Y esto es autonomía.

Autonomía no es soberanía. Autonomía es el derecho de pactar, negociar,

con el Estado Mexicano –al cual se obedece y al cual se está dispuesto a

21 Ibidem. p. 169.
22 Ibidem, p. 170.
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pertenecer–, funciones, facultades, derechos, que sean propios de ese

pueblo.23

Una vez que nuestro autor considera que ha establecido

los conceptos generales, se pregunta ¿cuáles serían los ámbi-
tos de la autonomía?, ¿cuáles serían los espacios en que se

daría una autonomía?, ¿cuáles serían las facultades de estas

entidades autónomas?
En relación con los ámbitos, existen dos corrientes de opi-

nión. Una corriente sería ver el problema de las autonomías

aplicable a ámbitos regionales, establecidos desde el Pacto Fe-
deral, desde la Constitución. En este proyecto habría cuatro ni-

veles de entidades federales: la comunidad, el municipio, la re-

gión autónoma y el Estado federal.
El pro de un proyecto semejante es que, indudablemente,

los pueblos indígenas constituyen una unidad real cultural, aun-

que pueda ser pluriétnica podrían formar una región pluriétnica;
en estos casos no sería tan difícil delimitar una región, porque

hay regiones delimitables por una cultura general. El contra es

que hay lugares en los que tal delimitación sería difícil, obvia-
mente porque las etnias están muy mezcladas, porque hay mu-

cha población mestiza y, por tanto, ahí se empiezan a crear pe-

queños problemas multiétnicos, dado que los mestizos son una
etnia también, una nacionalidad.

Nuestro autor considera que el problema básico es ¿cómo

llegar a esto? Porque está claro que en muchos casos las regio-
nes que abarcan todo un ámbito cultural indígena pertenecen a

varios estados, y entonces aquí va a ser muy difícil que las le-

gislaturas locales se pongan de acuerdo, pues habría compe-
tencias y envidias entre sí.

También piensa el autor citado que esto supone una refor-

ma constitucional muy fuerte. Por eso muchos pueblos indíge-

23 Ibidem p. 171.
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nas ven que su problema no podrá solucionarse, a la postre,

más que con una nueva Constitución.

La Constitución actual tiene tantos parches y ha sido tan adulterada –

digámoslo con franqueza– en tantos artículos, que muchos pensamos–

yo me cuento entre ellos– que ya es urgente un nuevo Constituyente,

con una nueva Constitución que esté acoplada a nuestra realidad

nacional.24

Es obvio que Luis Villoro está pensando en otra Constitu-

ción y no en una más. Pero reconoce que la verdad es que la
situación de los pueblos indígenas es tan diversa, es tan dife-

rente de un caso a otro, que quizá la solución sea ir por etapas,

poco a poco, y de abajo a arriba. ¿Qué quiere decir de abajo a
arriba? Quiere decir a partir de las comunidades.

Esta segunda corriente es la que cautiva nuestra atención,

pues describe el elemento objetivo de la costumbre jurídica,
inveterata consuetudo:

De hecho, las autonomías se ejercen ya en muchas comunidades [...] de

hecho se rigen por sus reglas y participan en una vida comunitaria común,

que es diferente a la de los municipios y comunidades no indígenas...

Entonces en el nivel comunitario existe ya la autonomía.25

Pero alude también al elemento subjetivo, opinio juris seus

necesitatis:

Muchos indígenas me dicen a mí, que no soy indígena: “Ustedes nos están

queriendo hablar de nuestro derecho a la autonomía. Pues si la autonomía

la tenemos desde siempre. Nosotros nos estamos rigiendo desde siempre

por nuestra cultura, por nuestros usos y costumbres. Lo que queremos es

24 Ibidem, p. 174.
25 Ibidem, p. 175.
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que se nos reconozca en la ley lo que ya estamos haciendo”.26

Lo que los pueblos indígenas quieren es “el reconocimien-

to en la ley” de un hecho que, de acuerdo a su conciencia, es

apegado a Derecho. El tópico del «reconocimiento» pertenece
al objeto de estudio del Derecho Internacional y excede los lími-

tes de este trabajo, pero resulta importante conocer por lo me-

nos cómo ha sido planteado:

Cuando se ha establecido un nuevo Estado, o cuando por medios

diferentes de los constitucionales ha tomado el poder un nuevo gobierno

en un Estado ya existente, o cuando se ha establecido cualquier otra

situación que afecte las relaciones jurídicas entre los Estados, surge el

problema de si las consecuencias legales que se derivan de la nueva

situación de hecho surten efecto inmediatamente en relación con otros

Estados, o si dichos efectos dependen de un acto de reconocimiento.27

A quien esto escribe le parece que es obvio que los suce-

sos de Chiapas (1994) han establecido una situación que afec-

ta las relaciones jurídicas entre los estados. Pero también es
evidente que dicha situación comprende todas las comunida-

des étnico–indígenas de la República mexicana. Si el asunto no

fuera internacional, posiblemente el Estado mexicano ya hubie-
ra zanjado la cuestión suscitada en Chiapas, sin buscarle solu-

ción alguna.

En relación con las facultades, se plantea el problema del
siguiente modo: si se crean estas autonomías, ya sea en el

ámbito comunal, municipal o regional, ¿qué facultades tendrían?

En la respuesta nuestro autor no entra en detalles, pues preci-
samente considera que esto sería producto de negociaciones

26  Idem.
27 Sorensen, M.: Manual de Derecho Internacional Público, México, Fondo de Cultura

Económica, México 1973, p. 276.
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particulares de cada pueblo indígena con cada Entidad federativa

y variarían seguramente mucho de un contexto a otro. Sin em-
bargo, esto no le impide mencionar derechos políticos, econó-

micos, sociales y jurídicos.

Los derechos mencionados en primer término (políticos,
económicos y sociales) recuerdan mucho la distinción que sue-

le hacerse cuando se trata de los Derechos Humanos. Es decir,

la distinción entre derechos civiles y políticos, por una parte, y
derechos económicos, sociales y culturales, por la otra. ¿Pero a

qué se refiere con la expresión «derechos jurídicos»? Lo mejor

es permitir que el autor conteste dicha pregunta:

Y por último, el problema más delicado: derechos jurídicos. Existe un

derecho indígena; existe, no lo podemos negar. En México no hay un

solo derecho, un solo orden jurídico.

Muchas comunidades indígenas se rigen por sus propias normas

jurídicas. Y estas normas son las aceptadas, consensadas por toda la

comunidad.28

La expresión “En México no hay un solo derecho, un solo
orden jurídico”, sería más clara para el jurista si «orden jurídi-

co» se cambia por «ordenamiento jurídico». Y no solamente es

comprensible sino aceptable el hecho de que dentro del siste-
ma jurídico mexicano existen diversos ordenamientos jurídicos

y, en la materia, se entiende y se admite que hay tantos

ordenamientos jurídicos como comunidades indígenas existen.
Luis Villoro señala, y señala bien, que los problemas que

se suscitan por la diversidad de ordenamientos es un problema

serio para los juristas. Desdichadamente, no resiste la tenta-
ción de ejemplificar y, al hacerlo, juzga como muy bien hecho el

estudio de la Comisión de Derechos Humanos que aplica la “teo-

ría de los dos órdenes” al problema que se comenta.

28 Villoro: op. cit., p. 181.
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La posición primera del autor es la que este trabajo con-

sidera razonable y aceptable: No hay dos órdenes jurídicos
dentro del Estado mexicano sino uno sólo: el sistema jurídico

mexicano; y es verdad que dentro del mismo se distinguen

diversos ordenamientos jurídicos y no exclusivamente los de
las comunidades indígenas, que por supuesto también hay que

respetar. En otras palabras, no es verdad que exista «un dere-

cho nacional» y «un derecho indígena»; la verdad es que den-
tro del derecho nacional se deben reconocer y amparar los

derechos indígenas, como se comenzado a hacer dentro del

artículo segundo constitucional.
Lo expuesto implica una Constitución nueva tal y como la

ve Luis Villoro:

Las comunidades indígenas actuales no están hablando de un proyecto

sólo para ellas. Esa es mi impresión, así lo veo yo; nos están llamando

la atención sobre la existencia de un proyecto de nación real, alternativo

a la nación que el grupo criollo–mestizo ha formado desde los comienzos

de nuestra vida; un proyecto de nación de respeto a la multiplicidad, de

respeto a las diferencias, a la diversidad del país, a las formas de vida

de cada quien dentro de su ámbito particular; y de solidaridad y de

preeminencia de los valores comunitarios sobre los valores individuales.29

Al momento en que se escribe el presente artículo, está

en el tapete de las discusiones la reforma integral de la Consti-

tución Política de México; no obstante, no cabe la menor duda
que de 1992 a la fecha la perspectiva jurídica del problema indí-

gena ha cambiado. Sin embargo, dicho cambio no se puede

considerar como un asunto concluido.

29 Ibidem, p. 184.
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DERECHO ELECTORAL

Y DOCENCIA JURÍDICA*

Introducción

El de la voz es un profesor de la Facultad de Derecho en la

Universidad Veracruzana que, después de veintiocho años de

docencia, en el año 2000 pasó a formar parte del órgano supe-
rior de dirección de la extinta Comisión Estatal Electoral como

«ciudadano–sin–partido político». Después, en este año, asu-

mió la Presidencia del Consejo General del naciente Instituto
Electoral Veracruzano.

El paso significó el fin de una vida académica tranquila y el

nacimiento de una nueva vida preñada de sobresaltos. En la
Docencia jurídica se habían saboreado las mieles del Magíster

dixit: ¡Todo es verdadero porque el maestro lo ha dicho! En el

ambiente del organismo electoral hubo que probar la amarga
hiel de la suspicacia. Cada dicho tiene que apoyarse en hechos

y en argumentos sólidos.

Por lo tanto, nada parece más natural que pretender hablar
de “Derecho electoral y Docencia jurídica”. Se trata de una con-

junción, en la cual, cuando se emplea la expresión «derecho elec-

toral», se está denotando la ley o el conjunto de leyes electora-
les; y cuando se utiliza la expresión «docencia jurídica», se refie-

re a la enseñanza–aprendizaje de la ciencia del derecho electo-

ral, misma que en su noción más simple es un sistema de com-
prensión de la ley o del conjunto de leyes electorales.1

* Conferencia dictada en la Unidad de Servicios Bibliotecarios y de Informática (USBI), en el
marco del Congreso Nacional sobre Derecho y Docencia, organizado por el Instituto de
Investigaciones Jurídicas de la Universidad Veracruzana.
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De entrada, la ponencia se ve en el aprieto de tener que

admitir con humildad que solamente enuncia una hipótesis de
trabajo. Mas no importa, lo que interesa tener presente, en todo

momento, es el texto de las leyes electorales y los contextos

lingüístico, sistémico y funcional. Dicha hipótesis consiste en
afirmar que los contextos mencionados son ignorados en el es-

tudio del derecho electoral.

La ponencia reclama que se centre toda la atención en la
voz «hermenéutica». Esta palabra se destaca como la figura

principal de la conferencia, todo lo demás queda como el plano

de fondo. Eugenio Trueba  Olivares, con una sencillez admira-
ble, nota el concepto significado por dicho vocablo:

La hermenéutica es una disciplina que puede definirse como la actividad

intelectual encaminada al entendimiento y comprensión de un determinado

texto. La voz viene del griego hermeneuiem, que quiere decir explicar o

interpretar. Interpretar a su vez proviene del latín interpres, que significa

traducir.2

Este autor comenta que la hermenéutica se aplicó antigua-
mente, casi en forma exclusiva, a la tarea de esclarecer la Biblia,

el «Texto» por antonomasia. Aplicada a lo jurídico –nos dice–, es

la disciplina relativa al entendimiento y comprensión de los textos
legales, con el fin principal de que operen correctamente.

Hoy, la hermenéutica es eso y mucho más que eso. Anto-

nio Osuna Fernández–Largo explica que:

Toda ciencia no sólo describe y ordena fenómenos o hechos, sino que

los comprende y los interpreta. No hay, en suma, conocimiento sin

1 Flores García, Fernando: “Acotaciones acerca del Derecho Electoral Mexicano”, en Revista
de la Facultad de Derecho de México, t. XLIII, núm. 189–190, México, Universidad Nacional
Autónoma de México, mayo–agosto de 1993, pp. 25–89.

2 Trueba Olivares, Eugenio: La Interpretación de la Ley, México, Universidad de Guanajuato,
1994, p. 39.
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interpretación de lo real. Así, la hermenéutica alcanza el rango de una

teoría filosófica del conocimiento humano y de una forma de entender la

ciencia. Y ya no designa sólo el procedimiento de la exégesis, ni de la

filología, la jurisprudencia o la paleografía.3

Es más todavía –agrega este autor–. La hermenéutica mo-

derna pretende romper el molde de la ciencia del siglo pasado y

propugna que todo conocimiento, en la misma medida en que es
experiencia personal, cultura trasmitida y propalada y lenguaje vivo,

debe ser reconducido a esquemas hermenéuticos que expliquen

la unidad del fenómeno cognoscitivo. Sostiene el autor citado:

podemos decir que toda actividad cognoscitiva se traduce en una nueva

interpretación de lo real y que la misma cultura no es más que un

aglomerado de interpretaciones bajo una cierta unidad de sentido y de

pretensiones.4

Si la hermenéutica contemporánea ha pasado a ser una

filosofía primera o crítica de la razón práctica, comprenderá el

auditorio la razón por la cual el ponente se presenta ante ustedes
como un sujeto de la ley, iluminando con la tenue y pálida luz de

su inteligencia la ley o el conjunto de leyes electorales.

El comunicado sólo pretende llamar la atención sobre esta
vuelta contemporánea hacia la hermenéutica,5  pues las cate-

gorías «contexto lingüístico», «contexto sistémico» y «contex-

to funcional» pertenecen a una determinada teoría hermenéu-
tica jurídica.6

3 Fernández–Largo, Antonio Osuna: El debate filosófico sobre hermenéutica jurídica,
Salamanca, Universidad de Valladolid, 1995, p. 8.

4 Idem.
5 Cfr. Zilli Mánica, José Benigno: Comentarios, acotaciones marginales, Xalapa, Gobierno

del Estado de Veracruz, 1996, pp. 47 y ss.
6 Cfr. Wróblewski, Jerzy: Constitución y teoría general de la interpretación jurídica, Madrid,

Civitas, 1985.
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No es sorprendente que al «mexicanizarlas» se les haya

convertido en «criterios de interpretación gramatical, sistemáti-
co y funcional». Hace muchos años que Leopoldo Zea mostró

este modo de proceder de los mexicanos.7  Tampoco sorprende

que este significado se le haya atribuido al último párrafo del
artículo 14 constitucional, que de antaño tiene su propia fuerza

directiva.

Lo que sí produce estupor es que se hable tanto de un
derecho electoral que no existe o, lo que es igual, causa estu-

pefacción que las resoluciones judiciales en materia electoral

invoquen con frecuencia inusitada los criterios gramatical, sis-
temático y funcional, criterios que solamente entienden como

nuevos nombres para identificar los métodos tradicionales de

interpretación de la ley.

Análisis de un caso del Proceso

Electoral Local 2000

El derecho al voto de los partidos políticos

El de la voz analizó un caso del Proceso Electoral de Veracruz
en el año 2000, el análisis muestra que lo antes dicho es ver-

dad, por lo menos, para este caso. El propósito que se persigue

es observarlo y sumergirse en la espiral hermenéutica que se
formó a partir del mismo. El caso en cuestión se manifestó en la

etapa preparatoria del Proceso Electoral de Veracruz en el año

2000, y atravesó la jornada electoral para ser materia de discu-
sión aun en el periodo poselectoral.

Este expediente, que en el ámbito legislativo era una es-

7 Cfr. Zea, Leopoldo: El Positivismo y la circunstancia mexicana, México, Fondo de Cultura
Económica, 1985.
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pecie en extinción, pues sólo existía en Veracruz y también es-

taba a punto de desaparecer, fue conocido como “el derecho al
voto de los partidos políticos” y se presentó en el proceso elec-

toral para cuestionar la legalidad de una determinación del Con-

sejo General de la Comisión Estatal Electoral (CEE).
La importancia del análisis radica en el hecho de mostrar la

actuación del Tribunal Electoral del Poder Judicial de la Federa-

ción, cuya creación y función obedece al propósito de aumentar
las medidas que hagan de los procesos electorales, además de

procesos políticos, procesos regidos por el derecho. Se trata de

un actor especial cuyo papel principal en el escenario político
consiste en garantizar la legalidad de los procesos electorales.

En nuestro país se ha entendido que el principio de legali-

dad implica que en todo momento, y bajo cualquier circunstan-
cia, en el ejercicio de las atribuciones y el desempeño de las

funciones que tiene encomendadas el órgano electoral, se debe

observar, escrupulosamente, el mandato constitucional que las
delimita y las disposiciones legales que las reglamentan.

El tema que se convirtió en problema fue el del derecho al

voto de los partidos políticos en las sesiones del Consejo General
de la CEE. Aproximarse al asunto exige recordar que, por definición

de la ley, el Consejo General era el órgano superior de dirección de

la CEE.8

La sesión extraordinaria del Consejo General del 1º de di-

ciembre de 1999 es la clave para comprender la aporía que se

presenta a continuación. En aquella sesión participaron los co-
misionados de los partidos políticos, Gloria Lizbeth Morales Cas-

tro (PAN), Fernando Vázquez Maldonado (PRI), Uriel Flores Aguayo

(PRD), Enrique Hernández Peralta (PT), Adolfo Toss Capistrán

8 Cfr. Barragán Barragán, José: “Algunas consideraciones sobre el nuevo Consejo General
del Instituto Federal Electoral”, en El Camino de la Democracia en México, México, Archivo
General de la Nación, Comité de Biblioteca e Información de la Cámara de Diputados e
Instituto de Investigaciones Jurídicas de la Universidad Nacional Autónoma de México,
1998, p. 467.
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(PVEM), Filiberto Medina Domínguez (CDPPN), Eduardo de la To-

rre Jaramillo (PCD), Arsenio García Rosendo (PSN) y Hugo Pérez
Alejo (PARM);9  los comisionados electorales Ernesto Gerardo

Fernández Panes, Leopoldo Alafita Méndez, Juan Schuster

Fonseca, Sara Solano Torres y Francisco Monfort Guillen (Pre-
sidente); la Directora de la CEE, Clementina Guerrero García, y

el Secretario del Consejo General Rodrigo, Joel Armas Salinas.

El telón de fondo es un conflicto que sufre la CEE: las insta-
laciones que le servían de sede habían sido tomadas por ciuda-

danos que, según el Secretario del Consejo General, “manifes-

taron diferencias con la dirigencia del Partido del Centro Demo-
crático” y que el Comisionado del PRD identificó como “grupo de

presión”. El hecho dominaba la atención de los miembros del

Consejo General, pues por esa causa se vieron orillados a
sesionar fuera de su asiento normal.

Planteamiento del problema

La sesión extraordinaria del Consejo General de la CEE inició a las
veintidós horas de aquel 1º de diciembre de 1999. Antes de pasar

lista, el Secretario del Consejo General informó que:

Conforme a los acuerdos del Consejo General de fecha veintiocho de

octubre del año en curso, los partidos políticos Convergencia por la

Democracia, de Centro Democrático, de la Sociedad Nacionalista y

Auténtico de la Revolución Mexicana, obtuvieron su registro ante la

Comisión Estatal Electoral; y que conforme al artículo ciento veintiséis

del Código de Elecciones del Estado, han acreditado a sus comisionados

9 Conviene aclarar que después de esta sesión, dos partidos políticos nacionales más
acreditaron su registro ante la CEE: Partido Alianza Social (PAS), cuyo representante ante
el Consejo General era Adán Jonás Hernández, y Democracia Social, Partido Político
Nacional (DSPPN), que designó como representante a Lauro Luna Arellano.
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ante este órgano colegiado, mismos que se encuentran presentes.10

Al pasar lista a los comisionados de los partidos políticos,

el Secretario del Consejo General distingue entre comisionados

de los partidos políticos con derecho a voz y voto (PAN, PRI, PRD,
PT y PVEM) y comisionados de los partidos políticos con derecho

a voz (CDPPN, PCD, PSN y PARM).

El proyecto de orden del día se componía con los siguien-
tes puntos: 1) lectura y, en su caso, aprobación del proyecto del

orden del día; 2) lectura y, en su caso, aprobación del proyecto

de acta de la sesión del Consejo General, de fecha veintiocho
de octubre de mil novecientos noventa y nueve; 3) proyecto de

acuerdo del Consejo General para la aprobación del presupuesto

de la Comisión Estatal Electoral para el año dos mil; y, 4) Asun-
tos generales.

El Secretario del Consejo General, a fin de desahogar el

primer punto, en votación económica, consulta si se aprueba el
orden del día. Al dar a conocer el resultado de la votación, equi-

vocadamente informa que el proyecto se aprueba por catorce

votos a favor, cero en contra y cero abstenciones.
Entonces es cuando ocurre el primer incidente. El comisio-

nado del PVEM interviene de este modo:

No se puede aprobar por catorce votos, porque los nuevos partidos no

tienen derecho a voto, nada más se debe de computar el de los comisionados

[electorales] y de los cinco partidos con derecho a voz y voto, entonces

estaríamos hablando de nueve votos, porque está ausente el PT.11

Si se atiende a los hechos, esta peripecia insignificante es
definitiva, pues la determinación importante pareció ocurrir sin

10 Acta de la Sesión Extraordinaria del Consejo General, 1o de diciembre de 1999, Archivo
de la Secretaría General, Xalapa, Veracruz, p. 2.

11 Ibidem, p. 4. Más tarde el Comisionado del PT se incorpora a la sesión, según hace
constar el Secretario del Consejo General.



70

SALVADOR MARTÍNEZ Y MARTÍNEZ

que nadie se percatara de ella. Dicha determinación se mani-

festó al pasar lista de asistencia y distinguir entre comisionados
de los partidos políticos con derecho a voz y voto y comisiona-

dos de los partidos políticos sólo con derecho a voz.

La oposición de los comisionados “sin derecho a voto” no fue
inmediata. Es hasta el acto de abrir lista de oradores para tratar el

tercer punto del orden del día, relativo al presupuesto 2000 de la

CEE, que el representante de CDPPN pide el uso de la voz y expone:

Honorable Consejo, Convergencia por la Democracia, manifiesta a ustedes

lo siguiente: independientemente de que el artículo ciento treinta y tres

de nuestro Código de Elecciones, dice lo siguiente, el Consejo General

se integrará por los siguientes miembros: fracción primera, por un

comisionado de cada partido político que participe en las elecciones

correspondientes, que tendrá derecho a voz y voto en las sesiones del

Consejo General, salvo que el partido respectivo no hubiere obtenido al

menos el dos por ciento de la votación total emitida en el ámbito estatal

en ninguna de las elecciones del proceso electoral inmediato anterior, en

cuyo caso su comisionado sólo tendrá derecho a voz; este precepto no

es aplicable a los partidos que estamos recién incorporados.12

Un comisionado electoral le hace notar al representante

de CDPPN lo inoportuno de su comentario, pero admite que es un
asunto que debe atender el Consejo General. La discusión so-

bre el proyecto de presupuesto continúa y ahora el comisionado

de CDPPN parece estar más interesado en el financiamiento pú-
blico de su partido que en el derecho al voto. La comisionada

del PAN propone remitir la discusión de los asuntos de interés

para CDPPN al punto de Asuntos Generales y al llegar a este pun-
to, sin votación y a propuesta de otro comisionado electoral,

fueron desechados por improcedentes de acuerdo al reglamen-

to del Consejo General.

12 Ibidem, p. 13.
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Sin embargo, en el capítulo de Asuntos Generales, el re-

presentante del PRI considera que debe dejar claramente preci-
sadas algunas cuestiones y, entre ellas, la del derecho al voto

de los partidos políticos recién acreditados ante la CEE. Éstas

son sus palabras:

quienes estuvimos presentes en la sesión del Consejo General relativa al

análisis, a la discusión y aprobación de las solicitudes de los partidos

políticos para contender por primera vez en el Estado de Veracruz en las

elecciones del año dos mil, yo recuerdo que dentro de los puntos de

resoluciones dice que deberán participar con sus derechos y obligaciones,

escucho con atención al Comisionado del Partido de Convergencia por la

Democracia, en donde pide hacer uso de la voz y el voto y creo que en

ese sentido el artículo ciento treinta y tres es muy claro cuando dice que

el Consejo General se integrará [...] por un comisionado de cada partido

político que participe en las elecciones correspondientes, que tendrá

derecho a voz y voto en las sesiones del Consejo General, salvo que el

partido respectivo no hubiere obtenido al menos el dos por ciento de la

votación emitida a nivel estatal en ninguna de las elecciones del proceso

electoral inmediato anterior, en cuyo caso su comisionado sólo tendrá

derecho a voz; creo que en la medida de los resultados que obtengan en la

elección de Diputados Locales por el principio de mayoría relativa en el

año dos mil, será como ellos tengan el ejercicio del derecho del voto para

el dos mil cuatro. Creo que no hay vuelta de hoja en cuanto a la participación

de los partidos políticos con derecho a voz para este proceso electoral, y

quienes de una u otra manera hemos consolidado nuestra participación

política ante la ciudadanía nacional y estatal, somos los únicos que tenemos

el derecho del ejercicio tanto de la voz como del voto.13

La reacción del representante del PCD no se hizo esperar y

en su intervención muestra la naturaleza del problema:

13 Ibidem, pp. 37–38.
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La primera pregunta va a ¿cuál fue el criterio desde el punto de vista de la

hermenéutica jurídica para que a los partidos políticos nuevos se les

suprimiera el voto? En este momento el representante reflexivo del PRI acaba

de leer el artículo ciento treinta y tres y bueno, hay una parte donde dice el

dos por ciento de la votación total emitida a nivel estatal en ninguna de las

elecciones del proceso electoral inmediato anterior... esto sobre todo apunta

a un punto fundamental en la democracia hoy en Veracruz, que apunta a la

representatividad política, Partido de Centro Democrático al igual que

Convergencia, al igual que el PARM, y al igual que el PSN, nacimos el treinta

de junio y este artículo es muy claro, dice: salvo que el partido respectivo

no hubiere obtenido al menos el dos por ciento de la votación total, okey,

antes eran cinco partidos políticos, hoy estamos ante un escenario distinto

somos una nueva sociedad política, a mí sí me gustaría escuchar la reflexión

desde el punto de vista de la hermenéutica jurídica, por el cual se nos está

excluyendo del voto, porque la representatividad la obtuvimos a través de

las asambleas distritales o estatales que se cumplieron en tiempo, fecha y

forma, para que obtuviéramos el registro como partido político nacional.14

La diferencia entre la reclamación del comisionado de CDPPN

y la protesta del comisionado del PCD consistió en que el primero
apeló ante el Tribunal Estatal de Elecciones la determinación

del Consejo General y, ante la resolución desfavorable, promo-

vió un Juicio de Revisión Constitucional ante la Sala Superior
del Tribunal Electoral del Poder Judicial de la Federación; en

tanto que el segundo no hizo nada al respecto. El representante

del PCD, aunque tuvo la virtud de plantear mejor la cuestión,15  se
quedó esperando que alguno entre los miembros del Consejo

General ejerciera el oficio de Hermes,16  heraldo divino, a quien

se le atribuía la invención del lenguaje que usan los heraldos.

14 Ibidem, pp. 38–39.
15 Cfr. Fernández–Largo: op. cit.
16 García–Pelayo, Ramón y Gross: “Hermes”, “dios griego, hijo de Zeus, identificado por los

latinos con Mercurio. Era dios de la Elocuencia, del Comercio y de los Ladrones, y mensajero
de los dioses”. Pequeño Larousse Ilustrado, México, Ediciones Larousse, 1974, p. 1345.
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El recurso de apelación

El Tribunal Estatal de Elecciones era el tribunal competente para

conocer de los recursos de apelación.17 Con propiedad, como

que es una noción del derecho procesal, se debe decir que «re-
curso de apelación» es el

Recurso ordinario y devolutivo por el cual el litigante perjudicado por una

resolución judicial somete de nuevo la materia de dicha resolución a un

tribunal superior del que la dictó.18

En la mayoría de sus actos o resoluciones el Consejo Ge-

neral de la CEE ejerció la prerrogativa de ser el órgano superior de

dirección en materia electoral y entonces la expresión «recurso
de apelación» se empleó de manera impropia, ya que el Consejo

General no era un tribunal y encima de él tampoco existía

jerárquicamente otro organismo. Sólo cuando ejerció la función
jurisdiccional la expresión fue correctamente aplicada, lo cual

únicamente sucedió al resolver sobre el recurso de revisión.

No obstante lo anterior, el recurso de apelación sí era un
«re-curso», pues se trata de la acción que concede la ley al

interesado en el procedimiento electoral para reclamar ante el

Tribunal Estatal de Elecciones contra los actos o resoluciones
del Consejo General. Cuando la CEE actuó o resolvió como ór-

gano superior de dirección en materia electoral, quien “apela-

ba” no ponía el asunto ante una instancia superior sino que acu-
día ante otra instancia, la jurisdiccional.

En el caso que nos ocupa, la materia controvertida del re-

curso de apelación se fijó del siguiente modo: el Partido Con-
vergencia por la Democracia sostiene que es ilegal la negativa

de reconocerle el derecho a voto, en el acuerdo relativo a la

17  CEDCOPEV: artículos 265 y 268.
18 “Recurso de apelación”, Diccionario Jurídico Espasa, Madrid, Espasa, 2000, p. 844.
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aprobación del presupuesto que ejerció durante el año dos mil la

CEE, emitido por su Consejo General en la sesión extraordinaria
de fecha uno de diciembre de mil novecientos noventa y nueve.

En tanto que, el Consejo General de la CEE, autoridad res-

ponsable, por conducto de su Secretario, sostuvo la legalidad
del acto reclamado, consistente en el acuerdo que dictó en la

mencionada sesión extraordinaria, mediante el cual se negó

el derecho de voto al Partido Convergencia por la Democra-
cia, por no satisfacer el requisito establecido por los artículos

44, fracción I, de la Constitución Política del Estado y 133, frac-

ción I, del Código de Elecciones y Derechos de los Ciudada-
nos y de las Organizaciones Políticas del Estado de Veracruz

(CEDCOPEV).

En el acta del 1o de diciembre de 1999 no quedó constan-
cia de que el Consejo General haya dictado el acuerdo de ne-

gar el derecho de voto a CDPPN, pero si existió la determinación

de aplicarle el artículo 133, fracción I, del CEDCOPEV. Es decir, el
Consejo General aceptó que CDPPN no habiendo obtenido al

menos el dos por ciento de la votación emitida en el ámbito

estatal en ninguna de las elecciones en el proceso electoral in-
mediato anterior, sólo tendría derecho a voz en las sesiones del

propio Consejo.

El Tribunal Estatal de Elecciones resolvió de este modo:

PRIMERO. Se declara INFUNDADO19  el recurso de apelación interpuesto por el

licenciado Filiberto Medina Domínguez, en su carácter de Comisionado

Propietario del Partido Convergencia por la Democracia, en contra de

actos del Consejo General de la Comisión Estatal Electoral.

SEGUNDO. Se confirma el acuerdo emitido en la sesión de fecha uno de

diciembre último, por el Consejo General de la Comisión Estatal Electoral,

en la cual se sometió a debate y aprobación el presupuesto a ejercerse

19 Se declara “infundado” el recurso de apelación cuando se considera que la norma jurídica
no es aplicable al caso que se apela.
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por dicha comisión durante el presente año dos mil, donde se le negó el

derecho de voto al partido político recurrente.20

La resolución transcrita quiso apoyarse principalmente

sobre la base de que el argumento que sostiene la autoridad
responsable en su informe circunstanciado es correcto cuando

afirma que, en los supuestos de los artículos 44, fracción I, de la

Constitución Política del Estado y 133, fracción I, del CEDCOPEV,
se trata de:

normas bilaterales, de cuya literalidad se desprende con claridad que el

derecho de voto que consagran a favor de los partidos políticos, es

correlativo a la obligación que tiene de satisfacer el requisito que se ha

venido mencionando y no puede darse un trato preferente al instituto político

recurrente por el sólo hecho de ser recientemente creado, porque si así lo

hiciera el organismo electoral impugnado, violentaría los principios de

legalidad y de seguridad jurídica que rigen la actuación de toda autoridad.

Es notable que en esta resolución se atiende a la

literalidad del texto legal. Lo cual significa que, en términos
del artículo 14 constitucional, la sentencia definitiva fue con-

forme a la letra de la ley y no se consideró necesario acudir a

la interpretación jurídica ni apelar a los principios generales
del derecho.

El juicio de revisión Constitucional

Los magistrados de la Sala Superior del Tribunal Electoral del
Poder Judicial de la Federación admitieron la duda y eligieron la

vía de la interpretación jurídica para resolverla.

Antes de acompañar a los magistrados en su transitar ha-

20 Tribunal Estatal de Elecciones: Expediente RA/04/06/2000.
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cia el fondo del asunto en el Juicio de Revisión Constitucional,21

conviene advertir que en la resolución por ellos emitida las consi-
deraciones sobre los valores que defiende la norma jurídica bri-

llan por su ausencia, prevalecen los criterios que han dominado

la interpretación jurídica en México y que son los propios del
método exegético.22

En el considerando quinto de su ejecutoria, los magis-

trados de la Sala Superior explican que en el apartado de
“agravios” de la demanda, identificado como “Único”, el parti-

do político actor (CDPPN) manifiesta en esencia, que la resolu-

ción impugnada (la sentencia del Tribunal Estatal de Eleccio-
nes) es violatoria de los artículos 41, 116, fracción IV, 124 y

133, de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexica-

nos, porque la autoridad responsable consideró indebidamen-
te, que conforme con los artículos 44, fracción I, de la Consti-

tución Política del Estado Libre y Soberano de Veracruz–Llave

y 133 del Código de Elecciones y Derechos de los Ciudada-
nos y las Organizaciones Políticas de la entidad, el partido

promovente carece del derecho de votar en las sesiones del

Consejo General del órgano electoral del estado.
Según el actor –siguen exponiendo los jueces–, lo deter-

minado por la autoridad responsable es ilegal, porque por el

carácter de partido de nueva creación que tiene el propio de-
mandante, no le es aplicable la disposición que niega el dere-

cho al voto en el Consejo General, al partido que no obtuvo al

menos el dos por ciento de la votación total emitida en el esta-
do en la última elección.

21 Sobre Juicio de Revisión Constitucional, Cfr. Galván Rivera, Flavio: Derecho Procesal
Electoral Mexicano, México, 1997, pp. 391–397;  Elizondo Gasperín, María Macarita: “El
Juicio de Revisión Constitucional”, en Estudio Teórico Práctico del Sistema de Medios de
Impugnación en Materia Electoral, México, Centro de Capacitación Judicial Electoral del
Tribunal Electoral del Poder Judicial de la Federación, 1997, pp. 283–334; Tribunal Electoral
del Poder Judicial de la Federación: Instructivo de Medios de Impugnación Jurisdiccionales,
México, 1997, pp. 46 y ss.

22 Cfr. Trueba Olivares, Eugenio: op. cit., pp. 63 y ss; García Maynez, Eduardo: Introducción
al estudio del Derecho, México, Porrúa, 1978, pp. 334–336.
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Los magistrados de la Sala Superior consideran que el

agravio es substancialmente fundado, porque el análisis del texto
de los artículos 44, fracción I, de la Constitución Política del Es-

tado Libre y Soberano de Veracruz–Llave y 133, fracción I, del

Código Electoral de la entidad, permite advertir lo siguiente:

1. Se prevé, en primer lugar, una regla de carácter gene-

ral, en la que se otorga el derecho a nombrar un comi-
sionado, con voz y voto, en las sesiones del Consejo

General, a todos los partidos políticos que participen

en el proceso electoral.
2. En segundo lugar, prevén una excepción a la regla ge-

neral: “salvo que el partido correspondiente no hubiere

obtenido al menos el dos por ciento de la votación total
emitida a nivel estatal en la elección inmediata ante-

rior, en cuyo caso su Comisionado sólo tendrá derecho

a voz”.

Los comentarios que los magistrados hacen a la regla de

carácter general se llevan a cabo con el propósito de que se
entienda más fácilmente que ella es acorde con la Constitución

de los Estados Unidos Mexicanos, pues el sistema electoral

mexicano descansa, en gran medida, en la participación per-
manente y activa de los partidos políticos en los procesos elec-

torales, ratio juris.

La explicación consiste en esclarecer que dicha participa-
ción puede ser amplia e intensa, como ocurre en Veracruz:

Esta regla general produce la consecuencia de que la actividad de los

partidos no se ve reducida a contender en los comicios, sino que se

extiende a la toma de decisiones, como parte integrante, por conducto de

un comisionado, en el ente colegiado encargado de la organización,

desarrollo y vigilancia de las elecciones.
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En el Estado de Veracruz esa participación es muy intensa, como

lo demuestra el hecho de que estén en condiciones de formar parte del

Consejo General de la Comisión Estatal Electoral, incluso, por regla

general con voz y voto.

A los magistrados les parece importante resaltar la razón

fundamental de la regla general y que ésta es acorde con la

Constitución Política de México, pues de este modo están jus-
tificando su interpretación. Ellos entienden que si el sentido

que se le atribuya al precepto tiende a destacar esa participa-

ción, es claro que tal interpretación será más acorde con la
tendencia que se advirtió en los preceptos constitucionales

mencionados.

Por lo que respecta a la regla de excepción, los magistra-
dos primero explican gramaticalmente qué es una «excepción»

y por qué ellos afirman que están en presencia de una norma

de excepción y, después, dedican su labor a comentar que, en
materia de interpretación y aplicación de leyes, rige el princi-

pio general de derecho que señala que las normas de excep-

ción son de aplicación estricta (exceptio est strictissimae inter-
pretationis).

Alegan que este principio está reconocido en los artículos

10 del Código Civil para el Estado de Veracruz y 11 del Código
Civil para el Distrito Federal en Materia Común y para toda la

República en Materia Federal. Se cuidan de aclarar que las dis-

posiciones contenidas en tales artículos no encuentran oposi-
ción con algún precepto legal de carácter electoral, por lo que,

con fundamento en lo dispuesto por el artículo 2º de la Ley Ge-

neral del Sistema de Medios de Impugnación en Materia Electo-
ral, el principio general de derecho contenido en dichas normas

se considera aplicable al presente asunto.

Hecho lo anterior, los magistrados consideran haber en-
contrado el camino para aplicar los preceptos contenidos en los
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artículos 44 de la constitución local y 133 del CEDCOPEV. Ellos

pensaron que se debía proceder de la siguiente manera:

A. Partir de la base de que, en principio, todos los partidos

políticos que contiendan en las elecciones tienen dere-
cho a nombrar un comisionado con voz y voto, en el

consejo general de la comisión estatal electoral.

B. La única posibilidad legal de abandonar esa idea es que
se demuestre, que se surte la excepción a que antes

[se] hizo referencia.

C. Al hacer tal determinación debe observarse el principio que
rige a la aplicación de las normas de excepción.

Los magistrados no pudieron seguir esta vía sin más. La
misma resultó un camino sinuoso, ya que, precisamente, el Tri-

bunal Estatal de Elecciones en su argumentación demostró que

CDPPN no alcanzó el dos por ciento de la votación en la elección
inmediata anterior. Les resultó necesario regresar a los comen-

tarios sobre la regla de excepción mencionada, para reparar en

que dicha regla contiene dos elementos, a saber: uno expreso,
referido a los partidos políticos que no hayan obtenido al menos

el dos por ciento de la votación total emitida en las elecciones

precisadas en los preceptos en comento; y, un elemento implí-
cito, que presupone la participación de esos partidos políticos

en las últimas elecciones estatales:

Se ha advertido la existencia de ese elemento implícito, porque sólo

tiene sentido atribuir un porcentaje de una votación a un partido político

que ha participado en algunos comicios. Ninguna base legal existe para

afirmar, que es dable atribuir un porcentaje de votación a un partido

político que no hubiera contendido en alguna elección [...] Por esta razón

no es de aceptarse, que la referencia a los partidos políticos que no

hayan obtenido al menos el dos por ciento de la votación total emitida,
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comprenda también a los partidos políticos que hubieran obtenido su

registro con posterioridad a la última elección.

Los magistrados sostienen un aserto más a favor de su

tesis. Ellos afirman que no hay base alguna en la Constitución
estatal o en la ley electoral local para afirmar, que cuando en un

precepto se hace mención a los partidos políticos que no hayan

obtenido al menos el dos por ciento de la votación total emitida,
en tal expresión quedan comprendidos también, los partidos

políticos que hubieran obtenido su registro posteriormente a las

últimas elecciones, de manera similar a lo que ocurre en el len-
guaje común, en donde, por ejemplo, cuando se habla de los

“padres” de una persona, con tal expresión se alude tanto al

padre como a la madre de ella.
Por el contrario –explican los jueces–, ellos encontraron

evidencia en los artículos 41, fracción III de la Constitución Políti-

ca Local y cuarto transitorio, fracción I, de la ley 59, publicada en
la Gaceta Oficial del Estado, de veinte de marzo de 1997, que no

hay confusión en los conceptos; por una parte, partidos políticos

que no obtuvieron al menos el dos por ciento de la votación total
emitida y, por otra parte, partidos políticos que hubieran obtenido

su registro posteriormente a las últimas elecciones.

Corroboran su aserto con la lectura de los artículos 52,
fracción III, y segundo transitorio del CEDCOPEV, notando que si

bien el tema tratado en estos preceptos es el relativo a la ma-

nera en que se otorga el financiamiento público a los partidos
políticos, lo relevante para el caso es que esas disposiciones

hacen referencia expresa a la existencia de dos categorías de

partidos políticos: los nuevos, esto es, los que obtuvieron el
registro con posterioridad a la última elección, y los que parti-

ciparon en dicha elección y no alcanzaron el dos por ciento de

la votación total emitida. Es decir, aunque la ley otorga el mis-
mo financiamiento a los dos mencionados tipos de partido po-
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lítico, lo fundamental es que los concibe y señala expresamen-

te, como institutos con características distintas.
Todo lo cual les permite arribar a la conclusión de que un

asunto es partido político que obtuvo su registro con posteriori-

dad a las últimas elecciones y, otra, partido político que no al-
canzó el dos por ciento de la votación total emitida.

En esta virtud –dicen los magistrados–, si para el legisla-

dor, los conceptos de que se ha venido hablando son diferen-
tes, es de considerarse que si el verdadero sentido de los artí-

culos 44 de la Constitución estatal y 133 del Código Electoral

fuera el de comprender, en la salvedad prevista en las propias
disposiciones, tanto a los partidos políticos que participaron en

algunos comicios sin obtener al menos el dos por ciento de la

votación total emitida, como a los partidos políticos que obtuvie-
ron el registro con posterioridad a las últimas elecciones, ambos

conceptos habrían sido mencionados expresamente, tal y como

se hizo en la redacción de los artículos 41, fracción III, de la Cons-
titución estatal, cuarto transitorio, fracción I, de la Ley 59, publica-

da en la Gaceta oficial del Estado, el veinte de marzo de mil no-

vecientos noventa y siete, así como en los preceptos 52, fracción
III y segundo transitorio del Código Electoral de la entidad.

Sin embargo –siguen sosteniendo los jueces–, si sobre la

base de que para el legislador una cosa es: “partidos políticos
que no alcanzaron el dos por ciento de la votación total emitida”

y, otra: “partidos que obtuvieron el registro con posterioridad a

las últimas elecciones”; y al relacionar esta circunstancia con la
presunción de que el legislador es congruente al expedir los

preceptos que integran un cuerpo de leyes, es lógico concebir

que, cuando en los artículos 44 de la Constitución estatal y 133
del Código Electoral local se mencionan a los partidos políticos

que no hubieran obtenido al menos el dos por ciento de la vota-

ción total emitida, se hace referencia solamente a los institutos
políticos que contendieron en alguna elección y no alcanzaron
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la votación indicada. Concepto en el cual, en modo alguno que-

dan comprendidos los partidos que obtuvieron el registro con
posterioridad a los comicios.

Por todas estas razones –sostienen los magistrados–, para

determinar el surtimiento de la hipótesis de excepción, prevista
en los artículos 44 de la Constitución estatal y 133 del Código

local, observando el referido principio general de derecho que

regula la aplicación de las normas excepcionales, se encuentra
que sólo podría dejarse de aplicar la regla general sobre el de-

recho de los partidos políticos a contar con comisionados, con

voz y voto, en el Consejo General, si de manera estricta se ad-
virtieran los siguientes dos elementos: haber participado en al-

guna de las últimas elecciones y, no haber obtenido, al menos,

el dos por ciento de la votación total emitida.
A juicio de los integrantes de la Sala Superior del Tribunal

Electoral del Poder Judicial de la Federación, la consecuencia

de esta manera de proceder se traduce en que, en aplicación a
la regla general prevista en los últimos preceptos invocados,

conduciría a una mayor participación  de partidos políticos, con

voz y voto, en el Consejo General de la Comisión Estatal Elec-
toral. Esta interpretación es, como se ha visto, más acorde in-

clusive, con las demás normas que integran el sistema legal y

con el propósito del legislador, de dar a los partidos políticos
una participación relevante tanto en la organización, vigilancia y

desarrollo del proceso electoral como en la vida democrática de

la sociedad.

Reflexión doctrinal

En este apartado se mostrará que los magistrados de la Sala

Superior del Tribunal Electoral del Poder Judicial de la Federa-
ción utilizaron lo que se llama razonamiento de analogía y que
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los exegetas del derecho emplean para solucionar los casos no

previstos por el legislador.

Los argumentos de esta índole se basan en la idea de que en todos

aquellos casos en que existe una misma razón jurídica, la disposición

debe ser la misma. (Ubi eadem ratio, idem jus). Para que la aplicación del

razonamiento analógico sea correcta, no basta la simple semejanza de

dos situaciones de hecho, una prevista y otra no prevista por la ley;

requiérese asimismo que la razón en que la regla legal se inspira, exista

igualmente relación con el caso imprevisto [...] Lo que puede justificar la

aplicación por analogía es, pues, “la identidad jurídica substancial”. La

aplicación se realiza bien porque existe igualdad o paridad de motivos

(argumento a pari), bien porque hay una mayor razón (argumento a minori

ad majus), bien porque lo que ocurre es precisamente lo contrario

(argumento a majori ad minus) [...] “Descubierta la ratio juris [la razón

fundamental que ha inspirado la ley], la aplicación extensiva es posible, a

menos de que la disposición legal consagre una excepción (exceptio est

strictissimae interpretationis).” [...] En los casos señalados presúmese

siempre la existencia de una voluntad legislativa.23

La hipótesis expuesta no implica arribar necesariamente a

conclusiones diferentes a las que llegó el máximo tribunal en

materia electoral. Ella solamente es un instrumento de trabajo
para precisar el objeto de esta exploración.

El razonamiento de los integrantes de la Sala Superior del

Tribunal Electoral del Poder Judicial de la Federación se resu-
me de la siguiente manera.

El caso no previsto por los artículos 44, fracción I, de la

Constitución Política de Veracruz y 133, fracción I, del CEDCOPEV

es la participación en el Consejo General, con voz y voto, del

Comisionado de CDPPN, puesto que dicho partido es uno de los

partidos políticos nuevos, es decir, uno de los partidos que ob-

23 García Maynez: op. cit., pp. 335–336.
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tuvieron el registro con posterioridad a los comicios del proceso

electoral inmediato anterior.
La regla general consiste en disponer que el Consejo Ge-

neral se integrará por un comisionado de cada partido político

que participe en las elecciones correspondientes, que tendrá
derecho a voz y voto en las sesiones del Consejo General; la

razón fundamental de este precepto –a juicio del máximo Tribu-

nal Electoral– consiste en dar a los partidos políticos una parti-
cipación relevante tanto en la organización, vigilancia y desa-

rrollo del proceso electoral como en la vida democrática de la

sociedad.
La aplicación por analogía se realiza porque existe igual-

dad o paridad de motivos: puesto que «partido político es uno

nuevo» como «partido político es uno ya consolidado» debe
aplicarse la misma norma. Así CDPPN, partido político nuevo,

participa en las elecciones para diputados locales y ayuntamien-

tos a celebrarse en Veracruz en el año 2000; por lo tanto, su
Comisionado tendrá derecho a voz y voto en las sesiones del

Consejo General.

Sin embargo, en la ley electoral existe una excepción: “sal-
vo que el partido respectivo no hubiere obtenido al menos el

dos por ciento de la votación total emitida en el ámbito estatal

en ninguna de las elecciones del proceso electoral inmediato
anterior, en cuyo caso su Comisionado sólo tendrá derecho a

voz en las sesiones del Consejo General”.

La regla de excepción, que es de aplicación estricta por
principio de derecho, contiene una hipótesis jurídica compleja;

esto es, se compone con dos supuestos jurídicos simples: uno

(“elemento implícito”), que el partido político haya participado
en las elecciones del proceso electoral anterior y, otro (“elemen-

to explícito”), que en ninguna de las elecciones del proceso elec-

toral inmediato anterior hubiere obtenido al menos el dos por
ciento de la votación total emitida en el ámbito estatal.
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CDPPN, siendo un partido nuevo, no participó en las eleccio-

nes del proceso electoral anterior, no cumple el primero de los
supuestos jurídicos simples; por lo tanto, no le es aplicable la

regla de excepción. Consecuentemente, el Comisionado de di-

cho partido deberá tener voz y voto en las sesiones del Consejo
General.

Si lo que se ha expuesto corresponde a la realidad, enton-

ces resta por resolver una cuestión: ¿La Sala Superior del Tri-
bunal Electoral del Poder Judicial de la Federación, en su sen-

tencia, cumplió con el mandato de atenerse en su interpretación

a los criterios gramatical, sistemático y funcional?

Comentarios

sobre el caso analizado

El autor de esta comunicación eligió abordar el más elemental
de los temas: la comprensión del Derecho electoral. Al decir

esto, aclara que el vocablo «elemental» se está utilizando en

sentido figurado para designar lo fundamental del derecho
electoral, aquello que guarda los elementos de esta disciplina

jurídica.

El tema resulta importante en dos vertientes:
Respecto del Derecho Electoral:

a) La comprensión de las leyes electorales presenta un alto
grado de dificultad, no sólo por su novedad sino por los

contextos lingüístico, sistémico y funcional.

b) La interpretación de las leyes electorales en México debe
ser gramatical, sistemática y funcional, no sólo por man-

dato de la ley sino por la necesidad que se deriva de su

propia condición.
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Respecto de la Docencia Jurídica:

a) Después de veintiocho años, un profesor de Derecho tie-

ne la fortuna de vivir la experiencia de un alumno que por

primera vez abre un código de leyes. Éstas no le dicen
absolutamente nada. El alumno para comprender las le-

yes necesita el auxilio educativo del profesor. Por supues-

to, esto también es válido para la comprensión de las le-
yes electorales.

b) El profesor de Derecho, además de un perfil profesional

adecuado, necesita avanzar hacia una cosmovisión com-
prometedora. Esto es válido con mayor razón cuando se

trata de la enseñanza del Derecho electoral.

Comentarios del caso, respecto del derecho electoral

Primero. La lectura de comprensión de las leyes no puede pres-

cindir de su texto ni de su contexto. Estos dos términos son la

clave para definir el tema que trata la ponencia. El significado
usual de la voz «texto» es lo dicho o escrito en una ley. El signi-

ficado usual de la palabra «contexto» es orden de composición

o tejido de ciertas obras, en nuestro caso de la ley.
En la comprensión, interpretación y aplicación de las leyes

electorales el acento se pone en los contextos lingüístico,

sistémico y funcional. No se pretende que esta peculiaridad sea
exclusiva del derecho electoral. Sólo se afirma que ella es nota-

ble en esta rama jurídica por el trasfondo político que siempre

se observa en dicha comprensión, interpretación y aplicación.

Segundo. El análisis del caso provocó que, como un eco, emer-

gieron de los estratos profundos de la memoria las enseñanzas
de Eduardo García Maynez:
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Interpretar es desentrañar el sentido de una expresión. Se interpretan las

expresiones, para descubrir lo que significan. La expresión es un conjunto

de signos; pero ello tiene significación [...] Si aplicamos las anteriores

ideas al caso especial de la interpretación de la ley, podremos decir que

interpretar ésta es descubrir el sentido que encierra. La ley aparece ante

nosotros como una forma de expresión. Tal expresión suele ser el conjunto

de signos escritos sobre el papel, que forman los “artículos” de los Códigos

[...] Lo que se interpreta no es la materialidad de los signos, sino el sentido

de los mismos, su significación.24

Hoy, el ponente no osaría contradecir al conspicuo maes-

tro, pero le resulta fácil afirmar que en la interpretación de una

expresión como en la comprensión de la ley no basta la lectu-
ra del texto, también es necesaria la lectura de los contextos.

Consecuentemente, la interpretación de la ley es un descubri-

miento de su sentido y también la atribución de un significado
al texto legal.

Tercero. El argumento que se desarrolla en esta presentación
puede leerse en el Código Federal de Instituciones y Procedi-

mientos Electorales, en su artículo 3º, punto 2:

La interpretación se hará conforme a los criterios gramatical, sistemático

y funcional, atendiendo a lo dispuesto en el último párrafo del artículo 14

de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos.

La Ley General del Sistema de Medios de Impugnación

expresa algo semejante en su artículo 2º, punto 1:

Para la resolución de los medios de impugnación previstos en esta ley,

las normas se interpretarán conforme a los criterios gramatical, sistemático

24 Ibidem, pp. 325–327.
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y funcional. A falta de disposición expresa, se aplicarán los principios

generales del derecho. 25

Cuarto. Los términos «comprensión» e «interpretación» sue-

len emplearse como sinónimos, pero la remisión que hacen las
leyes electorales al último párrafo del artículo 14 constitucional

enseña la distinción entre la comprensión de la ley y la interpre-

tación jurídica de la misma, dicho párrafo dice lo siguiente:

En los juicios del orden civil, la sentencia definitiva deberá ser conforme a

la letra o a la interpretación jurídica de la ley, y a falta de ésta se fundará

en los principios generales del derecho.

Parece claro que al dictar sentencia definitiva, el juzgador
o lo hace conforme a la letra de la ley, porque la comprende sin

dificultad alguna; o lo hace conforme a la interpretación jurídica,

porque le asaltan dudas respecto del significado de la ley. Por lo
tanto, el último párrafo del artículo 14 constitucional reserva la

expresión “interpretación jurídica” para aquellos casos en que

impera la duda.

Quinto. La definición del tema surge a partir de la narración de

una vivencia consciente que al autor de la ponencia le ha permi-
tido contrastar directamente sus puntos de vista jurídicos a la

vista de los casos concretos de la práctica en el Proceso Electo-

ral de Veracruz del año 2000.
Los debates se fueron sucediendo de un modo que pare-

cía interminable: ¿A quién compete la aplicación de las normas

del Código de Elecciones?, ¿cuáles son las características del

25 Por su parte, el Código Electoral vigente para el Estado de Veracruz, artículo 2º, párrafo
segundo, en su letra dice: “La interpretación de las disposiciones de este Código, se hará
conforme a los criterios gramatical, sistemático y funcional, atendiendo a lo dispuesto en
el último párrafo del artículo 14 de la Constitución Política de los Estados Unidos
Mexicanos”.
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voto?, ¿cuáles los requisitos para el ejercicio del mismo?, ¿cuá-

les las obligaciones de los ciudadanos?, ¿quiénes pueden ser
observadores electorales?, ¿cuáles son los requisitos de elegi-

bilidad?, ¿qué tipos de elección se pueden dar?, ¿cuál es la

naturaleza de los partidos políticos?, ¿cuáles los requisitos para
participar en una elección local?, ¿para qué tipo de elecciones

se tiene derecho de formar coaliciones?, ¿cuándo y ante quién

se presenta el convenio de coalición?, ¿cuál es la estructura del
organismo electoral?, ¿cuál el procedimiento de su integración?,

¿cómo se integran las mesas directivas de casilla?, ¿cuáles son

los plazos y órganos de registro de candidatos?, ¿qué sobre el
inicio, conclusión y gastos de campañas electorales?, ¿qué so-

bre la documentación y material electoral?, ¿cuál es el procedi-

miento de votación?, ¿cómo se lleva a cabo el escrutinio y cóm-
puto de cada elección?...

La conclusión a la que se puede arribar es que en virtud de

la competencia que origina el sistema de partidos políticos la
comprensión de las leyes electorales generalmente es puesta

en tela de juicio. Ésta parece ser una peculiaridad exclusiva del

estudio de las leyes electorales.

Sexto. La intervención de los tribunales para resolver sobre cues-

tiones electorales es una firme tendencia hacia la judicialización
de los medios de impugnación en materia electoral.26

Este fenómeno, que algunos califican como la “judicialización

de la política”, ha producido un conjunto de resoluciones judicia-
les sumamente discutibles. La intervención de los tribunales en

la interpretación y aplicación de la ley o conjunto de leyes electo-

rales no siempre ha salido airosa. Tabasco y Yucatán solamente
son los casos que han dado más de qué hablar en el país.

Por esto, la ponencia se detiene a explorar los misterios

26 Cfr. Valencia Carmona, Salvador: Derecho Constitucional Mexicano a fin de siglo, México,
Porrúa, 1995, p.112.
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que encierran los contextos lingüístico, sistémico y funcional y

que en México se han traducido como criterios gramatical, sis-
temático y funcional en la interpretación de las leyes.

Comentarios del caso respecto de la Docencia jurídica

Primero. Debió resultar obvio que el análisis no tuvo un propó-

sito demostrativo sino meramente didáctico. El caso no es re-
presentativo como para desprender generalizaciones a partir

del mismo: “Una golondrina no hace verano”. Pero se espera

que haya resultado un ejemplo lo suficientemente ilustrativo de
la hipótesis de trabajo.

Segundo. Debió quedar claro que el caso analizado estuvo re-
gulado por el Código de Elecciones y Derechos de los Ciudada-

nos y de las Organizaciones Políticas del Estado de Veracruz,

documento que contiene el ordenamiento jurídico hoy abrogado
y que rigió las cuestiones electorales locales de 1994 a 2000.

La primera lectura que el ponente hizo de tal Código, le

permitió extraer una lección: las normas jurídicas “enmudecen”
cuando alguien se aproxima a ellas sin interrogarlas, porque no

media ninguna especie de aplicación de las mismas y ni siquie-

ra un interés académico.27

El silencio de la normatividad electoral sorprendió y asom-

bró al ponente, porque éste siempre se había acercado a las

leyes para plantear por lo menos alguna cuestión propia de la
docencia o de la investigación. En aquella primera aproxima-

ción a ese Código de Elecciones las normas jurídico–electora-

les no “hablaron”, se quedaron “mudas”. En otras palabras, la
lectura carecía  y careció de sentido.

27 Cfr. Valenzuela Fuenzalida, Rafael: “Metodología del aprendizaje del Derecho”, en Antología
de estudios sobre enseñanza del derecho, México, Instituto de Investigaciones Jurídicas
de la Universidad Nacional Autónoma de México, 1976, pp. 115–126.
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El hecho de que las leyes electorales no tuvieran significa-

ción alguna se debió a que se trataba de un lector indiferente,
pues cuando se realizó aquella lectura, quien expone, a pesar

de ser un ciudadano, jamás había tenido, ya no se diga militancia

activa, sino ni siquiera militancia dentro de un partido político y
nunca había estado dentro de un organismo electoral, que, como

suele decirse en este ambiente, es el ojo del huracán político.

Ante el raudal de cuestiones que se presentaron en el Pro-
ceso Electoral Local 2000, el Código de Elecciones fue cobrando

significación. Pero sería una gran mentira pretender que ésta se

daba con un sentido unánime. La sorpresa y el asombro fueron
en aumento, pues la verdad es que el texto legal fue recibiendo

múltiples significados. De cara a cada cuestión, los ciudadanos,

los representantes de los partidos políticos y los agentes de los
medios de comunicación social, escritos y electrónicos, le atribu-

yen al texto de la ley electoral un significado diferente.

Comentarios del caso respecto del derecho electoral

y la docencia jurídica

Primero. Abordar el hecho del estudio del derecho electoral sig-

nifica caer en la cuenta de que las leyes electorales suelen es-
tudiarse como medio de sobrevivencia y también, en algunos

casos, para realizar en bienes sociales los valores objetivos

democráticos de la libertad, la igualdad y la fraternidad.28

28 Cfr. Pallares, Jacinto: El Plan de estudios de la Escuela Nacional de Jurisprudencia en el
año de 1901, en Antología, Introducción, recopilación y bibliografía de Jaime del Arenal
Fenochio, Morelia, Gobierno del Estado de Michoacán / Universidad Michoacana de San
Nicolás de Hidalgo, 1992, p. 112: “o se estudia el derecho como se estudia cualquier otro
arte u oficio, con el objeto de tener un medio honesto de vivir, de ejercer una profesión
lucrativa, de poseer una arma en la lucha por la vida económica o un empleo remunerado
oficialmente; o se estudia por el amor a la ciencia con el propósito de hacerla progresar y
de poner al servicio desinteresado de la patria y de la humanidad, los adelantos adquiridos;
en una palabra, o se estudia el derecho para comer, o se estudia para la vida espiritual
del individuo y de la especie”.
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El aserto presenta los temas de discusión o ideas principa-

les de esta ponencia: los valores de la democracia actual y de
su principio constitutivo, que es la soberanía popular. Se trata

de valores reconocidos por una tradición histórica de muchos

cientos de años, pero respecto de los cuales los hombres y las
mujeres del mundo adquirieron una conciencia aguda apenas

en la era moderna.

Poner a la vista de todos tales valores implica replantear la
finalidad del trabajo, pues éste consiste en aplicar con profunda

atención el pensamiento a la consideración de las libertades

democráticas, de la igualdad política de la democracia y de la
fraternidad como valor democrático.

En suma, lo que está en juego al estudiar las leyes electo-

rales es el derecho a una vida humana digna, a la cual sólo es
posible acceder por la vía de la democracia.29  Situados en este

camino se deben salvar los obstáculos que oponen la dictadura

y, más generalmente, los gobiernos autoritarios.
Estudiar las leyes electorales con propósitos de so-

brevivencia es lo mismo que no estudiarlas, pues un aprendizaje

tal es miope o ciego y no permite al estudiante o estudioso darse
cuenta si está sirviendo a los valores democráticos o a los intere-

ses mezquinos de un gobierno dictador o autoritario.30

Segundo. El conocimiento popular advierte que quien ha

egresado de una escuela de Derecho es un «picapleitos». Lo

cual quiere decir que es un pleitista o, lo que parece ser igual,
un «abogado».31  Es decir, la intuición popular reconoce como

abogado a quien estudia el derecho con el sólo objeto de sobrevi-

29 Aguilar, Luis Armando: El derecho al desarrollo, su exigencia dentro de la visión de
un nuevo orden mundial, México, ITESO–Universidad Iberoamericana, 1999, pp. 305
y SS.

30 Cfr. Patiño Camarena, Javier:  Derecho Electoral Mexicano, México, Constitucionalista,
1996, pp. 11–17.

31 Cfr. Rodríguez Campos, I.: La Abogacía, México, O. Cárdenas Editor, 1990, pp. 5–6.
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vir. Se trata de un sujeto que estudia sólo para ejercer merce-

nariamente el oficio. En el ambiente electoral es aquel que
hace la “talacha” sin saber el qué y el porqué de la normatividad

electoral.

Sin embargo, no puede pasar desapercibido que existe otro
nivel, tal es el caso de los jueces y de quienes coadyuvan con

ellos. A quienes corresponde la interpretación o aplicación con-

creta de las leyes, o por lo menos, las reglas de la recta inter-
pretación que se tiene que hacer en cada caso concreto. Esta

interpretación, o hermenéutica concreta, se suele llamar juris-

prudencia. Es una actividad práctica y a veces lo único que hace
es apoyarse en la autoridad de otros, de manera especial en las

resoluciones de las más altas autoridades judiciales.

Existe el nivel más elevado, en el que todo jurista comien-
za a entender que si es algo, es que es intérprete.32  El siguiente

testimonio de José Benigno Zilli Mánica es valioso:

Tuvimos la dicha de coordinar un seminario del Instituto de Investigaciones

Jurídicas de la Universidad Veracruzana para los alumnos del doctorado

en Derecho [...] Hacia el final del seminario nos pareció discernir que en

realidad los juristas o jurisconsultos son unos hermeneutas al servicio de

la colectividad en sus estructuras más básicas y necesarias. El

jurisconsulto es quien te puede decir qué es el derecho en una determinada

sociedad y hasta dónde se extienden sus límites o su validez. No son

ellos los creadores del Derecho [...] Los juristas nos dicen qué discursos

o textos son Derecho y cómo se debe interpretar, o sea, que la

jurisprudencia o ciencia del Derecho es una hermenéutica colosal de las

normas de la colectividad.33

32 Cfr. Zilli Mánica, José Benigno: Comentarios, acotaciones marginales, Xalapa,
Gobierno del Estado de Veracruz, 1996, pp. 38–39: “Todo mundo comienza a entender
que si es algo, es que es intérprete. El hombre se ve a sí mismo como interpretante
y se pregunta por su especificidad y por las reglas de su proceder para que sea
auténtico y válido”.

33 Ibidem, p. 55.
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La percepción de los tres niveles descritos expone otro

conjunto de temas de discusión o ideas principales de la po-
nencia. Pero, todos convergen en una sola cuestión: ¿Existe

el derecho electoral? Sin lugar a dudas, existen leyes electo-

rales, picapleitos que se dedican a sobrevivir a costa de las
leyes electorales, tribunales y jueces electorales que aplican

las leyes electorales en caso de conflicto y que han dado lugar

en corto tiempo a una abundante y discutible jurisprudencia,
pero ¿existe esa hermenéutica colosal de las normas de la

colectividad en materia electoral?
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MITO Y REALIDAD DE LA AUTONOMÍA*

Formulación de la tesis

La tesis a la que se refiere el presente ensayo se formula de la
siguiente manera: La relación del órgano electoral con los órga-

nos de gobierno y con los partidos políticos es no sólo de inde-

pendencia sino también de cooperación. El mito de la autono-
mía y la realidad de la misma son el eje en torno al cual giran los

comentarios.

En términos generales, se puede decir que nuestros pue-
blos demandan hoy un campo para las elecciones y los procedi-

mientos de captación del voto que tenga un amplio margen de

independencia respecto del gobierno y del control de los parti-
dos políticos.

En México –como es sabido por todos– existen dos am-

bientes electorales: el federal y el local. Las observaciones del
trabajo miran hacia el interior de la entidad veracruzana. El motivo

que anima estas reflexiones es la búsqueda de garantías sóli-

das de la implantación o el fortalecimiento de prácticas demo-
cráticas en el ambiente local.

En este ámbito, las comunidades políticas son el Estado y

el Municipio. El Estado cuenta con órganos Legislativo, Ejecuti-
vo y Judicial. Los titulares de los dos primeros órganos citados y

el Ayuntamiento del Municipio son de elección popular.

El 3 de septiembre del año 2000, los ciudadanos vera-
cruzanos eligieron a los diputados del órgano legislativo de su

* Ponencia dictada en el Primer Encuentro Nacional de Consejeros Estatales Electorales,
celebrado en Acapulco, Guerrero, del 6 al 8 de junio de 2001.
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Estado y a los ediles de los ayuntamientos en los municipios

que componen a dicha entidad.
La Comisión Estatal Electoral (CEE) fue el organismo públi-

co depositario de la autoridad electoral, responsable del ejercicio

de la función estatal de organizar las elecciones.1  Dentro de ella,
los ciudadanos veracruzanos y los partidos políticos fueron res-

ponsables conjuntamente de la preparación, desarrollo y vigilan-

cia del proceso electoral. ¿Y los órganos de gobierno?, ¿perma-
necieron al margen del proceso electoral?

La CEE no fue una ínsula entre los órganos del Estado. Por

el contrario la propia legislación electoral señalaba un conjunto
de relaciones con los órganos de gobierno y, aun cuando se

pueda pensar que algunas vulneraban su independencia, otras

fueron necesarias relaciones de colaboración.
En el Código de Elecciones y Derechos de los Ciudadanos

y de las Organizaciones Políticas para el Estado de Veracruz

(CEDCOPEV) existía un mandato general que decía:

Para el desempeño de sus funciones, los organismos electorales

establecidos por la Constitución Política del Estado de Veracruz y el

CEDCOPEV contarán con el apoyo y colaboración de las autoridades estatales

y municipales.

Pero en lo particular se pueden distinguir los siguientes

lazos de cooperación:

a) En el ordenamiento jurídico vigente para el Proceso

Electoral 2000, el más natural de los vínculos fue con el

órgano legislativo, pues la Legislatura del Estado tenía la

1 Cfr. Artículo 130 del CEDCOPEV. La Constitución Política de Veracruz que rigió el proceso
electoral 2000 describe a la CEE en su artículo 42: “La organización, vigilancia y desarrollo
de las elecciones es una función estatal que se realiza a través de un organismo público
autónomo, de carácter permanente, dotado de personalidad jurídica y patrimonio propio,
denominado Comisión Estatal Electoral”.
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atribución de designar a los comisionados electorales ante

el Consejo General de la CEE y podía revocar la designa-
ción de aquel que incumpliera con alguno de los requisitos

señalados en el CEDCOPEV o que incurriera en alguna de

las causas de responsabilidad previstas en la ley de la
materia, durante el periodo que se encontraba desem-

peñando sus funciones.

b) El Consejo General de la CEE tenía la atribución, derecho y

obligación, de informar al Tribunal Estatal de Elecciones y a

la Legislatura del Estado sobre todos aquellos aspectos que
resultasen relevantes para el cumplimiento de las facultades

y atribuciones que les correspondían, proporcionando los

datos y documentos que éstos le solicitasen.

c) El Comisionado Presidente del Consejo General tenía la

atribución de presentar anualmente al Consejo General el
proyecto de presupuesto de la CEE, remitiéndolo, una vez

aprobado, al titular del Poder Ejecutivo para su considera-

ción, en los términos de la Ley de la materia.
Esta fórmula legal permite ofrecer un ejemplo del

vínculo existente entre la CEE y el Ejecutivo y también de

su fuerza directiva. El 1º de diciembre de 1999, el Consejo
General aprobó el presupuesto para el año electoral 2000.

Dicho presupuesto fue por un gran total de 256 millones,

978 mil, 87 pesos, cero centavos. Al someterlo a conside-
ración del Poder Ejecutivo, tal presupuesto sufrió un recorte

de 96 millones de pesos. En otro momento, bajo otras

circunstancias políticas, y por la vía de una solicitud de
ampliación del presupuesto, esta última cantidad fue

finalmente autorizada.

d) La atribución de ejercer el presupuesto de la Comisión
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era del Director General de la CEE. El cual debía presentar

a la Legislatura del Estado, cuando ésta lo requiriera, los
informes correspondientes a la aplicación de las partidas

autorizadas para el organismo, en los términos de la

legislación relativa al control y auditoria del gasto público.
La disposición enunciada es otro buen ejemplo, pues

muestra de hecho una distancia abismal entre las

actividades del Director General (y, por ende, de los
órganos ejecutivos) respecto del Consejo General y, en

cambio, señala una cercanía con el órgano legislativo.

En efecto, bajo este ordenamiento el Director no debía
rendirle cuentas al órgano superior de Dirección de la CEE

sino a la Legislatura del Estado. El Consejo General para

obtener información de la actividad de los órganos
ejecutivos estaba a merced de la “buena voluntad” del

Director en turno.

e) El Ejecutivo del Estado, en términos de lo dispuesto por

el artículo 5º de la Ley Orgánica de la Administración

Pública local, podía celebrar los convenios necesarios
para expeditar el desarrollo de los trabajos electorales a

que se refiere el CEDCOPEV.

f) Los órganos desconcentrados –comisiones distritales y

comisiones municipales electorales–, así como las mesas

directivas de casilla, por conducto de sus respectivos
presidentes, pudieron solicitar el apoyo de la fuerza pública

para garantizar el normal desarrollo del proceso electoral.

Idéntica atribución tenía el Comisionado Presidente del
Consejo General. Esta hipótesis, en la práctica del proceso

electoral 2000, dio lugar a una situación paradójica, pues

al mismo tiempo que el Consejo General acordó un
llamamiento a los gobiernos estatal y municipal para que
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no intervinieran en el proceso electoral, solicitaba de ellos

el apoyo de la fuerza pública en aquellos lugares donde
se encendían «focos rojos», respecto del normal desarrollo

de las elecciones.

g) El Sistema de Medios de Impugnación gira casi en su

totalidad en torno a los órganos jurisdiccionales: el Tribunal

Estatal de Elecciones y el Tribunal Electoral del Poder
Judicial de la Federación. Aun cuando se acepte que fue

para bien del proceso electoral, un claro ejemplo de

interferencia del Poder Judicial se encuentra en el caso
de la candidatura en común. En ésta, la Sala Superior del

Tribunal Electoral del Poder Judicial de la Federación, en

ejercicio de jurisdicción plena, sustituyó al Consejo
General para acordar un proyecto sobre el tema que el

órgano superior de dirección de la CEE formalmente nunca

conoció.

Justificación de la tesis

En México se ha divulgado la idea de que el principio de

independencia que rige la función electoral hace referencia a
las garantías y atributos de que disponen los órganos y

autoridades que conforman el organismo electoral, para que sus

procesos de deliberación y toma de decisiones se den con
absoluta libertad y respondan únicamente al imperio de la ley,

afirmándose su total independencia respecto a cualquier poder

establecido. La división de poderes es la controversia jurídica
que se filtra a través de esta reflexión.

La CEE, pese a sus carencias y limitaciones, permitió vis-

lumbrar la concepción contemporánea de la función electoral
que se caracteriza tanto por la acción colegiada de las decisio-
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nes del órgano electoral, cuanto por la marcada intervención

ciudadana. Pero no nació con tales características.
Con relación al órgano electoral de Veracruz es válido ha-

blar de un antes y un después del 1º de enero de 1995. La

diferencia no es poca cosa, pues estriba en el hecho de que,
antes de esa fecha, las elecciones de Gobernador del Estado,

de diputados ante la Legislatura y de los ediles de los ayunta-

mientos de los municipios, las organizaba el «gobierno» y, des-
pués de ese año, tales elecciones las organizan los ciudadanos

y los partidos políticos “sin intervención gubernamental”.

En 1992, el Código Electoral para el Estado Libre y Sobe-
rano de Veracruz–Llave establece que la CEE es el organismo

autónomo, permanente, con personalidad jurídica propia; que

se integra con el objeto de preparar los procesos electorales
para Gobernador, diputados y ayuntamientos en el Estado de

Veracruz.

En ese año la naturaleza jurídica de la CEE no es la de un
órgano de Estado sino propiamente hablando la de una comi-

sión de gobierno. A pesar de la denominación, su grado de au-

tonomía era muy limitado y tenía un nivel de dependencia muy
intenso respecto de la Secretaría General de Gobierno. Se pue-

de afirmar que su «autonomía» se reducía al hecho de recono-

cerle una personalidad jurídica propia.
La permanencia de la CEE era en la letra de la ley, pues

ella, por decirlo así, solamente cobraba vida en el año de la

elección. Durante la primera decena del mes de febrero para la
elección de Gobernador y diputados y, en la primera decena del

mes de abril para la elección de ayuntamientos.

Volviendo la mirada hacia la constitución de la CEE, se apre-
cia plenamente su realidad, pues se conformaba de la siguiente

manera: un Presidente, que es el Secretario General de Gobier-

no; un Secretario, que será un Notario Público; dos vocales,
designados por el Ejecutivo del Estado, encargados de la orga-
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nización y capacitación electoral, y de prerrogativas y partidos

políticos, respectivamente; dos comisionados del Poder Legis-
lativo (diputados); un Delegado del Registro de Electores; un

Comisionado de cada uno de los partidos políticos registrados,

por cada comisionado propietario habrá un suplente.
Las modificaciones que en los años de 1993 y 1994 se

hicieron a la Constitución Política de los Estados Unidos Mexi-

canos en materia electoral,2  favoreció que en Veracruz la CEE,
el 27 de mayo de 1994, expidiera la convocatoria para la cele-

bración de los Foros de Consulta para la Reforma Democráti-

ca,3  en la que participaron partidos políticos, la comunidad aca-
démica, órganos colegiados y la ciudadanía.

Como resultado de dichos Foros, el Ejecutivo del Estado

envió a la Legislatura del Estado la iniciativa de reformas a la
Constitución local y al Código Electoral vigentes para ese año. El

22 de septiembre de 1994, en la Gaceta Oficial, se publican las

reformas y adiciones a la Constitución Política del Estado Libre y
Soberano de Veracruz–Llave.4  Digno de mención es el Capítulo

II de dicho ordenamiento legal, que trata de los partidos políticos,

organismos electorales y Tribunal Estatal de Elecciones.
En lo que respecto al Código de Elecciones y Derechos de

los Ciudadanos y de las Organizaciones Políticas del Estado de

Veracruz, los temas más sobresalientes de la reforma de 1994
fueron varios.5  En este ensayo importa destacar la redefinición de

la CEE como organismo electoral autónomo e independiente, sin

participación gubernamental, dotado de nuevas atribuciones y una
estructura que aseguren sus funciones de manera permanente.

2 Cfr. Valencia Carmona, Salvador: Derecho Constitucional Mexicano a fin de siglo, México,
Porrúa, 1995, p. 75.

3 CEE: Memoria de los Foros de Consulta para la Reforma Democrática,  2 tt., editado por el
Comité Técnico de los Foros de Consulta para la Reforma Democrática, Xalapa, julio de
1994.

4 Cfr. Gaceta Oficial del Estado Libre y Soberano de Veracruz–Llave, no. 114, del 22 de
septiembre de 1994.

5 Cfr. Galarza Granados, Lázaro: “Análisis del Proceso Electoral 1995”, en Síntesis del
Proceso Electoral 1995, CEE, Xalapa, 1996, pp. 103–115.
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Durante el proceso electoral de 1994, se puede afirmar

que el órgano electoral vive un periodo de transformación. La
jornada electoral se llevó a cabo el 13 de noviembre para la

renovación de los doscientos siete ayuntamientos que existían

entonces. La CEE se instaló el 9 de abril en el salón Benito Juárez
del Palacio de Gobierno en la ciudad de Xalapa, Veracruz, tal y

como lo ordenaba el artículo 132 del Código Electoral de 1992.

Pero, escasamente un mes antes de la jornada, el 6 de octubre
de 1994, se aprobó el Código de Elecciones y Derechos de los

Ciudadanos y las Organizaciones Políticas del Estado Libre y

Soberano de Veracruz–Llave.
Este Código concibió a la CEE de manera diferente, ya no

como una comisión del gobierno sino como una entidad estatal

u órgano de Estado. La nueva legislación define a la CEE como

el organismo público depositario de la autoridad electoral, responsable

del ejercicio de la función estatal de organizar las elecciones.

Si el legislador hubiera dicho que la CEE es un organismo

de derecho público, quizá hubiera sido mucho más claro el tex-
to de la ley. En efecto, el intérprete podría explicar que los orga-

nismos de derecho público intervienen en relaciones jurídicas,

en las cuales el Estado actúa como entidad soberana.
Siendo un año electoral, la metamorfosis no podía ocurrir

repentinamente, razón por la cual el artículo segundo transitorio

de la Constitución Política del Estado señalaba que

En el órgano superior de dirección establecido en el segundo párrafo del

artículo 41 reformado, participarán con voz y voto, hasta el 1 de enero de

1995, un representante del Poder Ejecutivo, que lo presidirá, y dos

representantes del Poder Legislativo, correspondiendo estos últimos

respectivamente, a la mayoría y a la primera minoría de la Legislatura del

Estado.
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Consecuentemente, el Secretario de Gobierno fungió como

el primer Presidente del Consejo General de la CEE. Esto es, el
principio de independencia no llegó súbitamente. La CEE apare-

ció en el escenario político absolutamente vinculada al gobier-

no y, por ende, sujeta al control de por lo menos un partido polí-
tico, en aquellos años todavía hegemónico en el país.

Se ha notado que nuestros pueblos demandan hoy un cam-

po para las elecciones y los procedimientos de captación del
voto que tenga un amplio margen de independencia respecto

del gobierno y del control de los partidos políticos. Es necesario

que el control de los procesos electorales vaya pasando a ma-
nos de la sociedad civil.

En respuesta a tal reclamación dentro de la CEE participa-

ron un conjunto muy amplio de ciudadanos y ciudadanas: los
comisionados electorales. Ellos participaron como integrantes

del Consejo General, de las comisiones distritales electorales  y

de las comisiones municipales. Tales comisionados solamente
podían actuar en cumplimiento de las atribuciones que la ley le

otorga a un cuerpo colegiado de la CEE, sea este el Consejo

General o los órganos desconcentrados. Pero las cosas se fue-
ron al otro extremo.

En Veracruz, el 26 de febrero de 1996 un Comisionado

Ciudadano, entre otros puntos de reflexión, propuso para lograr
mejores resultados de la reforma electoral de aquel año:

Conducir los trabajos hacia la consolidación de la soberanía de la Comisión

Estatal Electoral, consolidar la autonomía y la independencia del Consejo

General de la Comisión Estatal Electoral.6

La cita destaca dos asuntos: la soberanía de la CEE y la
autonomía e independencia del Consejo General. No es pru-

6 Alafita Méndez, Leopoldo: “Enriquecer la polémica”, en Reforma Democrática, Consulta
Pública, La Reforma Electoral, Xalapa, Secretariado Ejecutivo del Consejo Estatal de la
Consulta Pública para la Reforma Democrática, 1996, p. 10.
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dente intentar dilucidar en este espacio los términos soberanía,

autonomía e independencia. Lo más que se puede esclarecer
es que la soberanía es un atributo del Estado. La CEE es un

órgano del Estado que tiene a su cargo una función singular, la

función electoral. El buen sentido, la inteligencia en su actividad
espontánea, ayuda a entender que la CEE no era una entidad

soberana. En todo caso, ella solamente era un organismo de

derecho público.
El problema es que tratándose de la autonomía y de la

independencia del órgano superior de dirección de la CEE, el

sentido común no distingue tan fácilmente lo verdadero de lo
falso. En torno a la autonomía se ha construido un mito (una

ficción alegórica) y con relación a la independencia, ésta se con-

funde con la autonomía. En efecto, no ha faltado quien preten-
da que los ciudadanos que participan en los organismos electo-

rales no tengan trato alguno con los funcionarios de los órganos

de gobierno.
La autonomía de la CEE sigue reducida al hecho de tener

una personalidad jurídica y un patrimonio propios. La autono-

mía del Consejo General, propiamente dicha, se reduce a dos
atribuciones, a saber: una, la atribución reglamentaria de que

disponía y que, por cierto, ejercitó muy poco; y, otra, la atribu-

ción de acordar o resolver los asuntos de su competencia, que
ejercitó con regularidad.

Con respecto a la primera atribución, el producto más no-

table es el Reglamento del Consejo General y la carencia más
sobresaliente consiste en no haber elaborado el Estatuto del

Servicio Profesional Electoral. En relación con la segunda, cabe

comentar que se trata de la atribución de realizar procesos de
elaboración de normas jurídicas individualizadas.

Los acuerdos o resoluciones del Consejo General son

el producto de actos de autoridad que efectivamente gene-
ran normas jurídicas, pero no de aplicación general como la
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ley, sino individualizada:

Subordinadas a los [preceptos] de carácter general existen las normas

individualizadas, que, como su nombre lo indica, sólo se aplican a uno o

varios miembros, individualmente determinados, de la clase designada por

el concepto–sujeto de los preceptos generales que les sirven de base [...]

Así como en el caso de los preceptos genéricos la creación de los mismos

está condicionada por una serie de requisitos de orden formal, en el de las

individualizadas hay también una serie de condiciones de validez, lo que

nos permite hablar de los procesos creadores de dichas normas.7

Los acuerdos o resoluciones del Consejo General se de-

ben tomar en sesiones ordinarias o extraordinarias por unani-

midad o mayoría de votos de los miembros con derecho a ello,
para que tengan validez jurídica.

En el momento de las sesiones, ordinarias o extraordina-

rias, es que suceden los procesos de deliberación y toma de
decisiones que se deben dar con absoluta libertad y responder

únicamente al imperio de la ley. Es aquí en donde se puede ver

el refinamiento del principio de independencia.
La aplicación del principio de independencia pesa, y pesó

mucho, sobre el Consejo General de la CEE. La integración de

este órgano superior de dirección permite explicar un poco la
pesadez aludida.

El Consejo General se compuso por comisionados de los

partidos políticos y por comisionados electorales. Ambos tipos
de comisionados fueron garantes del proceso electoral. Los pri-

meros no son independientes sino que obedecen al partido que

representan. Los segundos, por definición legal, son «ciudada-
nos–sin–partido», pero esto no es garantía de su independen-

cia, ya que la legislatura los nombra a propuesta de un partido

político.

7 García Maynez, Eduardo: Introducción al estudio del Derecho, México, Porrúa, 1978, p. 75.
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La «absoluta libertad» que caracteriza los procesos de

deliberación y la toma de decisiones del Consejo General, en el
ejercicio del principio de independencia, se comprende si res-

ponden únicamente al imperio de la ley. Pero el Consejo Gene-

ral se compone de personas particulares y concretas (con sus
nombres y sus apellidos) que comprenden, interpretan y apli-

can la ley en una determinada situación histórica. La única ga-

rantía de independencia está en la objetividad del acuerdo que
logren dichas personas.

Defensa de la tesis

La lectura de la Constitución Política para el Estado de Veracruz
exige meditar sobre muchos y diversos temas, pero quizás uno

de los más atractivos es el “De los Organismos Autónomos del

Estado”, los cuales conforme a la Constitución y a la ley cuen-
tan con personalidad jurídica y patrimonio propios, tendrán au-

tonomía técnica y presupuestal, y sólo podrán ser fiscalizados

por el Congreso del Estado.
Estos organismos son tres, a saber: el Instituto Electoral

Veracruzano, la Comisión Estatal de Derechos Humanos y el

Órgano de Fiscalización Superior. Este ensayo reflexiona acer-
ca del Instituto Electoral Veracruzano, el cual, dentro de el con-

junto de actividades Estatales, desenvolverá la organización,

desarrollo y vigilancia de las elecciones, plebiscitos y referendos.
La Exposición de Motivos de la Iniciativa de Reformas a la

Constitución Política del Estado, cuando se refiere a los orga-

nismos autónomos del Estado, informa que:

El Capítulo V del presente Título Segundo constituye una verdadera

innovación en nuestro orden constitucional, atendiendo a la experiencia

de países como los Estados Unidos, Francia y España, puesto que por
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primera vez ordena, de manera sistemática y armónica a los dos

organismos autónomos de Estado más recientes: la Comisión Estatal de

Derechos Humanos, y el ahora denominado Instituto Electoral

Veracruzano, anteriormente Comisión Estatal Electoral.

¿Innovación o simple cambio de nombre? El texto dice que

la innovación es en cuanto a la ordenación sistemática y armó-

nica de los organismos autónomos de Estado. La voz «orde-
nar» quiere decir dar órdenes, pero también poner orden. De

aquí que se puede sostener y se sostiene que la innovación

alcanza también al organismo que se trata. O, si se quiere, el
simple cambio de nombre enreda una novedad en el órgano

electoral, pues las comisiones estatales electorales aparecie-

ron en el escenario político absolutamente vinculadas al gobier-
no y sujetas al control de por lo menos un partido político.

El IEV es un organismo autónomo de Estado, pero bajo nin-

gún concepto autónomo «del» Estado. Bajo la doctrina de la
distribución de funciones del Estado. Se trata de un órgano en-

tre otros, respecto de los cuales debe guardar independencia

(en el sentido anotado más arriba). Pero con los cuales debe
tener relaciones de colaboración.

La Constitución reformada determinó que el órgano supe-

rior de dirección del Instituto será el Consejo General, que fun-
cionará de manera permanente. Y que el Instituto contará con

el personal ejecutivo y técnico necesario para el cumplimiento

de sus funciones.
La Ley Número 75, el Código Electoral nuevo para

Veracruz, aprobada el 16 de octubre del año 2000 por el Con-

greso del Estado, conserva los lazos que la extinta CEE tenía
con los órganos de gobierno y que hemos enlistado al principio

de esta ponencia. Pero, además, la Constitución Política en vi-

gor, en su artículo 34, fracción VI, le  otorga al IEV la facultad de
presentar iniciativas de ley ante el Congreso del Estado. El artí-
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culo 67, fracción I, de dicha Constitución sienta las bases sobre

las cuales el organismo desplegará la actividad estatal que le
corresponde.

Conclusión de la tesis

La Constitución Política de Veracruz ordena que, al terminar el
proceso electoral local del año 2000, se establezca el Instituto

Electoral Veracruzano (IEV). Esto ocurrió el 30 de diciembre del

año citado. La comunicación constitucional es una buena noti-
cia porque compromete un cambio para bien en materia electo-

ral y, consecuentemente, alimenta la esperanza de una vida dig-

na para los pueblos de Veracruz.8  Esto es, el asunto del IEV se
proyecta en función de una vida buena para los veracruzanos.

En la historia, las crisis, las derrotas y los fracasos, ali-

mentan el escepticismo, pero los cambios que se han dado
para bien incitan a explorar los caminos del derecho o a ven-

cer la tentación de abandonar estas vías cuando ya se transita

por ellas.
Parece obvio que los procesos electorales no se deben

dejar al rumbo que les señale el libre juego de las fuerzas polí-

ticas y que el derecho debe indicar la dirección que han de se-
guir. Pero no es obvio para quienes siguen pensando que el

derecho por su propia índole es un obstáculo a la tan anhelada

transición democrática.9  Lo que ocurre es que suelen figurarse
que el derecho se agota en la ley, lo cual dista mucho de ser

verdadero.

El ponente sostiene que el nacimiento del IEV compromete
un cambio para bien. Pero, ¿cuál es el bien en el que se está

8 Cfr. Aguilar, L.A.: El Derecho al desarrollo: su exigencia dentro de la visión de un nuevo
orden mundial, México, ITESO–Universidad Iberoamericana, 1999.

9 Cfr. Novoa, Monreal, E.: El Derecho como obstáculo al cambio social, México, Siglo XXI,
1976.
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pensando? Se está pensando en la adecuada función electoral

como medio de expresión de la voluntad popular. En principio,
el IEV es un órgano electoral autónomo y profesional, cuyo sino

esencial consiste en dar confianza, legalidad y transparencia a

los procesos electorales.
Sin embargo, también se está pensando en otro bien so-

cial concreto que complementa el anteriormente citado. Esto

es, la consulta directa a los ciudadanos que hoy es admitida por
la Constitución y las leyes de Veracruz, a través del referendo y

el plebiscito. El IEV, en año no electoral, tiene a su cargo la orga-

nización, desarrollo y vigilancia de estos medios de democracia
semidirecta y que, por disposición de la ley relativa, sólo se pue-

den llevar a cabo en colaboración con los órganos Legislativo y

Ejecutivo.
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PLEBISCITO 2001*

Introducción

El 6 de julio del año en curso el gobernador del Estado lanzó
una convocatoria para realizar en Veracruz el primer plebiscito

en la historia reciente de nuestro país. En ella se plantean cinco

cuestiones que la ciudadanía deberá responder el próximo do-
mingo 26 de agosto. La jornada electoral iniciará a las nueve de

la mañana y concluirá a las cinco de la tarde.

Este hecho histórico nos reúne con el propósito de divul-
gar el sentido y la razón del plebiscito. Es decir, el objetivo de la

exposición es que al término de la misma los asistentes a esta

sala de videoconferencias y a las salas regionales de Veracruz,
Poza Rica, Córdoba y Coatzacoalcos, sean capaces de auxiliar

al Instituto Electoral Veracruzano en la divulgación del sentido y

la razón del Plebiscito 2001.
Quien expone, Consejero Presidente de dicho Instituto, no

puede menos que expresar su gratitud a la Universidad Veracru-

zana y al Dr. Víctor Arredondo Álvarez, rector de esta Casa de
Estudios, por la magnifica oportunidad que nos ofrece, no sólo

para cumplir cabalmente con el deber que la ley le impone al IEV,

de difundir la jornada plebiscitaria, sino también de dialogar con
los universitarios sobre este asunto. Este mensaje no es ni aspira

a ser una conferencia sino solamente una invitación.

La primera tarea es recordar que este plebiscito es la con-
sulta que el gobernador de Veracruz hace a la ciudadanía sobre

decisiones o medidas administrativas relacionadas con el pro-

* Conferencia dictada el 23 de agosto de 2001, en la Unidad de Servicios Bibliotecarios y
de Informática (USBI), en el marco de la campaña de difusión sobre el sentido y razón del
Plebiscito 2001.
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greso, bienestar e interés social en el estado. Que los resulta-

dos de dicha consulta son obligatorios para el titular del Órgano
Ejecutivo y que compete al IEV la organización, desarrollo y vigi-

lancia del plebiscito.

En esta manifestación sobre el procedimiento plebiscita-
rio, las ideas principales que se abordarán son tres, a saber: 1.

La condición histórica del plebiscito veracruzano del año 2001;

2. el marco jurídico de que rige la realización de tal evento; y, 3.
la razón y el sentido del plebiscito convocado.

En suma, se hablará sobre el motivo de la convocatoria

hecha por el Gobernador del Estado de Veracruz y de la motiva-
ción que anima a los integrantes del IEV. La experiencia que se

está viviendo en Veracruz también es de naturaleza educativa

o, mejor aún, el plebiscito es un acto esencial de educación
cívica y de difusión de la cultura democrática.

Índole histórica del Plebiscito

Quien les habla intentará explicar, a grandes rasgos, tres formas
de participación popular en el gobierno de la sociedad. Ellos

son los siguientes: a) la democracia directa; b) la democracia

representativa y c) la democracia semidirecta. Conviene advertir
que tal explicación no pretende involucrarse en el debate

académico que existe sobre la materia sino tan sólo enunciar el

carácter histórico del plebiscito veracruzano.

La democracia directa se refiere a una forma de gobierno en la cual “el

pueblo participa de manera continua en el ejercicio directo del poder”. Se

trata de una democracia autogobernante. Esto significa que el pueblo,

reunido en asamblea, delibera y decide en torno a los asuntos públicos.1

1 Prud’homme, Jean–Francois: Consulta popular y democracia directa, México, IFE, 1997,
pp. 17–18.
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Juan Jacobo Rousseau aparece como el defensor de la

democracia directa. Para él, la soberanía del pueblo –que es la
base del contrato social– no puede ser alienada, dado que el

acto de delegación niega la esencia misma de la soberanía. El

soberano no puede ser representado sino por sí mismo, so pena
de perder el poder. El pueblo es libre en la medida en que no

delega el ejercicio de su soberanía en asambleas legislativas.

Se critica que este modelo de democracia sólo puede apli-
carse a comunidades pequeñas y que, aun así, la práctica de

esa democracia es excluyente.

En contra partida, la democracia representativa se define
como:

una “democracia indirecta, en la que el pueblo no gobierna pero elige

representantes que lo gobiernan”.2

En sus orígenes la noción de representación no estaba
asociada a una forma de gobierno democrático. Esto es, la de-

mocracia representativa nace como la gran antagonista de la

democracia directa. Más tarde, representación y participación
política real se vinculan. La representación política constituye

un sustituto ideal de la democracia directa en países de gran

extensión.
En nuestros días, los argumentos que más se utilizan en

defensa de la democracia representativa destacan que, en ella,

la toma de decisiones cuenta con suficiente información en la
medida en que se desarrolla a través de  diversas etapas y de

una serie de filtros.

Se critica la democracia representativa porque en el mo-
mento de legislar o de participar en la toma de decisiones públi-

cas, el representante no siempre sirve de manera pura a los

intereses de sus representados.

2 Ibidem, p. 19.
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Con todo, en el mundo contemporáneo, son las institucio-

nes representativas constituyen el marco de la vida democráti-
ca. Los mecanismos de la democracia directa, tales como el

plebiscito, el referendo o la iniciativa popular, tienen que ser

comprendidos dentro de ese marco.
En nuestros días, la relación entre ambas formas de de-

mocracia tiende a ser más complementaria que antagónica. El

plebiscito, el referendo y la iniciativa popular expresan más bien
una forma de democracia semidirecta, dado que funcionan más

como correctivos que como pilares de la vida democrática mo-

derna.
Lo histórico del ejercicio plebiscitario en Veracruz reside

no tanto ni tan sólo en que sea la primera vez que se aplica en

la historia reciente del país, sino en que estamos presenciando
una ensayo de transición de la pura democracia representativa

hacia la democracia semidirecta.

El marco jurídico

Es importante destacar que el ensayo plebiscitario se hace

posible a partir de la llamada “reforma integral de la Constitución

política de Veracruz”, la cual es promulgada el 3 de febrero del
año 2000 y reglamentada en octubre del mismo año, mediante

la Ley Número 76, relativa al plebiscito, al referendo y a la

iniciativa popular.
Sin embargo, la Ley Número 76 no se comprende sin la

existencia del Código Electoral (Ley Número 75) al cual remite

sus preceptos.
En suma, el marco jurídico está trazado por la normatividad

electoral de Veracruz. Dicha normatividad todavía resulta de

difícil comprensión aún para los abogados. Éstos, generalmen-
te de formación kelseniana, quieren, en el acto mismo de leer la
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ley, distinguir el derecho sustantivo y el derecho procesal, cuan-

do la normatividad electoral mezcla, por así decirlo, normas
sustantivas, normas orgánicas y normas procesales.

La razón y el sentido del plebiscito

Jean–Francois Prud’homme, en la introducción a una obra de-
nominada Demócratas, Liberales y Repúblicanos, nos explica

que:

De hecho, una revisión atenta a las tradiciones de pensamiento

mencionadas arriba revela concepciones y valoraciones muy distintas de

los elementos que conforman los modelos ideales de comunidad política.

Cada una de ellas a los ciudadanos cualidades particulares: la tradición

republicana valora la virtud; la liberal, la tolerancia; y la demócrata, la

participación.

Su comentario sirve como un pretexto excelente para afir-

mar que el IEV tiene el deber jurídico de divulgar la razón y el
sentido del plebiscito y que la razón y el sentido del plebiscito se

encuentran en la participación ciudadana.

Un ejemplo paradigmático de dicha participación se en-
cuentra en el plebiscito realizado en Chile el 5 de octubre de

1988.

Resumen

En una apretada síntesis, lo único que se ha querido destacar

en el presente comunicado es lo siguiente: la índole histórica

del plebiscito veracruzano del año 2001 radica en que se trata
de un ensayo para transitar hacia la democracia semidirecta;
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que esto sólo es posible gracias a la normatividad electoral de

Veracruz y, finalmente, que el plebiscito encuentra su razón y
su sentido en la participación ciudadana.

El IEV espera que los asistentes al presente acto, voten

en la consulta plebiscitaria del 26 de agosto del presente año.
La jornada de consulta iniciará a las 9 horas y concluirá a las

17 horas. Sólo se requiere la credencial para votar y aparecer

en la lista nominal de Veracruz. Se instalarán casillas básicas
y contiguas en los lugares habituales. Por primera vez en

Veracruz habrá casillas extraordinarias y también estarán las

casillas especiales para los ciudadanos en tránsito o para aque-
llos que por alguna circunstancia se encuentren fuera de su

sección electoral.
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EL CIUDADANO EN BUSCA

DEL SENTIDO DE LA LEY*

“Quien busca halla” reza el proverbio que da a entender lo que

importan la inteligencia y la actividad para conseguir lo que se
desea. Un ciudadano ocupado en los pequeños problemas de

la vida y que anda en busca del sentido de las leyes electorales

bien merece una respuesta. Ésta exige examinar, inquirir y ave-
riguar cuidadosamente el tema de la interpretación de las leyes

electorales y sus circunstancias.

El hecho simple, que en esta oportunidad es motivo de
reflexión, consiste en que los organismos electorales suelen

imprimir miles de ejemplares de los códigos electorales –libros

o discos compactos– y los distribuyen al mayor número posible
de ciudadanos. A veces, con tal distribución se considera cum-

plida la tarea de difundir las normas jurídicas que disciplinan el

sistema electoral.
De cara a ese hecho, primero emergió la interrogación:

¿Cómo comprenden las leyes electorales los ciudadanos? Des-

pués, hubo que matizar la cuestión y pensar en el ciudadano en
dos escenarios diferentes. El primero es la situación de aquel

que busca interpretar las leyes como ciudadano integrante de

un organismo electoral; el segundo es el de quien hace lo mis-
mo, pero en la vida ordinaria.

EN EL PRIMER CASO, la atención del ponente se volcó hacia el

* Conferencia dictada el 9 de octubre de 2001, en el auditorio de la Unidad Regional Xalapa
del Tribunal Electoral del Poder Judicial de la Federación, en el marco del Programa
Trianual 2001–2003 de Capacitación Electoral y Educación Cívica del Instituto Federal
Electoral.
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artículo 2º, párrafos primero y segundo, del Código Electoral

vigente en el Estado de Veracruz y que a la letra dice:

La aplicación de las normas de este Código corresponden al Instituto

Electoral Veracruzano, a la Sala Electoral del Tribunal Superior de Justicia

y al Congreso del Estado, en sus respectivos ámbitos de competencia.

La interpretación de las disposiciones de este Código, se hará

conforme a los criterios gramatical, sistemático y funcional, atendiendo a

lo dispuesto en el último párrafo del artículo 14 de la Constitución Política

de los Estados Unidos Mexicanos.

En esta ley puede leerse que la interpretación operativa1

de las disposiciones del Código Electoral para el Estado de

Veracruz, entre otros organismos, corresponde al Instituto Elec-
toral Veracruzano (IEV), por supuesto en el ámbito de su compe-

tencia, y dicha interpretación se hará conforme a los criterios

gramatical, sistemático y funcional, atendiendo a lo dispuesto
en el último párrafo del artículo 14 de la Ley Fundamental.

La disposición legal da pie para muchos comentarios, pero

la cuestión que despertó el interés de quien les habla es la si-
guiente: ¿Quiénes, en concreto, interpretan la ley en el interior

del IEV? Una vez planteada la pregunta fue necesario estar a la

caza de la respuesta.
Considerado fuente de interpretación del Código Electo-

ral, el IEV ofrece tres aspectos a la vista del observador atento; a

saber: uno, el relativo a su órgano superior de dirección; otro, el
relativo a sus órganos desconcentrados; y el tercero referido a

sus órganos ejecutivos.

El órgano superior de dirección es el Consejo General. Éste
es el único órgano del IEV que tiene la atribución expresa de

1 Wróblewski, Jerzy: Constitución y teoría general de la interpretación jurídica, Madrid, Civitas,
1985: “La interpretación operativa es aquella que se realiza en la aplicación del derecho
cuando existen dudas referentes al significado de las reglas a aplicar relevantes para
tomar una decisión”.
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desahogar las dudas que se presenten sobre la interpretación y

aplicación del Código Electoral.2

El Consejo General se integra con cinco consejeros elec-

torales –uno entre ellos es el Presidente–, los representantes

de los partidos políticos y el Secretario Ejecutivo –quien funge
como Secretario del Consejo–. Dicho órgano tiene dos caracte-

rísticas primordiales: Las decisiones se toman en forma cole-

giada y en tales decisiones existe una marcada intervención
ciudadana, pues solamente los consejeros electorales tienen

derecho a voto.

Los consejeros electorales son los ciudadanos más en-
cumbrados en la jerarquía del IEV y, en cuanto a su prepara-

ción, deben tener un título profesional y se les exige conoci-

mientos en materia político–electoral, pero, en el asunto que
nos ocupa, por definición son legos. Esto es, no se requiere

que sean licenciados en Derecho y nadie considera que esto

sea una condición necesaria para ocupar el puesto. En reali-
dad, a esto se le debe prestar mucha atención, pues ni siquie-

ra una esmerada preparación académica garantiza la recta

interpretación de las leyes.
La aproximación al IEV quiso poner a la vista de todos que

los ciudadanos integrantes del citado órgano no son designa-

dos en razón de sus conocimientos sobre el derecho electoral
ni de los relativos a la hermenéutica jurídica, sino por su pre-

paración general, su calidad moral y su imparcialidad. Sin em-

bargo, ellos son los responsables de la interpretación jurídica
en el interior del Instituto y, en principio, se puede afirmar que

también son quienes deben atenerse a los criterios gramati-

cal, sistemático y funcional en esa labor de interpretación. Y,
dicho sea de paso, tales criterios son conjuntos de directivas

contextuales y no son métodos de interpretación jurídica,

2 Código Electoral para el Estado de Veracruz (Ley Número 75), artículo 89, fracción XXXVI.
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como piensan algunos.3

En la tarea de entendimiento del Código Electoral existe
una limitación que no puede pasar desapercibida: Si la interpre-

tación del Código Electoral debe hacerse atendiendo a lo dis-

puesto en el último párrafo del artículo 14 constitucional, enton-
ces es necesario recordar que éste dice lo siguiente:

En los juicios del orden civil, la sentencia definitiva deberá ser conforme a

la letra o a la interpretación jurídica de la ley, y a falta de ésta se fundará

en los principios generales del derecho.

¿La remisión al último párrafo del artículo 14 constitucio-

nal es adecuada?, ¿acaso no es verdad que la garantía de le-

galidad que consagra este párrafo, ya con una interpretación
extensiva, rige a la materia jurisdiccional, con excepción de la

penal, y sólo a la materia jurisdiccional?4

La ponencia no tiene como propósito despejar esta incóg-
nita, pero la semilla de la duda quedó sembrada: ¿Este precep-

to constitucional es aplicable a la materia electoral? La materia

con que trata el IEV es jurisdiccional únicamente en el supuesto
de las resoluciones que emite el Consejo General, respecto a

los recursos de revisión interpuestos contra los actos o resolu-

ciones de los consejos distritales o municipales del Instituto. Pero,
en ningún otro caso lo es.

El artículo 2º, párrafos primero y segundo, del Código Elec-

toral Veracruzano es semejante al artículo 3º del Código Fe-
deral de Instituciones y Procedimientos Electorales (COFIPE), y

esta última disposición responde al propósito de garantizar el

3 Martínez Veloz, Juan: Estudios sobre Derecho Electoral y Derechos Humanos, México,
Editora Laguna, 2001, p. 253. La opinión de Juan Martínez Veloz, en relación con la
disposición equivalente al artículo 2º,  párrafos primero y segundo del Código Electoral de
Veracruz, es en el sentido de que “debe precisarse en qué consisten los métodos de
interpretación que señala el artículo 3° del COFIPE, en virtud de que la propia ley electoral
debe definir el sentido y alcance de sus términos”. (SIC)

4 Cfr. Burgoa, Ignacio: Las Garantías Individuales, México, Porrúa, 1975, pp. 580 y ss.
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principio de legalidad en materia electoral.

En lugar de que los organismos federales electorales –el
Instituto Federal Electoral– se remitan a otros códigos procesa-

les, se resolvió que los asuntos de carácter electoral fueran re-

gulados íntegramente por el código respectivo; de donde resul-
tó necesario establecer el principio de que la interpretación de

esas normas debe hacerse conforme a los criterios gramatical,

sistemático y funcional, atendiendo a lo dispuesto en el último
párrafo del artículo 14 de la Constitución.5

Con los organismos estatales electorales ocurre otro tan-

to. De aquí que, sin cortapisas, se debe admitir que toda resolu-
ción del Consejo General se ceñirá a la letra de la ley aplicable

al caso de que se trate o se basará en la interpretación jurídica

de la misma.
Esto es, cuando la ley aplicable al caso no presente dudas

la interpretación será puramente gramatical y, cuando aparez-

can dudas, las disposiciones se interpretarán conforme a los
criterios gramatical, sistemático y funcional. A falta de disposi-

ción expresa, se aplicarán los principios generales del derecho.

Los ciudadanos integrantes del Consejo General tienen otra
férrea limitación, pues para ellos resulta obligatoria la interpre-

tación de la ley hecha por el Tribunal Electoral del Poder Judi-

cial de la Federación mediante su jurisprudencia.
En efecto, la Ley Orgánica del Poder Judicial de la Federa-

ción, en su artículo 233, establece:

La jurisprudencia del Tribunal Electoral será obligatoria en todos los casos

para las Salas y el Instituto Federal Electoral. Asimismo, lo será para las

autoridades electorales locales, cuando se declare jurisprudencia en

asuntos relativos a derechos político–electorales de los ciudadanos o en

aquellos en que se hayan impugnado actos o resoluciones de esas

5 Martínez Veloz, Juan: op. cit., p. 253.
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autoridades, en los términos previstos por la Constitución Política de los

Estados Unidos Mexicanos y las leyes respectivas.

Esto significa que, en ciertos casos, el Consejo General

del IEV deberá sujetarse a la interpretación del Código Electo-
ral Veracruzano hecho por una autoridad jurisdiccional fede-

ral. Claro que entonces resta otra pregunta: ¿Cómo entenderán

los ciudadanos, miembros del Consejo General, las tesis
jurisprudenciales?

MÁS SUGESTIVA es la cuestión que se desprende del segundo

escenario: ¿Cómo comprenden las leyes electorales los

ciudadanos en su vida ordinaria? Quien abre y lee el Código
Electoral no es ni puede ser un ciudadano cualquiera. Es un

ciudadano particular y concreto, con nombre y apellidos, que,

por lo menos, sabe leer y escribir.
Si bien todos son iguales ante la ley, también ahí se para la

igualdad.6  ¿El entendimiento de la ley será el mismo cuando

quien abre y lee el Código Electoral es un señor, un profesionista
o maestro, un comerciante, un industrial, un banquero, un obre-

ro, un campesino o un indígena?7

Benigno Zilli Mánica ofrece una contestación para esa in-
terrogante:

Uno de los descubrimientos más clamorosos de la hermenéutica es la

presencia y absoluta necesidad de los llamados pre–juicios para la

intelección o interpretación de cualquier cosa [...] Nunca de los nuncas

un hombre puede estar totalmente desnudo o en estado de naturaleza

pura. Siempre estamos vestidos y revestidos con montones de siglos

6 Segovia, Rafael: “Notas sobre el ciudadano y la nación”, en Demócratas, liberales y
republicanos, México, El Colegio de México, 2000, pp. 171–175.

7 Zilli Mánica, José Benigno: Comentarios, acotaciones marginales, Xalapa, Gobierno del
Estado de Veracruz–Llave, 1996, pp. 91–92.
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que nos precedieron. Nuestra mente no piensa sin palabras y las palabras

tienen colas.8

El ciudadano, en cuanto fuente de interpretación de la ley

y como todo intérprete, parte de sus «pre–juicios» o «pre–su-
puestos»; es decir, de anticipaciones o conocimientos previos

con los que cuenta para entender una cosa, ya que entender

una cosa es relacionarla con otra previamente adquirida.
No viene al caso alegar que la ignorancia de la ley no exi-

me de su cumplimiento, pues éste no es el asunto que nos ocu-

pa. La cuestión es acerca de la singularidad de la comprensión
de la ley por parte del ciudadano.

La singularidad de su comprensión se manifiesta en que para él es un

saber–a–qué–atenerse respecto a un derecho promulgado para toda la

sociedad y para un número indefinido de situaciones. Él también debe

buscar, a su modo, el hilo conductor de la justicia de ese derecho y de los

bienes sociales y políticos que aporta el cumplir con el mismo. Se trata,

pues, de una comprensión peculiar del derecho que posiblemente no tenga

validez fuera de esa situación singular.9

La trama lleva a recordar las palabras que Eduardo García

Maynez escribe en su Introducción al estudio del Derecho, ya
que la descripción del fenómeno se aproxima a la realidad de

todo aquel que pretende interpretar un Código Electoral, este

autor explica:

La ley aparece ante nosotros como una forma de expresión. Tal expresión

suele ser el conjunto de signos escritos sobre el papel, que forman los

“artículos” de los Códigos [...] Pero la expresión puede hallarse constituida,

8 Ibidem, p. 41.
9 Fernández–Largo, Antonio Osuna: El debate filosófico sobre Hermenéutica Jurídica,

Valladolid, Universidad de Valladolid, 1995, p. 114.
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en su aspecto físico, por palabras habladas, e incluso por signos de otra

especie [...] Lo que se interpreta no es la materialidad de los signos, sino

el sentido de los mismos, su significación.10

Con el ánimo de enriquecer la descripción, se puede acla-
rar que la ley no aparece “ante” el intérprete sino que éste se

encuentra dentro del ordenamiento jurídico vigente que aspira

a entender. Pero, aparte esto, el entendimiento de la ley se vin-
cula estrechamente con el «Arte de hablar y escribir correcta-

mente una lengua».

Hay quienes señalan que entre las cualidades exigibles a
una ley se encuentra la de un lenguaje correcto, claro y senci-

llo.11  Pero, el lenguaje legal es vago por su propia índole, lo que

hace brotar las dudas.
Para terminar se puede afirmar que no se arribó a conclu-

sión alguna. El par de comentarios expuestos solamente lla-

man la atención acerca de dos fuentes de interpretación de las
leyes electorales: el IEV, en donde el ciudadano tiene una inter-

vención preponderante, y el ciudadano mismo, cuyo entendi-

miento de las leyes electorales estimula la interpretación
operativa de las mismas.

La dura realidad pone en evidencia la simpleza de los co-

mentarios vertidos en esta presentación, pues en el proceso elec-
toral local del año 2000, el organismo electoral distribuyó 50 mil

Códigos de Elecciones para un universo de 4’241,325 ciudada-

nos que en aquel momento componían el padrón electoral de
Veracruz. No hay manera de saber cuántos de los ciudadanos

que recibieron un Código, ante un caso determinado, lo leyeron

buscando el sentido y el alcance de las leyes electorales. Pero
con uno que lo haya hecho le da razón a la presente deliberación.

10 García Maynez, Eduardo: Introducción al estudio del Derecho, México, Porrúa, 1978, p.
327.

11 Cfr. Trueba Olivares, Eugenio: La interpretación de la Ley, Guanajuato, Facultad de
Derecho de la Universidad de Guanajuato, 1994, p. 34.
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En suma, se espera que la ponencia sea sólo el comienzo

de una discusión sobre la interpretación de las leyes electora-
les. En la ella se vislumbró que el conocimiento y la compren-

sión de la normatividad electoral por la vía de la lectura de las

leyes electorales pertenecen a un grupo muy reducido de ciu-
dadanos, lo cual no implica necesariamente la ignorancia y la

incomprensión de las normas jurídicas que rigen los procesos

electorales, pues éstas se aprenden y comprenden de muy di-
versos y hasta desconocidos modos.

El ponente, consciente de que lo reflexionado en estos bre-

ves minutos debe ser profundizado, está convencido de que si
no nos atrevemos a compartir las ideas provisionales, poco ela-

boradas e, incluso, probablemente deficientes, se perderá mu-

cho tiempo y se dejará para mañana, lo que debió haber inicia-
do hoy.
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LA ÉTICA DE LAS PROFESIONES JURÍDICAS*

El de la voz quiere manifestar que comenzó a escribir estas

líneas pensando en un abogado con dominio de sí mismo. Una

vida ejemplar quizás sea la de San Ivo o Yves, quien vivió de
1253 a 1303 después de Jesucristo. Se trató de un abogado

excepcional que sirvió a los pobres en Bretaña y que fue cano-

nizado en tributo a lo extraordinario de su caso. Decía de él un
poema popular: San Yves es de Bretaña, /abogado y no ladrón:

/¡una cosa de no creer!1

La perspectiva para la disertación es la de una ética que
se considera acorde con los tiempos que corren, pues dicho

enfoque consiste en profesar una doctrina de la vida buena y,

con todo, renunciar a imponérsela a los demás. Quien esto
expone no es filósofo ético ni siquiera filósofo. Sin embargo, y

en cuanto cultivador del derecho, se ha sentido interesado e

interpelado por algunos textos sobre ética profesional.
En esta oportunidad, quien les habla reseña un libro de

Eugenio Trueba Olivares, cuyo título es Ética Profesional para

el ejercicio del Derecho.2  El propósito es servir a ustedes el
conocimiento de un jurista que decidió meditar sobre la ética

en el ejercicio de las profesiones jurídicas y escribir sobre el

fruto de su reflexión.

* Conferencia dictada el 16 de noviembre de 2001, en el auditorio Sebastián Lerdo de
Tejada del H. Congreso del Estado, en el Seminario de Ética Jurídica, impartido por la
Unidad Regional Xalapa del Tribunal Electoral del Poder Judicial de la Federación, la
Junta Local del IFE en Veracruz, la Sala Electoral del Tribunal Superior de Justicia del
Estado y el Instituto Electoral Veracruzano.

1 Michael E. Tigar y Madelaine R. Levy: El Derecho y el ascenso del capitalismo, México,
Siglo XXI, 1981, p. 155.

2 Trueba Olivares, Eugenio: Ética Profesional para el ejercicio del Derecho, Guanajuato,
Universidad de Guanajuato, 1993.
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En una nota a la segunda edición, la obra informa que en

Guanajuato:

El autor, universitario de amplia trayectoria, ha sido rector y ha impartido

cátedra ante muchas generaciones de abogados. Además, ha sido

magistrado y jurista distinguido. Su experiencia como escritor y dramaturgo

puede notarse aquí por el lenguaje fluido y adecuado; su habilidad como

expositor conduce los temas con la claridad y concisión debidas,

produciendo así una obra útil a quienes estudian o ejercen el Derecho.3

Al hojear este libro se logra saber que se trata de una obra
de Filosofía práctica, es decir, que estudia los problemas relati-

vos a nuestra conducta. El documento contiene un estudio de

moral, pero aborda solamente un capítulo de la moral profesio-
nal.4  En la introducción a su trabajo, el autor advierte que usará

indistintamente los nombres de «Ética» o «Moral» para referir-

se a la materia de estudio.
Aun cuando recorre la materia por los caminos de la didác-

tica, y en esas vías andaremos tras sus pasos, la trata con rigor.

Con todo, su obra no rebasa el nivel de divulgación, por más
que se pueda considerar como alta divulgación, por el control

que ejerce sobre sus afirmaciones.

Si bien se puede percibir la inspiración cristiana, el valor de
esta obra parece radicar en que se pronuncia por afirmar una ética

cívica o civil. Esto es, sus propuestas están dirigidas a los aboga-

dos creyentes en Dios como a los no creyentes. Se trata de un
libro de ética que quiere sostenerse en la dignidad humana, en lo

universalmente humano, en lo verdaderamente humano.

No siempre resulta fácil determinar el objeto preciso de un
libro. Indudablemente, el autor tiene en su cabeza un proyecto

perfilado; pero cuando el libro cae en manos del lector, nadie

3 Ibidem, p. 15.
4 Cfr. Peinador Navarro, Antonio: Tratado de Moral Profesional, Madrid, Biblioteca de Autores

Cristianos, 1962.
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puede asegurarnos de éste acerca del tema principal o del objeto

del libro. Acaso los puntos de vista sean divergentes. Si se dice lo
anterior es porque el de la voz sostendrá que el trabajo que se

reseña resulta bifronte. Es decir, el objeto del documento es como

una moneda en la cual se pueden observar dos caras.
El primer rostro se muestra del capítulo primero al capítulo

quinto. Es probable que en esta parte, el autor haya querido

escribir generalidades sobre la profesión de abogado o sobre la
abogacía. Pero la lectura con detenimiento permite atisbar en la

realidad del abogado mexicano, realidad que el autor extiende

al juez, al notario y al Ministerio Público.
El segundo aspecto se manifiesta del capítulo sexto al capí-

tulo décimo de la obra. En esta parte, el autor se dedica a estu-

diar la moral profesional especial y, en particular, la moral de las
profesiones jurídicas. Plantea un conjunto de problemas en cada

uno de estos capítulos y en cada uno de ellos arriba a una serie

de conclusiones que son verdaderas enseñanzas o lecciones.
Los capítulos undécimo a decimotercero están dedicados

a la aplicación de todo lo dicho respecto de la abogacía a la

judicatura, a la notaría y al ejercicio del ministerio público.
Así que una simple hojeada a este libro permite armar el

plan de exposición. En primer lugar hablaremos de los aboga-

dos y de la abogacía; en segundo término, recogeremos algu-
nas enseñanzas de la moral de las profesiones jurídicas; final-

mente, un juicio crítico sobre la obra reseñada.

Los abogados y la abogacía

Hacia una libertad de verdad

Cuando se vive un periodo de la historia en el cual se pretende
que sea «duradera» una libertad hipertrofiada o, mejor aún, una
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libertad enloquecida, la lectura de la introducción de la obra atrae

la atención hacia una libertad de verdad. Dicha introducción
comienza por referirse a la Filosofía y distingue la especulativa

de la práctica.5  El libro se ubica dentro de la segunda, en los

siguientes términos:

La filosofía práctica trata de mostrarnos los fines más adecuados a nuestro

desenvolvimiento y perfección así como las vías que conducen a ellos.

Recibe el nombre de ética o moral. Ambos conceptos aluden,

etimológicamente, a las costumbres (ethos, mos moris: costumbre).

Podemos usar cualquiera de los dos para calificar la misma disciplina,

aunque hay entre ellos ciertas diferencias de las que no nos ocuparemos.

En torno a la noción de la moral, el autor descarta por su
amplitud la definición de qué es “la ciencia del hombre” e igual-

mente desecha la idea de que es “la ciencia de las costum-

bres”, ya que su objeto no consiste sólo en conocer y describir
las costumbres, sino en dirigirlas y gobernarlas. Finalmente,

adopta la noción de que la moral es “ciencia que se ocupa de

conocer y establecer las normas de la actividad libre del hom-
bre” (R. Jolivet).

Eugenio Trueba Olivares dice que la actividad libre del

hombre puede recaer sobre objetivos susceptibles de calificarse
de positivos o negativos, según que sirvan a nuestro ascenso o a

nuestro detrimento, en cuya virtud la moral resulta también disci-

plina conductora hacia la felicidad que todos los hombres, sin
excepción, anhelamos.

El comentario contiene la idea que constituye el atractivo y

la unidad de este libro: la Ética como una guía hacia la felicidad.
Por tanto, la obra no siembra inquietudes ni genera angustias.

El autor es una persona que habla al presente y quiere influir en

el presente. El tiempo presente es la materia prima de su divul-

5 Cfr. Simón, René: Moral, Barcelona, Herder, 1987, p. 9.
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gación. Porque el presente es a menudo una carga pesada y

parece carecer de salidas. El juicio de nuestro autor indica que
la moral es más bien como un mapa que sirve para salir de las

angustias o angosturas de la vida y para alentar la esperanza

humana.
¿Cómo plantea el autor los problemas de la moral? La obra

responde: “Observándonos a nosotros mismos”. Efectivamen-

te, las observaciones que hace el autor traducen los presupues-
tos de su doctrina. El vocablo «doctrina» procede del latín docere

y significa enseñar. La doctrina es una afirmación que, por su

general aceptación, se enseña en las escuelas. Pero, salvo ex-
cepciones, en las escuelas nacionales de derecho no se ense-

ñan las doctrinas éticas, como no sea formando parte de eso

que los pedagogos suelen llamar el curriculum oculto.
Tales presupuestos son la clave para leer la obra que ocu-

pa nuestra atención y dichas claves se pueden resumir del si-

guiente modo:

• El ser humano, ser indigente, está avocado al bien total

abstracto y universal. Como ante nosotros sólo tenemos
a la vista valores finitos, nuestra voluntad queda como

indeterminada (aunque no indiferente). Entonces, nece-

sariamente, tenemos que elegir libremente.

• La difícil tarea de la ética, tomando en cuenta nuestra

naturaleza y nuestra posibilidad de autodeterminación,
es resolver preguntas como ¿cuál o cuáles de los objeti-

vos tengo que alcanzar o preferir? ¿cuál o cuáles me

aproximan en mayor grado a la meta?

• Según puede verse, la moral tiene como supuesto indis-

pensable el de la libertad. Surge así la moral como todo
un sistema de principios que se imponen al desarrollo de
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la conducta. Puede suceder que no los observemos y de

allí que en lenguaje normativo se eche mano de un con-
cepto fundamental: el deber.

• No se puede dejar de considerar al ser humano dentro de
sus circunstancias. Nos movemos y actuamos dentro de

cierta dimensión de fatalidad, pero hay espacios abier-

tos, “huecos” en donde nos movemos libremente. Estos
ámbitos, por pequeños que sean –que no lo son tanto–

nos ofrecen una gran variedad de alternativas sobre las

cuales tenemos que resolver.

• La libertad más que demostrarse, se muestra. Sin embar-

go, podemos disponer de algunos argumentos bastante
dignos de atención que nos proporcionan certidumbre:

Hay un vivo sentimiento de libertad en cada ser humano;

el compromiso también la anuncia; todos experimenta-
mos sentimientos de responsabilidad y de imputabilidad.

• La moral no es un asunto estrictamente individual. De
esta manera podemos hablar no sólo de una moral indi-

vidual, sino también social. Vivir en sociedad, en relación

con los demás, genera situaciones que tienen que ser
normadas para que la vida social sea armónica y haya

bien común.

• El “sentido moral” que anida en todo ser humano será

suficiente para indicarnos el camino para descubrir y for-

mular las normas morales tanto individuales como colec-
tivas en muy variadas situaciones.

Después de notar estos juicios previos a su manuscrito, el

autor plantea dos finalidades que persigue con su libro. La pri-
mera está redactada de la siguiente manera:
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Nuestro propósito es señalar solamente aquellos principios de conducta

referidos a la actuación de los profesionales del Derecho, como elementos

de un estrato significativo dentro del contexto social.

La segunda finalidad, íntimamente unida a la primera, es

más explícita, pues se preocupa de poner en claro que es im-

portante saber qué debo hacer, pero lo es más averiguar por
qué se debe hacer; éstas son sus palabras:

En este trabajo nos hemos propuesto precisarlas [las normas de conducta

profesionales] –aunque sin agotarlas– y expresar sus razones y

fundamentos, tratando de despertar en los estudiosos del Derecho una

conciencia valorativa que a su vez se traduzca en la práctica constructiva

y eficaz.

Este último propósito también pone a la vista de todos la
índole didáctica del comunicado cuya reseña nos ocupa y tam-

bién el supuesto pedagógico del que arranca: la conciencia

valorativa de los estudiosos del derecho está dormida. Lo que
el autor no consideró es que quizá se trata de un sueño profun-

do, muy profundo, y que, tal vez, la conciencia está requiriendo

de una sacudida para despertar.

Una cosa es la abogacía

y otra los abogados

El libro que se comenta separa de la profesión de abogado, la
representación de la abogacía. Allí se sostiene que la profesión

de abogado es menos antigua que la abogacía. Antes de que

fuera tarea principal y permanente, así como especializada, de
una determinada persona, hubo necesidad de demandar servi-



132

SALVADOR MARTÍNEZ Y MARTÍNEZ

cios de defensa para el tratamiento de problemas creados por

la oposición de intereses y de pretensiones.

La abogacía surgió naturalmente, como algo propio de la vida social en la

que se dan inevitablemente los conflictos, los enfrentamientos, los

desórdenes, las discordias [...] Todo aquello que lastima la armonía social

debe evitarse y donde se rompe la paz y el orden –que no debe confundirse

con la quietud– surge la necesidad de restaurarlos conforme a una idea

de justicia [...] De allí la eminencia de la abogacía bien entendida que

consiste precisamente en procurar el mantenimiento de las relaciones

humanas dentro de un cuadro propicio al mutuo respeto y salvaguarda

de los derechos de cada quien.

En cambio, la profesión de abogado es una actividad que
forma parte del cuadro general de trabajo humano. Con esta

idea, el autor se lanza a la búsqueda de antecedentes. No para

hacer historia, que no es tal su propósito, sino para apuntalar
sus hipótesis. Su atención se centra en la antigüedad greco–

latina, el cristianismo medieval y en leyes españolas como el

Fuero Juzgo, Las Partidas y Las Leyes de Indias.
Encara la abogacía como una ocupación controvertida. La

muestra como una ocupación denostada. Su punto de partida

es el aserto de que “La justicia es el fundamento de la paz” y,
con Carnelutti, exalta el papel estabilizador de la actividad juris-

diccional y de la abogacía. Después se pregunta:

¿Cómo es, entonces, que tal profesión, juntamente con la judicatura, han sido

y son todavía objeto de toda clase de censuras, prevenciones, menosprecio

y burlas?

El autor reconoce que no se trata de juicios inmotivados.

Tienen su explicación en hechos frecuentes de desviaciones
ciertas y reprochables.
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El mal uso de los procedimientos, el manejo de las leyes sin tomar en

cuenta sus finalidades últimas, la poca atención que se presta a estudios

fundamentales del Derecho, y particularmente a su estimativa, sacrificando

a la técnica y al éxito los valores de orden normativo, son algunos de los

factores que alimentan el descrédito, para no mencionar aquellos casos

de corrupción manifiesta, como el vicio de la mendacidad, el soborno o el

prevaricato.

Pero, alegando que esto no es privativo de la profesión de

abogado, se pregunta: “¿Por qué, entonces, suelen destacarse

con mayor severidad y acrimonia los pecados de la abogacía y
de la judicatura?”. Lanza como respuesta una conjetura: “Pue-

de ser que la razón se halle en el hecho de su propia jerarquía,

lo cual motiva juicios rigurosos proporcionales a la delicadeza
de sus respectivos papeles”.

La contestación le parece atinente a la cuestión plantea-

da. Lo que era duda en nuestro autor, primero se convierte en
sospecha, luego en opinión, y termina en certeza, la que expre-

sa de la siguiente manera:

Se perdona fácilmente el dolo o el error en las tareas inferiores o de poca

trascendencia moral, pero nadie está dispuesto a perdonar el

envilecimiento de la justicia [...] De esta manera, al lamentar que en el

tratamiento de los problemas jurídicos se haya dado lugar a tantos

clamores de protesta, nos consuela que ello pueda obedecer a exigencias

directamente vinculadas a la importancia y alto rango que tiene el Derecho

y los valores comunitarios que maneja.

Entusiasmado con la idea, y haciendo gala de erudición,
ahora divulga la imagen de los abogados en las letras. Llama la

atención sobre el hecho de que frecuentemente se identifica a

la gente del foro con los malhechores y ladrones, aunque no ha
faltado quien las asimile con los asnos, como lo hizo Erasmo.
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Trueba Olivares cita a Lope de Vega quien, en La Estrella

de Sevilla, pone en boca de Clorindo las siguientes palabras
sobre la supuesta ausencia de abogados en el infierno: “No los

quieren recibir porque acá no inventen pleytos”. También men-

ciona a Quevedo, quien en algún lugar dice que la mejor mane-
ra de ganar un pleito es no ver abogado ni procurador, porque

antes del litigio se discute si los dineros pertenecen  a uno u otro

de los contendientes, pero una vez concluido se lo quedan los
asesores.

También alude a Miguel de Cervantes Saavedra, quien, en

una de sus novelas ejemplares, El Licenciado Vidriera, pone en
boca de su personaje estas palabras: “El juez nos puede torcer

o dilatar la justicia; el letrado, sustentar con su interés nuestra

injusta demanda”. Al respecto, nuestro autor comenta que:

Con esta breve consideración Cervantes atina en dos cosas: una, que el

cliente solicita los servicios del abogado aunque no tenga razón, cosa

que suele suceder bajo la creencia de que los abogados están para eso,

para presentar como correcto y procedente lo que no es; otra, que los

propios profesionistas, viendo por su interés en las ganancias, prohíjan

negocios injustos.

El autor de la obra reseñada apela a otros puntos de vista,
como los de prestigiados juristas. Nombra a Piero Calamendrei,

quien cuenta que un abogado que había sido condenado por

falsedad y estafa, al salir de la prisión encontró que su clientela
había aumentado en número. Ésta es la mentalidad del gran

público, concluye Calamendrei: se piensa que mientras menos

escrupuloso sea un abogado en su vida particular y en sus pro-
pios asuntos, más hábil ha de ser en ventilar los ajenos.

Termina el autor con estampas mexicanas. Cita a Joaquín

Fernández de Lizardi, a Francisco Zarco, a Ramón López Velarde
y a Mariano Azuela. Todos ellos tuvieron algo que decir de los
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abogados en sus obras. Pero remata este discurso con el si-

guiente texto:

Profesión tan encarnecida y alabada al mismo tiempo, merece una

reflexión, o mejor dicho, una aclaración: una cosa es la abogacía y otra

los abogados. Estos últimos podrán merecer en algunos casos nuestro

reproche; aquella solamente nuestro elogio.

La realidad de las profesiones jurídicas

De cara a los intentos abolicionistas, este libro insiste en el

carácter socialmente necesario de la abogacía, reconociendo

su vulnerabilidad. Eugenio Trueba Olivares sostiene que más
por las flaquezas de los abogados que por la profesión misma,

se ha llegado a sostener que debería desaparecer. Se le tilda

de actividad parasitaria e innecesaria. Se dice que los benefi-
cios que puede acarrear son muy inferiores a los daños que

causa.

De frente a la burocratización, defiende la abogacía como
profesión liberal. Nuestro autor se pone de plano de parte de

quienes consideran a la abogacía como “el último baluarte en la

defensa de los débiles”. Sin dejar de señalar la dura realidad,
denunciada por los marxistas, de que los abogados siempre

han estado al servicio del capitalismo y de la burguesía.

Éstas son sus palabras:

Es la experiencia histórica, más que el juicio teórico, el que nos puede

inclinar no a las formas tradicionales e individualistas del ejercicio de la

abogacía, que debe ser siempre vigilada por el Estado, pero sí a un sistema

sin ataduras burocráticas. La dependencia oficial debe ser lo excepcional

y presentarse al servicio como una obligación de asistencia a los débiles.
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Más adelante confirma su alegato:

Y si hay quienes necesitan de defensores son los presos políticos. Los

hay en cifras alarmantes en los países de regímenes dictatoriales de

derecha y de izquierda. ¿Quiénes los juzgarán con imparcialidad?

¿Quiénes los defenderán valerosamente ante los tribunales, si acaso se

monta la farsa? [...] Definitivamente la abogacía y la judicatura demandan

un razonable clima de libertad. El burocratismo no es una solución

adecuada. Corre altos riesgos de perversión.

Levantando la mirada al futuro, el autor concluye su apolo-
gía, con frases lapidarias que conviene citar:

El abogado tradicional, de tendencias mercenarias, deberá dejar su lugar

al jurista que sepa vivir las grandes tesis sociales y que se halle dispuesto

a luchar contra toda deformación de fuerza.

Puesto en el trance de observar la dura realidad de la abo-

gacía, Trueba Olivares no puede reprimir expresiones que de-

notan dolor por el ejercicio de la profesión. Como buen profesor,
resume lo expuesto afirmando que independientemente de las

formas que se adopten para el ejercicio de la abogacía, hemos

visto que es necesaria, aunque controvertida, y que los intentos
que se han hecho para abolirla han sido inútiles.

Después arremete de nuevo con energía:

Pero su carácter necesario no la purga de pecado. Es censurable que se

ejercite con desenfado y pasando por alto que su esencialidad hace

referencia a una conducta de signo ético positivo.

Sujetarla a una instancia moral suele verse hoy día como

requerimiento impertinente. Hay profesionistas que concentran
la práctica de su oficio en la técnica, como si todo estribase en el
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conocimiento de las leyes y de sus secretos y en un juego de

habilidades dentro de un cuadro éticamente neutro. Se ha lle-
gado a decir que “el que triunfa es el que tiene la razón y que

con esto basta”.

Agrega nuestro autor que la influencia cada vez mayor de
manifestaciones culturales utilitaristas, dentro de las cuales se

entroniza al triunfador y se desestima al probo, contribuyen a

borrar las preocupaciones de conciencia.
Quienes aún se atreven a plantear enfoques morales, an-

tes que los simplemente económicos o «eficaces», son vistos

con cierto dejo de extrañeza. Resultan, además, incómodos.
La obra sostiene que la práctica del derecho, cualquiera

que sea el campo en que se actúe, no es algo que escape al

juicio ético. Por el contrario, dada su finalidad, el profesionista
del derecho se halla sujeto a una rigurosa imperatividad.

Aludiendo a nuestro país, el autor reconoce que el fenó-

meno del deterioro de la profesión es harto difícil de analizar en
sus causas, pero apunta hacia las siguientes posibles explica-

ciones: la influencia del medio, las deficiencias académicas y el

exceso de abogados.
Finalmente, el autor descansa un poco al revisar las condi-

ciones legales para el ejercicio de la profesión.

Algunas enseñanzas de la moral

de las profesiones jurídicas

La segunda faceta del documento, cuya lectura y reseña nos

mantuvo y nos mantiene ocupados, plantea problemas éti-
cos particulares de la profesión que muy probablemente ya

han sido tratados en las exposiciones de este seminario. Por

esto, y también por respeto a la paciencia de este auditorio,
quien le habla solamente transcribirá las conclusiones a las
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que arriba Eugenio Trueba Olivares.

Con ellas, este autor guanajuatense se suma a todos aque-
llos que han pretendido elaborar catálogos de mandamientos

éticos para las profesiones jurídicas.6  El libro trata problemas

relativos a “Conocimientos y diligencia”, “La justicia en la cau-
sa”, “La lealtad en el ejercicio”, “Verdad y veracidad” y “De los

honorarios”. A continuación sabremos cuáles son sus conclu-

siones.
Respecto a los conocimientos y la diligencia del abogado,

Trueba Olivares desemboca en los siguientes asertos:

• Vocación: significa apego a las naturales aptitudes para des-

cargar la cuota penosa del trabajo y disfrutar el ejercicio.

• Estudios: tarea permanente que se inicia en las aulas y
que continúa durante toda la vida profesional, en cons-

tante esfuerzo de profundización y actualización.

• Examen del caso concreto: tarea que exige el estudio de-
tenido de todos los aspectos de un determinado asunto,

tanto de los hechos como de las normas aplicables, de-

biendo rechazarse el asesoramiento o la función cuando
el problema rebase la especialidad del profesional.

• Atención diligente: reclama dedicación, asiduidad e inte-

rés en el problema, cuidando su curso, vigilando los pla-
zos y la oportunidad de las impugnaciones que puedan

hacerse valer. La actividad diligente exige prudencia como

cualidad encaminada a la buena previsión y a la buena
elección.

• Responsabilidad: debe cultivarse el sentido de responsabi-

lidad como contrapartida de la indolencia y de la impericia.
En caso de daños y perjuicios motivados por la conducta

culpable, el profesionista está obligado a repararlos.

6 Cfr. Rendón Huerta Barrera, Teresita: Ética del Juzgador, consideraciones fundamentales,
México, Gobierno del Estado de Guanajuato, 1996.
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• Lenguaje: demanda su buen uso y dominio. Toda exposi-

ción ha de estar al servicio de las ideas de fondo, debien-
do procurarse la concisión, la claridad, la sindéresis y una

pulcritud respetuosa.

En relación con la justicia en la causa, el autor concluye:

• El abogado procurará guardar la mayor independencia
de criterio posible, incluso respecto de su cliente.

• Antes de decidir sobre su intervención en un determinado

asunto, debe proceder a un prudente análisis.
• No está autorizado a tomar negocios en los que no crea,

de buena fe, tener la razón.

• Ningún patrocinio debe motivar daños injustos a terceros.
• La circunstancia de que el aspecto procesal garantice el éxito

en causa injusta, no quita al abogado el deber de abstención.

• Si durante el curso de un asunto se advierte que no se
tiene la razón, debe inducirse al cliente a desistir o a tran-

sar y, en caso extremo, renunciar al asesoramiento.

• El patrocinio en negocio injusto a sabiendas, obliga a la
restitución o reparación del daño.

• Cuando la injusticia deriva de la ley, el deber de absten-

ción prevalece, pero puede y debe asesorarse a la vícti-
ma a fin de anular o disminuir los efectos injustos.

• El abogado habrá de ser fiel a sus convicciones y no con-

tradecirse, pero habiendo razones para modificar el crite-
rio, puede actuar sin que ello vaya en su demérito.

• No hay impedimento legal ni moral para defender a una

persona en causa criminal, aun a sabiendas de que el
acusado es culpable, bajo el entendimiento de que la mi-

sión del defensor es hacer ver que los cargos no se han

probado jurídicamente, pero se debe abstener de emplear
medios falaces.
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• El abogado se halla obligado a asistir gratuitamente a los

indigentes. Los defensores de oficio deben hacerlo una
vez aceptado el cargo, sin importar si el Estado paga bien

o mal sus servicios, pues en ningún caso la inconformi-

dad con la remuneración es excusa ni menos autoriza a
exigir pago adicional del indigente o de sus familiares.

Al término del capítulo dedicado a la lealtad en el ejerci-
cio de la profesión de abogado, sus proposiciones son las si-

guientes:

• Hay deberes de lealtad para con todas las partes, para

con el juez, autoridades, testigos, peritos y auxiliares en

general.
• Los planteamientos deben ser claros y completos, sin ocul-

tar o alterar elementos que puedan conducir a resolucio-

nes injustas.
• El abogado se halla al servicio de la verdad antes que al

servicio del triunfo.

• La lealtad no implica ayuda a la contraria, descargándola
de sus propias obligaciones de planteamiento,

fundamentación y pruebas.

• La prevaricación es grave falta moral y constituye conduc-
ta delictuosa.

• En caso de suspensión de patrocinio, no es lícito, por este

motivo, prestar asesoramiento a la contraria en el mismo
asunto.

• No debe entorpecerse la marcha de los negocios con pro-

mociones, incidentes, recursos, pruebas, etcétera, inne-
cesarias.

• La litigiosidad es un vicio y no una cualidad.

• La buena abogacía consiste en agilizar la marcha de la
justicia.
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• No deben provocarse los conflictos.

• Debe evitarse la publicidad mercantilista.
• Aceptado el patrocinio de un caso, no debe abandonarse

sino por causas absolutamente justificadas.

• Debe guardarse el secreto profesional, salvo cuando se
halle en juego un bien mayor.

• No debe anunciarse como seguro un determinado re-

sultado.
• Debe informarse al cliente sobre los diversos accidentes y

eventualidades que puede presentar el asunto.

• Bajo bases razonables, debe procurarse siempre el arre-
glo conciliatorio.

De la verdad y la veracidad, Eugenio Trueba Olivares des-
prende las siguientes conclusiones:

• La aspiración y tendencia a la verdad es una función natu-
ral de la inteligencia humana.

• La mendacidad, la simulación, la insinceridad y demás for-

mas de inducir al error, son denigrantes para quien incurre
en ellas y lesionan los derechos de los demás.

• Nadie quiere ser engañado.

• La justicia es imposible de alcanzar, si se oculta o altera la
verdad.

• Cualquier procedimiento jurisdiccional o administrativo se

halla instituido por la razón fundamental de la búsqueda
de la verdad.

• Los abogados y los auxiliares de la justicia están al servi-

cio de la sociedad y no de los particulares.
• Las manifestaciones veraces de los directamente intere-

sados en un asunto facilitan grandemente su solución jus-

ta, con posible ahorro de otras pruebas, de tiempo, de trá-
mites y de gastos.
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• Las manifestaciones mentirosas complican los asuntos,

los oscurecen y a la larga dañan a todos.
• La veracidad incumbe a todos, menos al reo de lo criminal,

en virtud de que ninguna autoridad está facultada a exigir-

le confesión. Esto no autoriza al acusado ni a sus defenso-
res a alterar pruebas o a presentar constancias falsas, ni

menos a producirse calumniosamente en perjuicio de otro.

• Todo testigo está obligado a declarar veraz y cabalmente y
el abogado debe abstenerse de inducirlo a mentir.

• No hay obligación de acudir a declarar como testigo, si no

se es convocado, pero tratándose de evitar daños al bien
común o a terceros, debe hacerlo.

• No podrán invocarse pruebas respecto de las cuales el

abogado tenga conocimiento de sus vicios y no es excu-
sa el hecho de que tales pruebas favorezcan a su cliente.

• Los peritos están obligados a actuar honestamente y con

estricto apego a sus conocimientos, sin importar a quién o a
quiénes favorezcan o perjudiquen sus opiniones.

• El perito que sin ser competente en una determinada ma-

teria acepta el cargo, comete falta.
• Ni el abogado ni las partes podrán inducir a los peritos a

producir sus opiniones con alteración de la verdad, no sien-

do excusa la paga.

Finalmente, respecto de los honorarios, el autor propone

lo siguiente:

• El abogado tiene derecho a una remuneración justa por sus

servicios, pero debe asistir gratuitamente al indigente.
• Los honorarios deben ser proporcionales al valor patrimo-

nial del negocio y a las dificultades propias del mismo. En

asuntos no patrimoniales se atenderá necesariamente sólo
a este último factor y al tiempo invertido.
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• La libertad de contratación de servicios profesionales no

autoriza a faltar a la equidad.
• El abogado a sueldo o a iguala está obligado a atender todos

los asuntos que se le encomienden, salvo convenio en contrario.

• Debe procurarse convenir los honorarios al iniciarse el asun-
to y, preferiblemente, por escrito.

• Debe evitarse el cobro de honorarios con base en el nú-

mero de gestiones, pero pueden pactarse con base en el
«tiempo profesional» empleado.

• Convenido el patrocinio y los honorarios, el abogado no

debe suspender sus servicios injustificadamente.
• En caso de incumplimiento del cliente puede renunciarse a

la asistencia, a condición de que no se opere en momentos

críticos. En todo caso debe avisarse de la renuncia justifica-
da con suficiente anticipación.

• Aunque tratándose de asuntos patrimoniales es lícito el

pacto de “cuota–litis”, es aconsejable evitarlo.
• Cuando el cliente accede al pacto de cuota–litis por nece-

sidad o insolvencia, debe tenerse sumo cuidado en no ob-

tener ventajas indebidas de esta situación.
• Se procurará no extender ayuda financiera al cliente, salvo

casos de notoria indigencia.

• Nunca deben abultarse las dificultades de un negocio para
tratar de justificar mayores honorarios.

• Debe procurarse arreglar conciliatoriamente cualquier con-

troversia sobre pago de honorarios y recurrir al juicio sólo
en caso extremo.

Juicio crítico

A quien les habla, la lectura de este libro lo dejó vacilante. Haberlo
elegido para presentarlo a ustedes indica que se le consideró
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valioso y, sin embargo, el de la voz no quedó satisfecho.

La cercanía con los estudiantes de leyes durante los últi-
mos 29 años le permite afirmar que ninguno de ellos se entu-

siasmaría con las propuestas que ustedes acaban de escuchar,

por mucho que expresen un modelo ético de vida profesional. Y,
si ellos –que gozan de una sensibilidad formidable– no se con-

mueven, no se conmoverá nadie.

Quien se dirige a ustedes ignora si la vida de Digna Ochoa
y Plácido fue ejemplar, pero la noticia de su muerte sí logró sa-

cudir la conciencia valorativa de los estudiantes de Derecho: Se

trata de una abogada democrática o defensora de los Derechos
Humanos. Nuestro libro puede contener o no juicios verdade-

ros, pero a ellos no les interesa leer u oír hablar de ética o mo-

ral. Su búsqueda, búsqueda, que a pesar de las apariencias
siempre existe, es por encontrar a quien viva el hábito operativo

bueno. Pero vayamos por partes.

Desde la primera hojeada nos pareció que el valor de este
libro estriba en que se pronuncia por afirmar una ética cívica o civil.

Ahora, después de la lectura con detenimiento, se puede afirmar

que, sin lugar para la duda, allí radica uno de sus valores. En efec-
to, se trata de un discurso ético común a todos basado –según

palabras del autor– en “la observación de nosotros mismos”.

Conviene apelar a la opinión de una autoridad para reafir-
mar lo dicho:

¿Qué significado hay que dar a la fórmula [ética civil]? La opinión

mayoritaria, la que a nuestro parecer suscita un mayor grado de consenso,

es la siguiente: se emplea la fórmula para referirse a un “lugar” moral de

referencias comunes, en el que todos o la gran mayoría de los ciudadanos

pueden encontrarse, venga cada cual de donde venga en lo que respecta

a su particular visión ideológica, filosófica o religiosa.7

7 Brey Blanco, José Luis: Cristianismo y política, una reflexión cristiana sobre la realidad
política, Madrid, Editorial San Pablo, 1998, p. 278.
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El auditorio comprenderá que el Consejero Presidente de

un organismo electoral, encargo que por cierto –y dicho sea de
paso–, no cesa de ser el ejercicio de una profesión jurídica, tie-

ne en alta estima un “lugar” moral de esta índole: Un ambiente

en el cual los ciudadanos y los representantes de los todos los
partidos políticos puedan encontrarse. Por lo tanto, resulta pro-

cedente repetir, sin pretender que sea lo máximo: el libro de

Eugenio Trueba Olivares es valioso.
Entonces, ¿cuál es el origen de la insatisfacción que resta?

Como el conferencista tiene dificultades para precisar esta res-

puesta, permitan ustedes que acuda a un cuento que se titula:

La sabiduría del fabricante de ruedas

Mientras el fabricante de ruedas hacía su trabajo en un extremo de la

enorme sala, el príncipe Huan de Ch’i leía un libro en el otro extremo.

Dejando por un momento el escoplo y el mazo, el fabricante de ruedas

llamó la atención del príncipe y le preguntó qué libro estaba leyendo.

“Un libro que contiene las palabras de los sabios”, le respondió el

príncipe.

“¿Y están vivos esos sabios?”, le preguntó el otro.

“¡Oh, no!”, dijo el príncipe. “Todos ellos han muerto”.

“Entonces, lo que estás leyendo puede no ser más que los residuos

y las heces de personas desaparecidas”, dijo el ruedero.

“¿Cómo te atreves tú, un fabricante de ruedas, a criticar un libro que

yo estoy leyendo? ¡Explica lo que has dicho o morirás!”

“Verás”, dijo el otro, “desde mi punto de vista de fabricante de ruedas,

así es como yo lo veo: cuando yo estoy haciendo una rueda, si el ritmo de

mis golpes es demasiado lento, los cortes son profundos, pero no

uniformes; y si el ritmo es demasiado rápido, los cortes son uniformes,

pero no profundos. El ritmo adecuado, ni demasiado rápido ni demasiado

lento, no lo coge la mano si no le viene dictado por el corazón. Es algo
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que no puede expresarse con palabras; requiere un arte que yo no puedo

transmitir a mi hijo. Por eso es por lo que no puedo dejar que haga él mi

trabajo, y aquí me tienes todavía, a mis setenta y cinco años, haciendo

ruedas. En mi opinión, lo mismo ocurre con los que nos han precedido.

Todo lo que era digno de ser transmitido murió con ellos: el resto lo pusieron

en sus libros. Por eso decía que lo que estás leyendo son los residuos y

las heces de personas desaparecidas”.

El ponente está en condiciones de precisar el origen de su

insatisfacción. El libro reseñado difunde la sabiduría de los sa-

bios. Pero carece de la sabiduría del fabricante de ruedas. Se-
guramente cada cual desprenderá sus conclusiones y solamente

se espera que en su conducta profesional el ritmo adecuado de

cada golpe venga dictado por el corazón.
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CAPÍTULO III

DISCURSOS
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METAS Y HERENCIAS

DEL INSTITUTO ELECTORAL VERACRUZANO*

Compañeras consejeras electorales y compañeros consejeros

electorales,
Compañeras y compañeros representantes de los partidos

políticos,

Distinguidos invitados especiales,
Representantes de los medios de comunicación social, tanto

impresos como electrónicos,

Señoras y señores:

En el instante mismo de comenzar a presidir esta mesa de sesio-

nes, el de la voz quiere manifestar a ustedes la máxima ética
que se ha convertido en pauta de conducta: “Obra de manera

que tu acción esté orientada en cada caso por la realización en

bienes sociales de valores objetivos”.
Como todos ustedes saben, los organismos electorales

contemporáneos tienen valores propios, como la colegialidad

en las decisiones de sus órganos, la intervención ciudadana en
la ejecución de sus actos y el servicio profesional electoral. Sin

embargo, su condición primordial es instrumental: ellos están al

servicio de valores objetivos democráticos.
Los valores de la democracia actual y de su principio cons-

titutivo, que es la soberanía popular, son tres: la libertad, la igual-

dad y la fraternidad. Se trata de valores reconocidos por una
tradición histórica de muchos cientos de años, pero respecto de

* Discurso pronunciado el 3 de enero de 2001 en la Sala de Sesiones del Consejo General
del Instituto Electoral Veracruzano, durante la Sesión de Instalación de este órgano
colegiado.
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los cuales los hombres y las mujeres del mundo adquirieron

una conciencia aguda apenas en la era moderna.
En la instalación de este Consejo General, recordar lo an-

terior tiene un motivo: aplicar con profunda atención el pensa-

miento a la consideración de las libertades democráticas, de la
igualdad política de la democracia y de la fraternidad como va-

lor democrático, para realizarlos en bienes sociales.

La meditación es necesaria, pues este acto significa la in-
auguración de otro organismo autónomo de Estado: el Instituto

Electoral Veracruzano. Por lo tanto, se debe evitar a toda costa

caer en el pensamiento reiterativo. Es necesario sostener que
este «organismo–otro» sí servirá a los valores enunciados.

Por supuesto, nadie ha dicho que se trate de una empresa

fácil. Un insigne maestro de la Universidad Veracruzana difun-
dió cinco cuestiones relativas al sistema y procesos electorales

que muestran con transparencia las dificultades que se van a

encarar. Dichas preguntas son las siguientes:

• ¿Qué tan avanzado está el que la designación del Poder

Legislativo y los puestos de gobierno de la rama ejecu-
tiva, se realice mediante elecciones populares, sobre la

base de una competencia abierta, sufragio universal y

voto secreto?
• ¿Qué tan independiente del gobierno y del control de los

partidos políticos son las elecciones y los procedimientos

de captación del voto, y qué tan libre de intimidación, so-
borno o cohecho es el proceso electoral en sí mismo?

• ¿Qué tan eficaz es el margen de información y decisión

que otorga a los votantes el sistema electoral y de parti-
dos, y qué tan justo e igualitario es el acceso de candi-

datos y partidos a los medios de información?

• ¿Hasta qué punto el voto de los electores tiene igual
peso y qué tan avanzada es la igualdad de oportunida-
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des para competir por un cargo público, sin importar el

grupo social al que se pertenezca?
• ¿Qué proporción del electorado vota y qué cercanía

tienen la composición del Congreso y el programa

de gobierno con las proposiciones hechas por los
electores?

Está claro que cada uno de los aquí presentes tiene su
propia contestación y que lo menos probable es que resulten

coincidentes. Pero lo importante es que las respuestas prefigu-

ran las metas que el IEV debe lograr.
El desafío que subyace en el cuestionario desplegado, por

una parte, es que el IEV debe constituirse como un «organismo–

otro» con las mismas personas que compusieron la CEE. Se tra-
ta de sujetos con experiencia, pero también con yerros y acier-

tos, con defectos y cualidades, con vicios y virtudes.

Por otra parte, el IEV ya no es una entidad que se activa
para el periodo electoral y se desactiva después de concluido el

mismo. Ahora se trata de un organismo permanente que debe

estar preparado y a disposición de la sociedad civil cuando sea
requerido. En efecto, el IEV hoy tiene a su cargo la organización,

desarrollo y vigilancia de las elecciones, plebiscitos y referendos

(con propiedad: Referéndums) y, por lo tanto, será un organis-
mo siempre activo.

De las elecciones no hay mucho que explicar, pues ape-

nas concluyó el proceso electoral que se efectuó en el año 2000
para elegir a los diputados ante el Congreso local y a los ediles

de los ayuntamientos en los 210 municipios que conforman el

estado. Si acaso, es válido repetir que toda sociedad que deci-
de configurarse en una democracia representativa requiere, entre

otras acciones, contar con una institución responsable que, de

manera imparcial, organice el ejercicio del derecho del voto, que
configure diversos instrumentos jurídicos, tendientes a asegu-
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rar que tan sólo voten los ciudadanos que deban hacerlo, que

cada cabeza sea un voto y que la ciudadanía pueda expresar
con toda libertad su voluntad electoral.

Con relación al plebiscito y al referendo, debe señalarse

que con frecuencia se utilizan tales términos como sinónimos,
no obstante que –como saben los aquí presentes– entre una y

otra institución existen notables diferencias.

En general, se puede afirmar que a través del referendo se
faculta al pueblo para aceptar o rechazar en definitiva un pro-

yecto de ley formulado por los órganos competentes. En tanto

que el plebiscito es el voto de confianza que le otorga el pueblo
a una persona para que continúe en el poder.

En particular, la ley veracruzana entiende que en los pro-

cedimientos de referendo la ciudadanía participa en la aproba-
ción, reforma y abolición de las leyes y decretos del Congreso

del Estado; en tanto que en los procedimientos de plebiscito

dicha ciudadanía interviene en la consulta de decisiones o medi-
das administrativas relacionadas con el progreso, bienestar e

interés social en el Estado.

Las dos instituciones se pueden llevar a la práctica única-
mente en año no electoral y ambas son inéditas en el estado de

Veracruz. Por lo que, cuando se presenten, se convertirán en el

primer examen que deberá aprobar el organismo que en este
acto se está instalando. Lo que alienta y empuja a tomar el reto

es que existen medios para salir adelante, como son las nor-

mas, la educación y la organización.
Finalmente, quien les habla no puede soslayar el tema que

es la novedad en el Consejo General: los representantes de los

partidos políticos por disposición de la ley carecen de voto en la
toma decisiones de este órgano colegiado, pero lo integran y

tienen voz. Esto conlleva una gran responsabilidad para las con-

sejeras y los consejeros electorales, los cuales, al tomar las re-
soluciones del órgano superior de dirección del IEV, deberemos
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escuchar, y con atención, la palabra de los representantes de

los partidos políticos.
El Consejero Electoral Presidente, por su parte, se com-

promete a otorgarle la debida importancia a las reuniones de

trabajo mediante las cuales se preparan las sesiones del Con-
sejo General, pues en ellas –y bien lo saben los representantes

de los partidos políticos– existe la posibilidad y la probabilidad

de construir importantes consensos.
La visión del presente muestra la necesidad de acciones

inmediatas relativas a los siguientes asuntos: a) la revisión de

los programas heredados de la extinta Comisión Estatal Electo-
ral; b) el diseño del programa de organización del IEV y la elabo-

ración del Reglamento Interno que debe estar listo a la breve-

dad posible; c) el diseño del programa del Servicio Profesional
Electoral y el Estatuto correspondiente que debe estar aproba-

do en un plazo de seis meses, contados a partir de la fecha. En

todas estas acciones la última palabra pertenece al Consejo
General.

Por definición de la ley, el Consejo General es el órgano

superior de dirección del IEV, es una autoridad, es un órgano
colegiado, es un órgano jerárquico y, por último, es un órgano

independiente, que tiene su sede en Xalapa, ciudad capital del

estado de Veracruz.
El consejero electoral presidente entiende que la tarea del

Consejo General es poner el poder del IEV al servicio de los

valores democráticos en la organización, desarrollo y vigilancia
de las elecciones, plebiscitos y referendos. Y que, bajo ningún

concepto, debe permitir que sus valores estén subordinados al

poder.
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HACIA UNA CIUDADANÍA ACTIVA*

Ciudadanos y ciudadanas,

Compañeros y compañeras de trabajo en el IEV,

Agentes de los medios escritos y electrónicos,
Compañeros y compañeras estudiantes:

El mensaje central que en este acto la Presidencia del Consejo
General quiere difundir consiste en afirmar que, el día de hoy, el

IEV se une a todos aquellos que están prestando un auxilio edu-

cativo para lograr que los ciudadanos y las ciudadanas transi-
ten de ser objeto de gobierno a convertirse en sujetos de go-

bierno.

Más aún, la importancia de este evento radica en que es
un acto de toma de conciencia de que los niños veracruzanos y

las niñas veracruzanas deben aprender a ser ciudadanos y ciu-

dadanas aptos para vivir en democracia.
El aprendizaje de la cultura democrática implica, por una

parte, la comprensión de los valores democráticos: libertad, igual-

dad y fraternidad. Y, por la otra, el conocimiento de que si bien
las elecciones son un momento clave de la moderna democra-

cia representativa, esta última deviene en pura apariencia si no

se sustenta en una participación activa, libre, informada, crítica,
consciente y responsable de los ciudadanos y las ciudadanas

en los distintos procesos y espacios de la vida pública.

La palabra «educación» procede de las voces latinas ex,
que significa hacia fuera, y ducere, conducir. Se trata de extraer

de la persona todas sus potencialidades para hacerlas realida-

* Discurso pronunciado el 25 de abril de 2001 en el Centro Recreativo Xalapeño, durante la
inauguración del Programa de Educación Cívica del Instituto Electoral Veracruzano.
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des actuales, operantes y plenificadoras de su propio ser.

Nada más humano que la experiencia educativa. En ella
se van adicionando experiencias, vivencias y todo tipo de me-

canismos que registra la memoria, el entendimiento, la volun-

tad. Gracias a la educación es posible la cultura y la civilización
como suma del crecimiento humano de los pueblos, en donde

se encuentran, entre otros aspectos, la ciencia, la tecnología,

las artes y también la política. Por esto, se inicia el programa de
educación cívica con la convicción institucional de contribuir a

la formación de una ciudadanía activa.

Las actividades de la Dirección Ejecutiva de capacitación
electoral y educación cívica en el año 2001, que comienzan con

el presente acto, comprende:

• Conferencias sectorizadas. Se tiene un calendario de 30

conferencias, de las cuales cuatro se realizarán en

bibliotecas, 26 en escuelas de bachillerato localizadas
en Xalapa y en municipios cercanos a esta ciudad capital.

• Seminarios con partidos políticos. Se llevarán a cabo tres

de ellos, en Xalapa, Misantla y Perote.
• Exposiciones de literatura electoral en bibliotecas

públicas. El programa considera cuatro exposiciones de

esta índole en bibliotecas independientes de la red estatal
de bibliotecas públicas, la Unidad de Servicios

Bibliotecarios y de Informática (USBI) de la Universidad

Veracruzana, Biblioteca del Congreso del Estado,
Biblioteca de la Escuela Normal Veracruzana y Biblioteca

de Enseñanza Media.

• Mesas redondas de educación cívica. También están
programadas cinco mesas redondas con tópicos de

educación cívica en Xalapa, Coatepec, Martínez de la

Torre, Misantla y Perote.
• Simulacros electorales en planteles educativos. Se reali-
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zarán 14 simulacros, dos por mes iniciando en mayo y

culminando en diciembre. De éstos, siete están dirigidos
a estudiantes de secundaria y preparatoria con duración

de una semana, y siete a estudiantes de primaria, los

cuales se reducirán a un día de clases.
• Visitas Guiadas. Asimismo, están organizadas visitas

guiadas al edificio del IEV, al Palacio Legislativo, al Palacio

de Gobierno, al Palacio Municipal y a los Tribunales
Electorales.

• Eventos Académicos. De junio a septiembre se llevará a

cabo un Diplomado en materia electoral. Igualmente está
considerado un Congreso Nacional de funcionarios y

consejeros electorales, cuya fecha aún no se ha

precisado.
• Círculos de lectura de textos en materia electoral. Éstos

están dirigidos a estudiantes de nivel medio y medio

superior. Con participación de 20 estudiantes por círculo.

Todo lo anterior implica la correspondiente elaboración de

material didáctico.
No se puede concluir sin recordar el adagio popular que

afirma “La palabra convence, pero el ejemplo arrastra”. Por esto,

el programa contiene cursos de capacitación para el personal
que labora en el propio organismo electoral y se pretende que

esta actividad sea permanente, pues sólo de esta manera dicho

personal se podrá dirigir a ustedes y decirles con firmeza: el
Instituto Electoral Veracruzano es la certeza de tu elección.
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EL DON DEL ASOMBRO

Honorable Presídium:

En el acto de clausura, una idea y un sentimiento dominan a quien
se dirige a ustedes. La primera es relativa al aprendizaje y el

segundo está relacionado con la gratitud. El de la voz intentará

expresar ambos y, al hacerlo, espera traducir adecuadamente el
pensar y el sentir tanto de los organizadores como de los

participantes en este curso de Derecho Procesal Constitucional.

Nuestro curso se integró por dieciocho conferencias de
primer nivel en el ámbito de la divulgación del derecho. El valor

del mismo radicó en lo mejor de una conferencia. Ésta es un

monólogo en el cual alguien desarrolla un tema. El monólogo se
caracteriza por ser un discurso que se dirige uno a sí mismo. El

conferencista puede darse el lujo de ignorar parte de su audito-

rio para que su desarrollo sea más profundo o más elegante.
La conferencia, a pesar del lapso dedicado a las pregun-

tas, jamás podrá ser un diálogo. Menos aún cuando, como en el

caso presente, el público es de alrededor de trescientos cin-
cuenta oyentes, contando a aquellos que escuchan a través del

sistema de videoconferencias. Así se concibió el curso y éste

ha llegado a feliz término. ¿Qué resta? Queda la imagen de
dieciocho juristas que, uno tras otro, han estado monologando

ante nuestros ojos.

*  Discurso pronunciado el 19 de mayo de 2001, durante la clausura del Curso de Derecho
Procesal Constitucional, impartido por la Unidad Regional Xalapa del Tribunal Electoral del
Poder Judicial de la Federación, la Junta Local del IFE en Veracruz, las Salas Electoral y
Constitucional del Tribunal Superior de Justicia del Estado y el Instituto Electoral Veracruzano.
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Se trata de diecisiete hombres y una mujer que ocupando

los más altos puestos en el campo del derecho descendieron al
escenario del auditorio Sebastián Lerdo de Tejada del Palacio

Legislativo de Veracruz, que –dicho sea de paso– es uno de los

más hermosos auditorios de Xalapa, para exponer su tema y
exponerse ante nuestra apreciación crítica.

En este ciclo de conferencias predominaron los jueces. No

existe un oficio más alto que el suyo ni una dignidad más impo-
nente. Por lo que ahora habrá que añadir que cada conferencia

fue un monólogo en el sentido de que se ejecutó una escena

dramática en la que sólo habló un personaje.
Si se plantea de este modo se observa con claridad que el

problema del derecho y el problema del juez son una misma cosa.

¿Cómo puede hacer el juez para ser mejor de lo que es? La
única vía que le está abierta a tal fin es la de sentir su naturaleza

humana: es necesario sentirse pequeños para ser grandes.

Es necesario, cada día más, recuperar el don del asombro. Es necesario

asistir, cada mañana, con más profunda emoción a la salida del sol, y

cada tarde a su ocaso. Es necesario sentirse, cada noche, aniquilados

por la infinita belleza del cielo estrellado. Es necesario permanecer atónitos

ante el perfume de un jazmín o ante el canto de un ruiseñor. Es necesario

caer de rodillas ante cada manifestación de este indecible prodigio que

es la vida. (Francesco Carnelutti: Las Miserias del Proceso Penal).

Los magistrados y ministros que nos han visitado son gran-
des, porque en sus soliloquios han compartido con nosotros el

aprendizaje del drama del derecho y del drama de ser juez. Por

lo expuesto, se comprenderá cabalmente el sentimiento de gra-
titud: Muchas gracias distinguidísimos juristas, magistrados y

ministros por su actuación tan espléndida en este curso de De-

recho Procesal Constitucional.
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MENSAJE A LA SOCIEDAD VERACRUZANA

Consejeras y consejeros electorales,
Representantes de los partidos políticos,

Representantes de los medios escritos y electrónicos,

Señoras y Señores:

En los espacios de una nación, donde el pueblo no puede re-

unirse para tomar decisiones, las formas directas de democra-
cia son incapaces de reemplazar la representación. Con todo,

hay campos donde pueden complementarla. El plebiscito y el

referendo son medios que la Constitución de Veracruz admite
para cubrir algunos de estos campos. En efecto, el plebiscito,

como el referendo, es una medida de consulta directa a todos

los ciudadanos.
Con la publicación de la convocatoria correspondiente en

la Gaceta Oficial, de fecha 7 de julio de 2001, Miguel Alemán

Velazco, Gobernador del Estado de Veracruz, inició el procedi-
miento de un plebiscito. En dicha convocatoria se disponen las

bases del mismo y la primera de ellas es que la consulta se

lleve a cabo el día 26 de agosto de este mismo año, en una
jornada de ocho horas, de las 9 a las 17 horas.

Por su parte, el Instituto Electoral Veracruzano debe res-

ponder a la comunidad por la organización, desarrollo y vigilan-
cia del procedimiento plebiscitario. Sólo existe una garantía y

un camino para hacer bien las cosas, a saber: que el Instituto,

en el desempeño de su función, se sujete a los principios de
legalidad, imparcialidad, objetividad, certeza, independencia,

profesionalismo, equidad y definitividad.

* Discurso pronunciado el 9 de julio de 2001 en la sala de sesiones del Consejo General del
Instituto Electoral Veracruzano, con motivo del inicio de los trabajos del plebiscito convocado
por el Ejecutivo del Estado.
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El plebiscito no es un asunto menor pues, por disposición

de la ley, el IEV adecuará los plazos de las distintas etapas del
proceso electoral al procedimiento plebiscitario. También en este

procedimiento –como en el proceso electoral– se distinguirán

tres etapas: la primera relativa a los actos preparatorios, la se-
gunda correspondiente a la jornada de la consulta y la tercera

concerniente a los actos posteriores a la consulta, destacando

en esta última la declaración de validez de los resultados.
En la primera fase, el Instituto deberá integrar e instalar los

órganos desconcentrados, por lo menos los veinticuatro conse-

jos distritales. Deberá resolver lo relativo a la lista nominal, el
material y la documentación necesaria para la consulta. Igual-

mente deberá instalar las mesas directivas de casilla básicas y

las especiales y las extraordinarias que acuerde su órgano su-
perior de dirección. Todo lo cual implica un proceso de insacula-

ción y un necesario proceso de capacitación en breve tiempo.

No menos importante es que el IEV lleve a cabo, en el ám-
bito estatal, una campaña de divulgación con el objeto de que

los ciudadanos conozcan el sentido y razón del plebiscito. Co-

rren tiempos en los cuales el voto de los ciudadanos y las ciuda-
danas se ha convertido en la voz que expresa las decisiones

del México contemporáneo. Por esto, la campaña de divulga-

ción se basará en decirles a todos ellos: “Tú voz decide”.
En diversas ocasiones y en diferentes foros, la Presiden-

cia del Consejo General ha sostenido que el IEV se encuentra

preparado para encarar un evento de esta naturaleza. Esta con-
vicción se apoya en el informe rendido por el Secretario Ejecu-

tivo el 8 de mayo de 2001, a petición de este órgano colegiado.

En él puede leerse que desde el 9 de marzo del año en
curso, fecha en que el órgano superior de dirección aprobó la

estructura de organización de la Secretaría Ejecutiva y de las

direcciones ejecutivas, dichos órganos han estado laborando
con miras a una eventualidad como la que hoy nos ocupa.
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Por lo tanto, podrán existir dificultades y habrá que sor-

tearlas. Pero, lo que el Consejo General como órgano superior
de dirección no puede admitir de los órganos ejecutivos son

pretextos. Es decir, se ha tenido el tiempo suficiente para orga-

nizar este plebiscito. Consecuentemente, con nuestros actos,
la sociedad recibirá el mensaje de que el IEV es un organismo

autónomo de Estado, que en los pocos meses de su existencia

ha trabajado intensamente y que hoy es responsable del desa-
rrollo y la vigilancia del plebiscito convocado por el Gobernador

del Estado.
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CONVENIO DE COLABORACIÓN IEV–TEPJF*

El Instituto Electoral Veracruzano considera que la importancia

del Convenio que hoy se suscribe, radica en el hecho de reco-

nocer la actuación del Tribunal Electoral del Poder Judicial de la
Federación. Bien sabido es que su creación y función obedece

al propósito de aumentar las medidas que hagan de los proce-

sos electorales, además de procesos políticos, procesos regi-
dos por el derecho.

La alternativa de institucionalizar órganos jurisdicciona-

les para zanjar cuestiones relativas al principio de legalidad en
los procesos electorales es una tendencia contemporánea.1

La tendencia judicializadora no es una vía aceptable para aque-

llos que siguen mirando al derecho como un mal innecesario
en la sociedad o para aquellos otros que, en nombre del dere-

cho, han sufrido arbitrariedades por parte de quienes detentan

el poder.
La opinión de quien esto escribe es que, en materia elec-

toral o en cualquier otra, se debiera acudir sólo por excepción a

los órganos jurisdiccionales.2  Los actores de los procesos elec-
torales, como todo sujeto de derecho, deben acatar la normatividad

* Discurso pronunciado el 31 de julio de 2001 en la Ciudad de México, durante la firma del
Convenio General de Colaboración celebrado entre el Instituto Electoral Veracruzano y el
Tribunal Electoral del Poder Judicial de la Federación.

1 Carmona, Salvador Valencia: Derecho Constitucional Mexicano a fin de siglo, México,
Porrúa, 1995, p. 112: “sin embargo, es necesario remarcarse que en los últimos años ha
venido despuntando una firme tendencia hacia la judicialización de los medios de
impugnación, con la salvedad de que aún se conservan algunos de carácter  administrativo
los cuales se interponen durante la organización del proceso comicial”.

2 Lo que se debe evitar es la costumbre de acudir a los tribunales sólo por acudir o caer en
frivolidades. «Frívolo» es un término que se utiliza en materia electoral para calificar a un
escrito con contenido ligero, o de poca importancia, o con razonamientos fútiles e insig-
nificantes presentado por un partido político en la interposición de los recursos. Instituto
Electoral del Estado de México: Glosario de términos electorales, Toluca, 1998, p. 44.
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que les rige. Los tribunales electorales tienen como misión com-

prender, interpretar y aplicar la Constitución Política y la le-
gislación electoral en caso de conflicto.

En nuestro país se ha entendido que el principio de legali-

dad implica que en todo momento y bajo cualquier circunstan-
cia, en el ejercicio de las atribuciones y el desempeño de las

funciones que tiene encomendadas el órgano electoral, se debe

observar, escrupulosamente, el mandato constitucional que las
delimita y las disposiciones legales que las reglamentan.

Guardar y cumplir exactamente lo que se manda y orde-

na por la Ley fundamental y las leyes secundarias parece tan
simple que no se quisiera agregar nada más. Pero, las apa-

riencias engañan, pues el acatamiento de las normas es un

fenómeno complejo. Para sujetarse a la norma, su destinata-
rio debe comprender, interpretar y aplicar un texto legal desde

una determinada situación histórica. Además, existe como un

ansia de la naturaleza humana por hacer difícil lo que de suyo
no lo es tanto; es decir, la persona a quien va dirigida la nor-

ma, descubriendo la fuerza directiva de la misma, puede deci-

dir no sujetarse a ella.
En estos supuestos, otras personas, con autoridad legal,

deberán comprender, interpretar y aplicar aquel texto legal para

que la norma se guarde y se cumpla; o bien, que su destinatario
se atenga a las consecuencias previstas en el orden jurídico.

Pero, las personas con autoridad, que también comprenden,

interpretan y aplican el texto legal en un determinado horizonte
histórico, pueden cometer errores o arbitrariedades. Por lo tan-

to, se les subordina a una autoridad jerárquicamente superior y

así sucesivamente hasta llegar a una última instancia, cuya re-
solución es definitiva.

El jurista, ante una resolución definitiva de la autoridad

competente, también puede irse a fondo en el estudio del caso
concreto que ofrece la práctica.
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Esta experiencia se presta, por lo demás, para exponer a la luz de ella las

ventajas del Derecho casuístico, que obliga al jurista a contrastar

directamente sus puntos de vista jurídicos a la vista de los casos concretos

de la práctica, a diferencia del Derecho legalista, el cual sólo puede apoyarse

en los casos jurídicos pintados por la fantasía o evocados por el recuerdo.3

En la inmersión para llegar al fondo del asunto enunciado,
la tarea consiste en interrogar el texto legal y revelar la fuerza

directiva de la norma aplicada al caso concreto. La ley ha con-

sagrado como camino obligatorio para el cumplimiento de este
cometido el criterio gramatical, sistemático y funcional. Se trata

del mismo criterio que han de seguir los órganos electorales al

observar la legislación electoral.4

3 Radbruch, Gustav: Introducción a la Filosofía del Derecho, México, Fondo de Cultura
Económica, 2000, p. 22.

4 La Ley General del Sistema de Medios de Impugnación en Materia Electoral, en su artículo
2º, dice: “Para la resolución de los medios de impugnación previstos en esta ley, las
normas se interpretarán conforme a los criterios gramatical, sistemático y funcional. A
falta de disposición expresa, se aplicarán los principios generales del derecho”. El Código
Federal de Instituciones y Procedimientos Electorales (COFIPE) en su artículo 3º, punto 2,
establece: “La interpretación se hará conforme a los criterios gramatical, sistemático y
funcional, atendiendo a lo dispuesto en el último párrafo del artículo 14 de la Constitución”.
El CECOPEV no dice nada al respecto.
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2002: AÑO DE LA CONSOLIDACIÓN*

Distinguidos miembros del Consejo General:

En términos de lo que establece el artículo 91, fracciones VI y VII,
del Código Electoral para el Estado de Veracruz, el Presidente

del Consejo General tiene la atribución de proponer anualmen-

te al Consejo General el anteproyecto de presupuesto del Insti-
tuto Electoral Veracruzano para su aprobación y, en el supuesto

de que este Consejo lo apruebe, deberá remitir el proyecto de

presupuesto al titular del Poder Ejecutivo para su presentación
y, en su caso, aprobación definitiva por el Congreso del Estado,

en términos de la legislación de la materia.

El anteproyecto de presupuesto del Instituto Electoral
Veracruzano para el año 2002, y que hoy se pone a su conside-

ración, tiene características que es necesario destacar, por lo

que la presidencia solicita a ustedes le permitan hacerlo:
El Instituto Electoral Veracruzano el próximo año va a rea-

lizar las actividades permanentes que por ley tiene encomenda-

das y que son relativas a la educación y capacitación cívica, a la
geografía electoral y a los derechos y prerrogativas de los parti-

dos y demás organizaciones políticas. El 2002 es un año que

nuestro Código llama “no electoral”. Esta denominación, aun-
que es correcta, se presta a equívocos. Es más exacto pensar

el año que viene como «preelectoral», pues, en efecto, las acti-

vidades permanentes a que se hizo referencia están encamina-
das todas ellas a la organización, desarrollo y vigilancia de las

elecciones del 2004.

* Discurso pronunciado el 31 de octubre de 2001 en la Sala de Sesiones del Consejo
General del Instituto Electoral Veracruzano, durante la presentación del Anteproyecto de
Presupuesto 2002.
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No obstante, el Instituto Electoral Veracruzano no puede

menos que ser sensible a las llamadas de atención por parte
del Congreso del Estado. Esa Soberanía en 1999, 2000 y en el

pasado plebiscito hizo sendos «recortes» a los proyectos de

presupuesto presentados por el Consejo General de la Comi-
sión Estatal Electoral, en su momento, y últimamente por el Ins-

tituto. Sin entrar al debate acerca de si fueron acertados o no

tales recortes, el Instituto Electoral Veracruzano se ha propues-
to que en esta ocasión el Congreso del Estado apruebe su pro-

yecto de manera íntegra porque está debidamente justificado.

Por esto, es necesario señalar un primer aspecto sin pre-
cedente en la historia del organismo electoral: La Junta General

Ejecutiva, según lo dispone el Código Electoral en su artículo

93, fracción I, debe proponer al Consejo General las políticas y
los programas generales del Instituto. Hoy, dichas políticas y

programas son de su conocimiento y han sido analizados meti-

culosamente en prolongadas reuniones de trabajo, por lo que
podrán ser aprobados de manera simultánea con el proyecto de

presupuesto 2002.

El Presidente del Consejo General, que es también Presi-
dente de la Junta General Ejecutiva, no puede menos que reco-

nocer el ejercicio extraordinario de planeación institucional que

llevaron a cabo los directores ejecutivos bajo la coordinación
del Secretario Ejecutivo de este organismo electoral. El produc-

to no es como para instalarse en la complacencia, pero sin duda

permitirá a las comisiones del Consejo General dar apoyo y
seguimiento puntual a todos y cada uno de los proyectos pre-

sentados para el 2002.

Sobre la visión de lo que el Instituto Electoral Veracruzano
hará en el 2002, se estableció cómo lo hará y cuánto costará

hacerlo. Pero los miembros del Instituto Electoral Veracruzano

tampoco pueden ser insensibles a la situación económica que
atraviesa el estado y el país; es menester atender a las circuns-
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tancias de las finanzas públicas estatales y nacionales. Por esto,

también se ha efectuado un ejercicio extraordinario de planeación
del gasto, que se ajuste a las líneas que se desprenden de las

políticas y programas generales del Instituto Electoral Veracruzano.

A este respecto, debe indicarse que el anteproyecto de
presupuesto no considera ningún incremento en las plazas que

componen la estructura de organización del Instituto Electoral

Veracruzano; y en cambio, considera el adecuado desenvolvi-
miento del Servicio Profesional Electoral. Las actividades para

el 2002 están fincadas en el trabajo eficiente y eficaz del perso-

nal que lo integra, más que en los recursos financieros.
En suma, el presupuesto total para el año próximo que

ustedes tienen a su consideración y que se deberá presentar

primero ante el titular del Ejecutivo y después ante el Congreso
del Estado, es de 108 millones, 203 mil, 88 pesos, con 74 cen-

tavos. De este total, el 31.68 % está destinado al pago de las

prerrogativas de los partidos políticos y el resto al gasto de ope-
ración del Instituto.

La Presidencia considera que si el 2001 fue el año del naci-

miento del Instituto Electoral Veracruzano, el 2002 debe ser el
año de su consolidación como el organismo autónomo de Estado

que es, por definición de la ley. Sólo de esta manera, desde aho-

ra, pero sobre todo en el 2004, el Instituto Electoral Veracruzano
será servidor eficiente de la democracia como la sociedad

veracruzana espera que lo sea.
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